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INTRODIJCCION. 

las magnitudes de los acontecimientos sociales, políticos. 

económicos y en el caso particular que nos atañe, el judicial o legal, 

en los días difíciles que estamos viviendo, la observancia de hechos 

jamás cnntemplados y que de manera sucesiva acontecen, de la 

práctica diaria de hechos y actos que se configuran como delitos 

que vulneran irremediablemente a la sociedad dejándola inerme por 

las formas , la preparación, instrumentos, la técnica empleada, los 

recursos. el poder empleado ~n n!qunos casos, las armas sofisticadas 

y la disciplina en algunos casos del grupo conturmado para delinquir 

y obtener el fin deseado. 

La manera en que la mercancía llamada: "droga". ha 

proliferado en grados 1ncalcu!ab!es, los adictos a marihuana. cocaína. 

amapola, opio, morfina, pastillas sicotrópicas y otras y dado el grado 

de adictos t principalmente en los Estado Unidos de Norteamérica) 

que por su capacidad económica para pagar el suministro de la 

cantidad requerida como adicto; fa situación geográfica que guarda 

nuestro país con los Estados Unidos de Norteamérica en el tránsito 

de los enervantes que provienen de sudamérica; de cómo el tráfico 

de estupefacientes o drogras ha superado cuantitativamente v 
cualitativamente a los gobiemos, a las policías. y a toda autoridad 

que tenga o tienda a la vi~¡¡lancia o control por su territorio (aéreo, 

marítimo. terrestre y bajo las más increíbles maneras de transporte) v 
que de manera alguna han sc•cavado a los llamados gobiernos 

democráticos, viér>dose en la realidad impotentes para controla~ el 

manantial sin fin de la droga. 



De como la pobreza de los pueblos que sucumben ante la 

falta de un empleo debidamente remunerado, de los abusos que se 

cometen por la autoridad administrativa, la judicial y de todo 

individuo Que detenta poder en contra del individuo o del 

conglomerado y constituyéndose en delito, desmedrando día con día 

en lo individual o colectivo y que en la mavorfa de los casos no hay 

Ci!Sligo. 

De la llamada ele auxilio lanzada por los jueces penales (en 

todos sus émbitosl dadn que en 'a práctica los ju7gados a su cargo 

se encuentran saturados de expedientes que resolver, de cárceles 

repletas (inclusive de penit1mciarias especiales con todas las normas 

de seguridad para evitar la fuga de los delincuentes que se 

encuentran internados y que dada su peligrosidad y el manejo 

delincuencia! que representan) y de que el Estado se ve imposibilitado 

de continuar construyendo mejores centros de reclusorios dada la 

corrupción que impera en todos sus órdenes. 

El concepto y castigo, con la consiguiente limitación 

coercitiva, sancionadora en los delitos peligrosos por et código penal; 

de como et código de procedimientos panales procuraba el retraso de 

cada uno de tos asuntos que ventilaban para la pronta y expédita 

procuración de justicia contemplada por nuestra Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

El costo económico de los reos en tas penitenciarías, el 

aumento de población general, de las carencia y otros más llevaron a 

la preocupación del grupo gobernante al planteamiento de afrontar a 

ta delincuencia con un frente comun, de entre ellos. mandar al 

Legislativo una propuesta que modificara. adicionara 'V r:terogara 



diversas disposiciones contitucionales. por ende, al código de 

procedimientos penales v al código penal. 

El espíritu que se dice conlleva la aprobación por parte de 

los legisladores, el beneficio que se pretende dar a la victima del 

delito, el respeto a los derechos humanos del agente delictivo 

durante la rnvestigación y el procedimiento del órgano jurisdiccional 

con respecto de la norma aplicable que abrevie el arribo que la 

justicia procura en una sentenca adecttada. 

Aquí es donde nosotros coincidimos, temporalmente, al 

momento de escoger tema para sustentar la tesis profesional V los 

acontecimientos jud1c1ales-legislativos que han de reportar o no las 

reformas que a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos se han realizado el día 3 de septiembre de 1 Q93. 

Conforman como elemento básico los argumentos que 

cada partido esgrimió en la Cámara de Diputados !previo a la 

consulta por cada grupo partidista a jurisconsultos, postulantes, 

grupos sociales y políticos, a reos, a estudiosos del derecho, etc .. 

etc.) y que el sustentante expone de la manera más sucinta en este 

trabajo de tesis profesional. Argumentos que se exponen tal cual, 

conforme al Diario de los Debates. 

De alguna manera, la falta de una experiencia práctica en 

la postulancia ante los foros judiciales, hacen que esta tesis conlleve 

irregularidades, pero si, impregnada al cien por ciento de un esplritu 

de las bondades que han de redundar con las reformas 

constitucionales a los sujetos que se vean inmiscuidos en procesos 

Judiciales del orden penal. 



Tratando de aporta'r el sustentante, algún elemento 

propicio de sus bondades de dichas reformas constituCionales (en las 

conclusiones) para los sujetos en lo general, después de analizar los 

puntos que conforman fa tesis profesional. 
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CAPITULO 1 

1. 1 Antecedentes Históricos. 

El conocimiento de las fuentes es necesario para poder 

arribar a conclusiones lo más justas dentro del derecho. 

Cuando tas civilizaciones naturales fueron destruidas v 

sometidas por el conquistador europeo, al hacerse notorio que los 

penínsulares establecieron poder, riqueza, color de piel y que luego 

habría de darse el mestizaje, para que progresivamente se creará una 

conciencia, capaz de mover el orden de cosas establecido por buen 

tiempo y a fuerza de ta. violencia, del abuso v de la muerte sobre los 

vencidos. ta gestación de odio, así como la evolución ideológica, los 

descubrimientos científicos que habían de acelerar la com:iencia del 

hombre de su tiempo, son tan sólo algunos de tos ingredientes que 

con el f)8SO del tiempo tendrían que arrib¡¡r a un cambio de 

circunstancia!! de poder, del concepto de libertad y de justicia. 

Por tillo, y como lo señala Fernando Floresgómez González 

en su libro Nociones de Derecho Positivo Mexicano, que para poder 

conocer la historia del derecho patrio, puede éste clasificarse en tres 

t!pocas: 

a) período precolonial 

bl período colonial 

el periodo independiente 

al En el periodo precolonial la organización jurídico v 
polltica de tos pueblos del continente, ya regulaba las relaciones entre 

tos hombres y entre el poder del rey o emperador. y de éste con los 

súbitos con un sistema basado en castas o clases y que por su orden 

de aparcición son: toltecas, mayas y aztecas y de la interrelación 



e 

que se dio entre ellos. de¡ando poco a poco los adelantos a los que 

seguían v siendo por ende, la de los aztecas la m6s reciente v de la 

que se ecnuentran más v fuertes conocimientos de la pr6ctica v 
aplicación de normas o conceptos jurídicos. 

Lo grandioso del pueblo azteca en su largo preregrinar, de 

su establecimeinto en la gran Tenochtitlán, la subordinación de los 

reinados va establecidos v su resurgimiento de dominio sobre una 

gran extensión de territorio, todo ello debido en gran pane a su 

espíritu belicoso, con factores de dominación absoluto, sumando al 

momento en que Tezozómoc, primero. v luego Moctezuma 

llhuicamina grcrrearan a tecpanecas, la unión de Netzahualcóyotl 

dará la formación de la "Triple Alian1:>". que también es una 

organización política dirigida por los mexhicas. 

Precisamente de esta Triple Alianza derivan las divisiones 

de clase v que inclusive impusó a los pueblos sometidos o 

conquistados por los mexhicas, surge el "Tecuhtli" como el sellor 

absoluto, el monarca; el Tecuhtli, jefe militar; el Tlamacazque, jerarca 

religioso, todos ellos como la base gobernante en los tiempos del 

reinado azteca, sucediéndose el poder, asr c·omo de los jefes 

polfticos, militares v sacerdotales en barrios v calpullis, en el imperio 

vasto que se formó. 

La consolidación superior de la jerarquía, como reinado 

Csoberano, sacerdote. consejeros) procedía al nombramiomto de jefes 

de menor rango, tanto en los barrios como en los calpullis, siendo en 

su mayoría de la nobleza o que habían realizado estudios en el 

Calmecac: a dicha prir6mide gobernante, viene a agregarse lo que 

nos interesa del presente trabajo, como algo medular, que no es otra 
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cosa que lo legal o judicial, por asi decirlo, su mts alta jerarqula 

recala en el •Magistrado Supremo• que contaba o desempellaba 

funciones juridiccionales. funiones admiistrativas, podía fallar en 

jucios civiles, penales y de revisidn de actos de otras autoridades 

nombraba o designaba a los miembros de los tribunales de inferior 

jerarqufa un juez popular, con jururisdiccidn a los problemas de 

particulares y asuntos penales mlnimos. 

Los funcionarios siempre contaban con ta ayuda de otros 

funcionarios menores, encargados tambit\n de cuidar et trato social 

dentro de tos calpullis,'previniendo controversias que alteran et orden. 

Con ol cambio de residencia que realiza Nezahuatcóyotl 

hacia Texcoco, en dicho lugar se establecen tribunales especiales 

para resolver todos aquellos conflictos surgidos del mercado o 

comercio (mercantiles), obedeciendo to especial de tos tribunales a 

que ta clase comerciante era importante dentro del reinado, por ende, 

prestaban servicios at rey o emperador v este a su vez contaba con la 

confianza recrproca. todo ello, dentro de lo económico, social y 

polftico., 

la Triple Alianza tambi'n fue ejercida como la fuerza 

capaz de intimidación en algunos casos, en otros como verdadera 

fuerza de ariete para ap19ar insurreciones, tevantaminto, intentos de 

cambios en el poder y en todo aquello que atentara o tuviera que ver 

con et orden estatuido en to interno como en lo externo CTacuba, 

Texcoco Y M''dcoJ y siempre sobre ta base de igualdad polltica y 

económica. ya que tOdo to que obtenla de las guerras y tributos se 

distribula equitativamente. 
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Más que la exclav1tud, es importante sei'lalar el orden de 

protección que merecla la familia, como en casi todas las partes, con 

los mexhicas la familia también es la base fuerte, su solidez deriva de 

la protección que se le permitla. con leyes v disposiciones. 

reglamentando el matrimonio, el nacimiento de los hijos hasta 

suceder la muerte del jefe de familia. Se consideraba al matrimonio 

como obligatorio. deblan, deblan contraerlo los hombres de 18 a 25 

años, en tanto que las mujeres entre los 16 y 22 años; el que se 

abstuviera del matrimonio v pasada esa edad va no se le consideraba 

como útil socialmente, siendo repudiado y en algunos casos. 

obligado a abandonar el calpulli o población. 

En estas relaciones, no existía el divorcio, pero fas 

separaciones podrlan suceder en casos en que se demostrara el 

adulterio, signos graves en lo flsico (hijos retrasados, anormales) v 

también cuando el marido fuese borracho, desobligado o con alguna 

causa igual de grave. pero con la gravante a modo de sanción con la 

esclavitud del esposo v cumplida la pena, se reinstalaba en el hogar 

v si persistía con esa conduta, se permitía definitivamente la 

separación (divorcio de nuestros diasl v se la hacían cargos enérgicos 

para cumplirlos en favor ele !a esposa y la autoridad. 

Cuando se originaban bienes, estos podían ser objeto de 

heredad digna, con bienes al hijo primogénito y de la esposa 

principal (en su caso de la Cichuatlantil, a falta de éste, se heredaba 

a un nieto, a un segundo nieto si el anterior no exitía, a falta de 

algunos de ellos al hermano teniendo en cuenta sus dotes; pero 

también podía el testador heredar con libertad plena, como contemos 



9 

en el último de los casos, a falta de ellos, los bienes se heredaban al 

pueblo o 111 •P.y. 

b) La Colonia. Con la llegada de los españoles, la 

conquista de los pueblos y sefioríos conllevan a un cambio sustancial 

en lo político; jurídico, económic§ y social y asi lo apuntan los 

histoiradores, ya que durante el siglo XVI las instituciones que podían 

ser de utilidad se conservaron ·'po/.:;·prci'pia. conveniencia de los 

españoles lcomo en el caso de· Leyes\ Indias, que protegían al 

indígena, pero consideráridoio ~~~·6r' dri: ~dad . para todas las 
"''· , .. o·,·.,,:\,-, .. 

cuestiones jurídicas). La aplicación legal es cor1secuencia, doble,. para 

los penínsuiares era 6tra.;1~ lcy·~~lic~bl~; ¡_:~; Íntegr;ción ··dél Real 

Consejo de 1.ndias· riºo sirviÓ.cr1íél ¿!~~tl~a •. su e~e~¿·i~;~·;;R¡i~er~Ó ~u· 
espíritu, su ese'lC:i.a que rÍo era otra)po1~ ~~éi.I~ d1Ldirigi; a )as 

recientes colonias y d~· •. que 1~6 •se ~i~s~;.¡,:·~:¿dr~c:ld~': i6sirit~res~s ·. 
reales, este· Real •.consejo' de'.1n<Jias·'.co.lat~ralrn~nte)adnÍÍ~istraba ' 

justicia a tra~és • d~ ·l~s AJclieridi~s, fu~ t~mbié·~ 
0

é1:'sJp.re~~ ·T;ib~nal . 
,. - . . .._, . . ' .. - •. -· . ··--· ,;:·r . 

de la Colonia,. a~tu~ba<c~~o •ccirisultor, del r~y • én Ío •¿óri~~miri~ae ··a . 

todas 1as pósesiones de G1tram~r. · tué eí · ~~9á~~ ~~¡¡~;~º•~ara é1e9ir 

virreyes, a los capitanis g~nerales,. gob~rn~cio/es : ~ \~te~~erit~s. en 

otros casos y. co~··~I consemimi~n.to del - rey, ;~ cl~~igr\'ab~ a. los 

alcaldes, córregid6rés, tenian intervenc:'ió~ para ~,~'~ir a 16~ rni'eri1br~s 
de otras audiencias Consejos virrnynale~) c6~ fu~~i);n~i'1~glslativas y 

jurisdiccionales:·· " · ·· · ·· · · ·· · 

Existieron otros Úiburiales, como ~PTribun·Ú d~ .la Santa 

Fe (Tribunal de. la lnqui~ición) y se encargo.ba.·de todos los asuntos 

que atentaban co.ntra la rP.Íigi?n católic~ .. con ¡úiCiÓs estrictos y 

apegados a ~os actos de fe que d~bían"l~s 1Íldi~s a'Dios y al rey: 



'º 
También se encuentra el Tribunal de Minería, creado a 

mediados del siglo XVIII por el rey Carlos 111, su objeto único Y 

excus1vamente para resolver cuestiones de minería; el Tribunal Militar 

de la Acordada y que sancionaba los delitos cometidos contra la 

disciplina militar, a los maleantes y salteadores de camino. 

Los consulados de México y de Veracruz funcionaban 

corno tribunales comunes en aquellos asuntos graves mercantiles 

(aduaneros. comercio, exportadores e importadores) y a la vez. con 

un cuerpo fiscal y aduanal. 

Con la expedición de las Cédulas Reales (Reales Cédulas) 

para resolver casos concretos y de elevada jerarquía en la 

controversia rey-individuos que por alguna razón tenían importancia 

en ef desarrollo económico o político de la Nuev'! España. 

c) El periodo Independiente. "Sentimientos de la ~Jación", 

documento redactado por José Maria Morelos y Pavón y que da iriic10-

a fos trabajos del congreso de Chilpancingo ( 14 de septiembre 'de 

1813), se da a conocer como algo novedoso, el co_nc~pt6'i de 

soberanía, de representación popular, de la división de pode~~s v, de 
> ,._:.>" 

los derechos del hombre dentro de la libertad. "' ,,·,:,· 

En ese Congreso de Chilpancingo y en la Constitución de 

Apatzingán (Decreto Constitucional para fa libertad de la América 

Mexicana) dan la respuesta del grupo insurgente a la promulgación de 

la Contitución de Cádiz y que con ciertos principios deseaba limitar el 

movimiento libertador de la Nueva España y que se gestaba ya; para 

surgir como nación nueva e independiente. es a partir del 28 de 

sept1embre,de 1821 en que se decide seguir con la Constitución de 
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Cádiz a la que se le hacen algunas modificaciones, se aplica a casos 

concretos v en los que no pudiera darse interpretación especifica por 

los tribunales locales. 

En el año de 1837 se ordena que el derecho a aplicarse, 

será el español v en todo aquello que no se opusiere a la reciente 

legislación, teniendo en este lapso aplicación por parte de la Suprema 

Corte de Justicia, las ordenanzas de Aranjuez, las de Burgos o de 

Castilla. 

Con el regimen constitucional de 181 O a 1 82 ~-:; al 

iniciarse el siglo XIX ; el problema político que sobrevino.con la 

ocupación de España por las tropas Napoleónica~''. fué ;;:ljf1:: facÍor · 
, - ... --·--~~ ,-·. ·. -· . 

importante el concepto de independencia. Hidaigo:::~a ''tenía ideas 

respectivas al proclam~-~ •ia_··independericia de .. nuestr~''p~~ri~ '~1-.i6d~ · 

septiembre de 181 o e_n el pG~bió'dé'o~~re~I~Ji~;;;~pn~rs~ po;~-~n · 
gobierno monárquico; .pero lib~~ ~~' la sob~ra~ía ~s'pañoi'~···-·· Hidalgo 

::::::=:: :::: :::~~:t~z¡~~;t~~~~~~¡Yá:,~ :::::: 
1.- Decreto abolie'ncio''1¡¡ ~s~ia~it::id, se~tal1d6 las base para 

-.. -f,·'-"º-- -.. ·;: -,,_-_,,_,-

que los duerios de escla_vos ~torgarán a éstos la lib7rtad. 

11.- DecretoA~r~[to/.·ª.?,'·~¡ ~:~~1-se ~ispuso que las tierras 

ociosas se entrgarán a 1(;s iTI'ecJie~cis;'quienes p~garí~n su valor con el 

50 por ciento de su trabajo'~e·r~_¿riat;:;;! ~~ro 50 por ciento con ni 

excedente de frutos de cada é:'osecha. 

111.- Decreto Aboliendo los Impuestos Alcabalatorios y los 

Tributos do los Castos. 
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IV.· Decreto para que se dejara de usar un papel sellado 

en los negocios judiciales, doC:lJmentos, escrituras y actuaciones 

administrativas, empleándose-.~n ~L'íugar .el papel común, dado que 

el papel sellado se cobraba ITiúv:alto en su precio. 

V.· Decreto JB~ ¿~;~b;a la Secretaría de Gobierno, de 
·. . . - . >· -

Justicia v Gracia y de'A.s~Atci~'Efü~ri¿res;désignado en el mismo, a 

las personas que Qª;[ft8.;;~f,~i~~?~j:'c~rn~';csecretario~: Don Ignacio 
Rayón, Don José.Marra:Chico:.y Dcin\José;Ortíz.Létóna. . 

.... _:::.<< .. :··,/~,·._¡:,;,:1:·.> ... ::;1-.._1::/···:> _:·;,~·~-, :·:.~¡.;~,,,·-·: >.~;rr.:,~_ ... , .. _-,r.:·<- .·:_ ._._-...:: .... __ ·,· : 
Sin embargo no puede •décirsepmelloqLJ.ese halla• tratado 

::.:::,:::·.:~·,f ¡:~;~~~~il~i~~füJ':t:iºJt.:%:::;,::::· .~ 
España. •·; /:; ··;; '· .. · 

La CÓn~tftúéiÓn EspaJioÍa d~ Cádi~ qúe' ~~ p~ornulgÓ el 30 

de septiembre ci~j'812 y el ,;¡~rey Don Franci~co Javier Venegas la 

suspendió,' rm\s/t~!,de,'.en(rnayo de .1814 el, monarca español la 

abrogó, pro.vocando;la gÚerra liberal eri ·.España y en• 1820 fue 

restaur~da c6n ei molJi~i~ni:o liberal. 

Don José María Morelos v Pavón • v la· Cons~itudón de 

Apatzingán Jo~~~ron u~• éxito sorprendente e~ e~á época y corno 

único jefe iepre~~·ritatÍIJo de1 mov(rnientó irisur9eme. ~~ iormL1ó un 

nuevo docuinento q~e s~ d~nominÚ S~ntirriient8~ b~ l~'Na6ión, en el 

que se enc'~¿nii~ ;,;:;. i)~nsamient~ po1Í~i~o v se' compón.e de 23 

puntos entr~' 16s qÚ~cl~~Úcan: ·. · •. \:;: · > ' · · 
1. ~ La Libertad d~ América v el· C~ncépto de Soberanía 

Popular, el de representación popular con voto indirecto y por 

régimen o partidos IEcleseásticos), el de la división de poderes (el 
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Ejecutivo dividido, Legistlativo como órgano absolúto y el Judicial 

como moderador). 

2.- E! Plan de Iguala y los Tratados 8e c6rdoba, Agustín 
r . . . . , • .. . . . .• .-»· .•.· ,.)' ,, .. •' • ,. ',.- ·,~· .•. 

de !turbiue f ué ei .· encarúado, po'r 'el Virrey Apo'éfa~¡j-. para· dirigir . la 

campaña de! ~ur. Esto fui á ,finds d.el IÍ~~~;j~'- P,iii'n .d~1J~rií~ ql!e se 

promulgó el 24 de febrero de 1821 y recibi6Ell nombre ,de el Plcin dé 

3 Garantías, que eran: Religión, Unión e Independencia. 

Los T~.:itudos de Córdoba da la confirmación · de la 

Independencia nacional, la Constitución de 1 R24. 

E! ·einstil!a¡fo Congreso éxpidió el Acta · Contitutiva de 

enero 31 de 1824 y el 4 dP. octubre de 1824 se noi;nb~a la prirneú1 

Constitución Fedcnil. - ., .. , 
Es!a Constitución fué In lucha entre··· lo's· C:entr~listas, 

porque las provincias SI'.' inclinaron como fines partidarÍo.s ele! sistema 

federul. 

Las siete leyes Constitucionales de 1836, aquí en ésta 

etapa, surgen varias tendencias ideológicas que hacen 2 nuevos 

grupos: 

a) el liberal 

b) el conservador 

El grupo liberal propugnaba implantar un ·gobierno 

republicano, democrático.y fedemtivo; el grupo conservador ,difería 

completümente del otro,· pretendía un gobierno cent~a1,· la· oligarquía 

de clases superióres._inclinán<loso a la forma rnori'árqGica. ~ · · 

1.2.- La Constitución de 185 7.' E! 6 ele cllciembre de . . - ' . . 
1846 so instaló un ·nuevo congreso constituyente. en el· cual se 

ratifica la Constitución de 1824 v el 5 de febrero de.1857, depués 



14 

de tiempo y de acalorados debates. fué jurada la nueva Constitución 

y en ta que se adopta como forma de gobierno. ta república 

representativa. democrática y federal. 

1.3.- La Constitución de 1917. Después de la Decena 

Trágica, con la muerte de Madero. Carranza desconoce a Victoriano 

Huerta y comienza una nueva etapa, que se conoce como 

constitucionalista. porque pretende reimplantar el orden 

constitucional; en 191 3 un grupo carrancista firma el Plan de 

Guadalupe y en 1916 se inicia en Querétaro la junta preparatoria del 

congreso, con el "Proyecto de Constitución" reformadas y el 31 de 

enero de 1917 fué firmada la nueva Constitución; los primeros en 

jurar, fueron los diputados y en segundo lugar Carranza. y se 

promulga el 5 de febrero de 1917, entra en vigor el día primero de 

mayo de 1917. 
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CAPITULO 11 

2.- INTERPRETACION AUTENTICA DE LOS ARTICULOS 

16, 19, 20 Y 119 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

Estos artículos y que como norma superior aparecían 

antes de las modificaciones ligislativas, los hemos de trasladar tal 

cual, pues de aquí parte esencialmente nuestro análisis. 

El Articulo ·16, establecía: Nadie puede ser molestado en 

su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 

mandamiento escrito de autoridad competente, que funde y motive la 

causa legal del procedimiento. No podrá liberarse ninguna orden de 

aprehensión o detención, a no ser por la autoridad judicial, sin que 

preseda denuncia, acusación o querella de un hecho determinado 

que la ley castigue con pena corporal, y sin que estén apoyadas 

aquéllas por declaración, bajo protesta, de persona digna de fe o por 

otros datos que hagan probable la responsabilidad del inculpado, 

hecha excepción de los casos de flagrante delito en que cualquiera 

persona pueda aprehender al delincuente y a sus cómplices, 

poniédolos sin demora a disposición de la autoridad inmediata. 

Solamente en casos urgentes, cuando no haya en el lugar ninguna 

autoridad judicial y tratándose de delitos que se persiguen de oficio, 

podrá la autoridad administrativa. bajo su más estrecha 

responsabilidad • decretar la detención de un cusado, poniéndolo 

inmediatamente a disposición de la autoridad judicial. En toda orden 

de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir y que ser6 



16 

escrita, se ekpresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o 

personas que hayan de aprehender y los objetos que se buscan, a lo 

que únicamente debe limitarse la diligecia, levantándose al 

concluirla, un acta circuntanciada, en presencia de dos testigos 

propuestos por el ocupante del lugar cateado, o en su ausencia o 

negativa, por la autoridad que practique la diligencia. 

La autoridad administrativa podrá practicar visitas 

domiciliarias únicamente para cersiorarse de que se han cumplido los 

relgamentos sanitarios v de policía; y exigir la exhibición de los libros 

y papeles indispensa~les para comprobar que se han acatado las 

disposiciones fiscales. sujetándose en estos casos a las leves 

respectivas v a las formalidades prescriptas para !os cateos. 

La correspondencia que bajo cubierta circule por las 

estafetas, estará libre de todo registro, su violación será penada por 

la ley. 

En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá 

alojarse en casa particular contra la voluntad del dueño, ni imponer 

prestación alguna. En tiempo de guerra los militares podrán exigir 

alojamiento, begajes, alimentos y otras prestaciones, en los términos 

que establezca la ley marcial correspondiente. 

El Articulo 19, establecía por su parte: Ninguna detenció 

podrá exceder del término de tres días. sin que se justifique con un 

auto de formal prisión, en el que se expresarán: el delito que se 

impute al acusado, los elementos que constituyen aquél, lugar, 

tiempo v circunstancias de ejecución y los datos que arroje la 

averiguación previa, los que deben ser bastantes para comprobar el 

cuerpo del delito v hacer probable la responsabiliad del acusado. La 
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infracción de esta disposición hace responsable a la autoridad que 

ordene la detención o la consienta, v a los agentes, ministros, 

alcaides o carceleros que la ejecuten. 

Todo proceso se segurirá forzosamente por el delito o 

delitos señalados en el auto de formal prisión. Si en la secuela de un 

proceso apareciere Que se ha cometido un delito distinto del que se 

persigue, deberá aQuél ser objeto de acusación, separado, sin 

perjuicio de que despuils pueda decretarse la acumulación, si fuere 

conducente. 

Todo maltratamiento que en la aprehensión o en las 

prisiones. toda molestia que se infiera sin motivo legal, toda gabela o 

contribución en las cáro•l"s, son abusos que serán corregidos por tas 

leyes v reprimidos por las autoridades. 

El Artículo 20. también en su parte conducente 

establecía: En todo juicio del orden criminal tendrá el acusado las 

siguientes garantías: 

l.· Inmediatamente que lo solicite será puesto en libertad 

provisional bajo caución, que fijará el Juzgador, tomando en cuenta 

sus cirncustancias pesonales y la gravedad del delito, incluvendo sus 

modalidades. merezca ser sancionado con pena cuvo término medio 

aritmético no sea mavor de cinco años de prisión, sin mas requisito 

que poner la suma de dinero respectiva. a disposición de la autoridad 

judicial, u otorgar otra causión bastante para asegurarla, bajo la 

responsabilidad del juzgador en su aceptación. 

La caución no elCcederá de la cantidad equivalente a la 

percepción durante dos a.,os del salario mfnimo general vigente en el 

lugar en que se cometió el delito. Sin embargo, la autoridad judicial, 
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en virtud de la especial gravedad del delito, las particulares 

circunstancias personales del imputado o de ta víctima, mediante 

resolución motivada, podrá incrementar et monto de ta caución hasta 

ta cantidad equivalente a ta percepción durante cuatro allos del 

salario mínimo vigente en el lugar en que se cometió el delito. 

Si el delito es intencional y representa para su autor un 

beneficio económico o causa a la victima dallo y perjuicio 

patriomonial, la garantía será cuando menos tres veces mayor al 

beneficio obtenido o a los dai\os y perjuicios patrimoniales causados. 

Si el delito• es preterintencionat o imprudenciat. bastará 

que se garantice la reparación de tos daños y perjucios patrimoniales, 

y se estará a lo dispuesto en los dos párrafos anteriores. 

lf .• No podrá ser compelido a declarar en su contra, por to 

cual queda rigurosamente prohibida toda incomunicación o cualquier 

otro medio que tienda a aquel objeto; 

111.· Se le hará saber en audiencia pública y dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes a su consignación a la justicia, el 

nombre de su acusador y la naturaleza y causa de la acusación, a fin 

de que conozca bien el hecho punible que se le atribuye y pueda 

contestar el cargo, rindiendo en este acto su declaración preparatoria; 

IV.. Será careado con los testigos que depongan en su 

contra, los que declararán en su presencia si estuviesen en el lugar 

del juicio, para que pueda hacerles todas tas preguntas conducenttis 

a su defensa; 

V.- Se le recibirán tos testigos y demás pruebas qe 

ofrezca. concedi6ndosele el tiempo que la ley estime necesario al 

efecto v auxiliándose para obterner le comparecencia de las personas 
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cuyo testimonio solicite siempre que se encuentre en el lugar del 

proceso. 

VI.- Será juzgado en audiencia pública por un juez o jurado 

de ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido 

en que se cometiere el delito, siempre que éste pueda ser castigado 

con una pena mayor de un ai\o de prisión En todo caso serán 

juzgados por un jurado los delitos cometidos por medio de la prensa 

contra el orden público o la seguridad exterior o interior de la Nación; 

VII.- Le serán facilitados todos los datos que solicite para 

su defensa y que consten en el proceso; 

VIII.- Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de 

delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión; y antes 

de un año si la pena máxima excediere de ese tiempo; 

IX.- Se le oirá en defensa por sí o por persona de su 

confianza. o por ambos, según su voluntad. En caso de no tener 

quien lo defienda, se le presentará lista de los defensores de oficio 

para que elija el que o los que le convengan. Si el acusado no quiere 

nombrar defesores, después de ser requerido para hacerlo, al rendir 

su declaración preparatoria el juez le nombrará· uno de oficio. El 

acusado podrá nombrar defensor desde e! momento en que sea 

aprehendido, y tendrá derecho a que éste se halle presente en todos 

los actos del juicio; pero tendrá obligación de hacerlo comparecer 

cuantas veces se necesite: 

X.- En nigún caso podrá prolongarse la prisión o detención 

por falta de pago de honorarios de defensores o por cualquiera otra 

presentación de dinero, por causa de responsabilidad civil o elglln 

otro motivo 11nálogo. 
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Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por más 

tiempo del que como máximo fije la ley al delito que motivare el 

proceso. 

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se 

computaré el tiempo de la detención. 

En cuanto hace al Artículo 11 9, éste se refiere a "que 

cada Estado tiene obligación de entregar, sin demora, los criminales 

de otro Estado o del extranjero a las autoridades que los reclamen". 

En estos casos, el auto del juez que mande cumplir la requisitoria de 

extradición será bastante para motivar la detención por un mes, si se 

tratare de extradición entre los Estados, v por dos meses cuando 

fuere internacional. 

2. 1 Criterio Legislativo. 

En el dictamen de las comisiones nidad de Gobernación y 

Puntos Constitucionales y de Justicia, en discusión en lo general, y 

en uso de la palabra el dipudado Juan Gualberto Campos Vega dijo: 

"he pedido el uso de la palabra para fndamentar el voto del grupo 

parlamentario del Partido Popular Socialista (PPS> en este proyecto 

que modifica varios artículos constitucionales y que son de suma 

imponancia en la seguridad jurídica, como para el mantenimiento de 

las garatfas individuales los derechos humanos de los habiantes del 

país. 

La opinión del grupo parlamentario al que pertenezco, es 

que sobre todo "que es un problema sumamente complejo". Pero 

adem4s de ello, es un tema de preocupación permamente para 

ciudadanos y organizaciones sociales. segun los informes oficiales. 
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es el aspecto donde se genera el mayor número de violación a las 

garantías individuales y de los derechos humanos. 

Creo, hay dos cuestionet. que valen la pena señalar de 

este dictamen y de las iniciativas que se discuten 1 · Las cuestiones 

que se han señalado en el cuerpo de la argumentación, de que uno de 

los propósitos es el de mejorar técnicamente algunos de los 

elementos aquí contenidos, tema que no voy a tocar. Y el otro que 

no podemos ignorar, es la discusión de esta naturaleza, son los 

efectos del carácter social, si con esta medida se protege o se 

desprotege al ciudadano. Se concluye con los aspectos de 

artbitrariedad o se trata de evitar actos artbitrarios o si por el 

contrario se propicia que éstos se pueden multiplicar. Este es el 

problema de esencia que quiero comentar 2. 

En primer lugar se debe segir el orden en que vine la 

iniciativa y rlonde la argumentación del dictamen lo señala por 

cuestión práctica, siendo preferible tocar uno por uno los artículos 

constitucionales que se plantea modificar aquí. 

2.2 .- Aquí se dan diversas cuestiones que valen la pena 

en comentar. En el segundo párrafo del artículo 16 se señala que 

laclaridad con la que se ha de separar la concepción de dos palabras: 

"aprehención v detención". para clarificar que la primera es 

exclusivamente de laautoridad judicial y la otra puede ser realizada en 

otras circunstacias que constityen excepciones ene esta disposición 

constitucional Adem6s, en este mismo artículo, en el párrafo quinto 

se hacen cambios fundamentales, estableci6dose en el artículo 16 

constitucional vigente una serie de premisas para que la autoridad 

administrativa puda detener a una persona. En primer lugar, queno 
1 C*nnd9 OipWdoil del Congmode los Ellá& UniclMMe~. Oi811ode IOl Oltlllel. 
WlliCO tm. 91111151 
llllict ....... 
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hav autoridad judicial en el lugar; que sean delitos que se persiguen 

de oficio v que además se debe poner inmediatamente al detenido a 

disposición de la autoridad judicial. 

Aquí hav un cambio fundamental porque manteniendo el 

señalamiento de que ésto sólo es válido en casos urgentes, se 

suestituve el planteamiento de que debe tratarse solamente por 

delitos que se persigan de oficio por un término que es muv amplio, 

que aún no está delimitado v que aquí mismo se señala, tendrá que 

ser el legislador ordinario que es lo qué se plantea como delito grave. 

Se dan otros supuestos, que hasta el riesgo de que el indiciado pueda 

sustraerse a la acción de la justicia v se señala que siempre v cuando 

no se pueda ocurrir ala autoridad judicial, razones iversas a ello. 

Entonces se dice : "Esto es positivo", porque ante esta facultad se le 

daba a toda autoridad administrativa v en la actualidad se restringe 

ese campo v se le da únicamente al Mnisterio Público. 

Una de las preocupaciones que nosotros tenemos en 

torno a esta cuestión, es precisamente que una de las policías a las 

que más temen los ciudadanos de todo el país v trátase del ámbito 

local o federal, es precisamente de la policía judicial. El común de la 

gente las señala como las que realizan el mavor número de actos 

arbitrarios en contra de las garantías individuales v de los derechos 

humanos de los ciudadanos me>cicanos. 

Todavía aver V probablemente podamos encotrarlo todos 

los días, aver en un periódico nacional, se sei'lala la forma, los 

métodos en que est6 actuando la policfa judicial federal de la ciudad 

de Tijuana, con lujo de fuerza, sin mandato judicial v violando tod11 

las normas conatitucionalea v legales, en busca de detener a 
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supuestos o efectivos narcotraficantes. atentando contra los 

derechos de muchos ciudadanos. de muchos habitantes de nuestro 

pals. 

A nosostros nos preocupa. desde el punto de vista social. 

que precisamente esta policla y que está bajo el mando del Ministerio 

Público. a esta policía tan arbitraria, la que no repara en su actuar. en 

violentar el orden jurldico v las propias normas constitucionales. se le 

estén dando mayores atribuciones al no definir claramente en qué 

casos puede actuar, si no dejar a este aspecto tan amplio que es el 

señalado como delitos ,graves. 

Luego se señala en el párrafo VI de este mismo artículo, lo 

que el juez que consigne al detenido, va a calificar la legalidad o 

ilegalidad del acto concreto de la detención realizada por la policla 

judicial bajo el mando del Ministerio Público y que va a ratificar si 

ésta fuera legal o en caso contrario, va a poner en libertad al 

ciudadano, con lo que se busca restituirlo en la garantía que le fuere 

violada. Dice el cuerpo de la exposición de motivos del dictamen de 

las comisiones. 

Aqul hay otra preocupación, ¿Cuáles son los elementos 

que va a tener el juez para determinar en si el mecanismo de la 

aprehensión de esta persona legal o ilegalmente?, ¿Qué elementos va 

a tener?. 

Va a tener únicamente los que le proporcione quien 

realizo. quien ordenó la detención, et Ministerio Público; quien en la 

práctica realizo la detención, va a presentar los elementos para qe el 

juez pueda decidir si el acto fu6 legal o no, siendo evidente, que el 
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Ministerio Público va a tratar de justificar siempre que su acción está 

dentro de. los marcos de la legalidad. 

Suponiendo que a pesar de este inconveniente, el juez 

ti:viere elementos suficientes y obtenidos por otras vlas para 

restituirle ta garantla que fué violada. En principio no lo podemos 

aceptar. que en una norma constitucional se prevea que se puede 

violar una garantla contitucional y que la restitución de ese daño 

simplemente consite en poner en libertad a un individuo que ya 

estuvo preso, acusado injutamente por una policía arbitraria al mando 

del Ministerio Público. ' 

Esas cuestiones nos preocupan, porque nos parecen que 

· romnPn con el espíritu de lo que actualmente et artículo 16 de la 

Constitución Política de tos Estados Unidos Mexicanos que presume 

que todo inculpado es inocente hasta que no se demuestre lo 

contrario; en este caso. esto no se respeta. 

Hay otras cuestiones como el cambiar párrafos y 

redacciones, por ejemplo: "no presta a que halla un campo más 

amplio de acción del Ministrerio Público sin que esté sujeto a ciertas 

normas que le puedan imponer la autoridad judicial; aspecto que nos 

preocupa profundamente, independientemente de que la técnica halla 

mejorado en algunos aspectos de esta cuestión". 

Pero tampoco queremos dejar aqul una visión de que toda 

est6 reforma está mal elaborada o tiene un sentido negativo porque 

yo decfa que este es un tema complejo y que nos preocupa a todos. 

porque todos queremos que halla seguridad jurídica, pero también, 

todos queremos que esta seguridad jurídica se obtenga y respetando 

las garantfas individuales v los derechos humanos de los mexicanos; 
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creo que en eso y al menos en ese supuesto coincidimos todos los 

mexicanos. El problema es cómo podemos realizar esta cuestión. 

2.3.· Sin tocarlo de una manera expresa o amplia,· si· me 

preocupan algunas cosas del artículo 19, porque en el texto vigente' 

en torno a las cauciones se hace una diferenciación cuando se trata 

de delitos intencionales o cuando éstos son de carácter imprudencia!; 

creo que esa diferenciación es válida. 

En esta nueva redacción ya no hay esa diferenciación y 

además se establece que la caución debe ser suficiente para 

resguardar el dario y se le introduce un elemento adicional que es: 

debe tener también el supuest0 de que resultare condenado y tuviere 

que pagar una multa. 

Esto va en detrimento de los sectores de menores 

recursos, que aunque aquí se trata de remediar con algunas frases en 

el cuerpo del proyecto de decreto, pues en rn<ilidad se deja 

fundamentalmen~e a criterio del juez el de fijar estos montos, lo que 

también nos preocupa y porque ustedes saben que hemos conden,1do 

esta política económica que ha empobrecido m.'.Js a nuestro pv)blo y 

si vamos a hacer otro conjunto de reformas qu·~ ·.;.en a contribuir a 

ponerle severos castigos en este caso de índole Pconórn1ca, creernos 

que hace más injusto este problema ya que la impartición de ¡usticia 

va a ser más dura para quien c;:irece de recursos económicos. corno 

actualmente lo es 3. 

2.4.- En el caso del artículo 20, que es éste al que me 

refería, oerdón. la fracción 1 del artículo 20. Pero en elcaso del 

artlculo 20 fracción 11 hay unacucstión muy importante, sumamente 

imPort•nte, creo que es una de las cosas más positivas que se 

:t llliel, PllO· St-52 



incluyeron en esta reforma constitucional: "la prohibición eicpresa de 

que nadie puede ser obligado a declarar". 

La anterior decía: "que nadie puede ser obligado a declarar 

en su contra", este dice: nadie podrá ser obligado a declarar; es muy 

importante porque en algunos casos se les obligaba a declarar en su 

contra o en contra de otros; se ejercían una serie de mecanismos 

represivos para obligarlos a declarar. Eso se suprime y me parece una 

cosa sumamente positiva. 

Queda prohibida y sancionada por la ley penal, " toda 

incomunicación, intimidacion o tortura". Positiva, sumamente 

positiva y más positivo lo que continua aqui:"que no es válida niguna 

confesión rendida ante una autoridad diferente al Ministerio Público o 

al juez y que inclusive, si se hiciera ante éstos, no serla válida si no 

se encuentra presente su defensor". 

Creo que esto es muy importante, esto trata de evitar una 

de las cosas más lamentables de nuestro sistema: la aplicación de las 

torturas físicas y psicológicas, de presiones de todo tipo, para obligar 

a la gente a declarar incluso de hechos que no han cometido. Creo 

que esto es muy positivo y no queremos dejarlo pasar, nos parece 

que se debe valorar en al sentido. 

2.5.- Hay algunas otras cuestiones que nos parecen 

también son buenas en cuanto a la cuestión de precisión de algunos 

señalamientos y tenemos dudas también en otras cuestiones. Nos 

preocupan los cambios al artículo 119. No sabemos cuál es su 

objetivo final, no estamos seguros si solamente se trata de una 

precisión de la norma o si tiene alguna vinculación con algíin tratado 

suscrito o que se piense suscribir, que implique c1mbiar 1tgo v esto 
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nos preocupa v lo dejo asl, como preocupación. No hago ninguna 

aseveración, carezco de los elementos para hacerla, pero tengo la 

preocupación, en el grupo parlamentario tenemos la preocupación de 

que esto pueda servir para facilitar algunos mecanismos para que 

connacionales nuestros fueran entregados en forma expedita a 

requerimiento de la justicia norteamericana; nos preocupa, lo dejamos 

así, como preocupación v en ese sentido lo vamos a plantear. 

No me voy a referir a otras cuestiones, éstos son a juicio 

nuestro tos aspectos esenciales de la reforma contitucional. 

Quiero dejar muy claramente expresada nuestra postura 

frente a todo este proceso, varios de nuestros compañeros 

suscribieron la iniciativa, una de tas iniciativas que da origen a este 

dictamen. Y lo hicimos porque circuló una versión previa de un 

proyecto que fue criticado, no sé si está seguro, pero me parece que 

por todos los partidos políticos o miembros de todos los partidos 

políticos atentaba contra cuestiones fundamentales, contra garantías 

constitucionales esenciales para los mexicanos, incluso. nosotros 

mismo calificamos ese proyecto como un proyecto de carácter 

fascista. Surgiendo la necesidad de presentar un provecto alternativo 

a ese proyecto inicial, que lograra esos objetivos que se palntean aquí 

en los documentos, de lograr seguridad jurfdica, pero también de 

respetar los derechos humanos v las garantías individuales de los 

mexicanos. 

Creo que esta necesidad de hacerlo rápidamente. nos hizo 

que present6ramos diversos partidos, una iniciativa con esa finalidad, 

pero que era necesario quizt atizarla en algunos aspectos v por eso 

nosotros la suscribimos. participamos de manera plena en los 
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tr~bajos y el compañero Martín Tavira Uridstegui estuvo 

permanentemente vinculado a este tema, hizo planteamientos para 

mejorar técnicamente algunas cosas, algunos se las aceptaron, otros 

no, como sucede en cualquier trabajo de una Comisión Parlamentaria. 

Sin embargo, en el seno de nuestro grupo parlamentario 

desde el inicio, había muchas inquietudes, muchas preocupaciones 

que fuimos dilucidando poco a poco, internamente v también por las 

aportaciones de destacados juristas. organizaciones sociales que han 

expresado suspreocupaciones en torno a este tema, estuvimos 

analizando lo más acuciosamente posible todo este proceso v 
llegamos a la conclusión de que era necesario que viniéramos a esta 

tribuna a decirles que compartimos los propósitos que se señalan 

aquí, que veíamos sumamente positivas algunas cuestiones que 

impiden actos arbitrarios en contra de los ciudadanos. pero también 

que había un peligro latente en esta reforma constitucional de darle 

más atribuciones a quien se ha significado por ser la institución más 

arbitraria contra los mexicanos. 

Haciendo un balance final de todo este proceso y de todas 

esas preocupaciones nuestras, hemos llegado a la conclusión de que 

al'm reconociendo cuestiones prositivas en la iniciativa v en el 

dictamen correspondiente, por estar comprometidos desde que 

surgimos como partido político en 1948 con la defensa de las 

garantías individuales, los derechos esenciales del pueblo mexicano; 

vamos a emitir en esta ocasión nuestro voto en contra de este 

dictamen que hoy se nos presenta 4. 

2.6.- Discusión del Dictamen de las Comisiones Unidas v 
puntos Constitucionales. La presidencia agradece al diputado Juan 

• llllid, pp 12-13 
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Campos Vega, su intervención e invita al diputado Francisco lturbide 

a hacer uso de la tribuna para dejar tija la posición de su partido en 

relación, con el dictamen en discusión. El diputado Francisco Laris 

lturbide dijo: 

Don Mariano Arizcoreta decía en el ai'lo de 1936, ilustre 

parlamentario, que si en los asuntos de gravedad e interés que tiene 

el que hoy ocupa al Congreso de la Nación, se discutieran en el seno 

de la representación nacional para dar leyes al pueblo en su 

generalidad, el culto y el ilustrado, conocedor de su derechos y capaz 

de preparar la discusión con sus escritos y que percibierá su 

voluntad, se fundieran sus rayos luminosos y que pusieran en claro el 

objeto de la controversia, tendrlan los legisladores allanado el camino 

y sería fácil e>cpedir la ley fecunda y con resultados provechosos. 

Cuando el legislador se encuetra como nosostros, 

precisado adar leyes al pueblo v que sólo una minoría es conocedora 

de sus derechos, hace preciso que el legislador proceda con una 

mayor circunscripción atendiendo a que su resolución va a decidir la 

felicidad o la desgracia de la República, resultara la imprecisión que 

se haga de la misma ley en el ánimo de la parte muda de las grandes 

masas que conforman la mayoría de la nación y que en su educación 

y cultura hemos abandonado por ocuparnos de indvidualidades v 
hemos de abandonar también mezquinas reyertas, fallando sin 

criterio sobre el mt!rito de la disposición legal guiada sólo por sus 

instintos f6ciles, además de explotar por los enemigos de las 

resoluciones. 

Aclamar6n con vías v bendiciones al tegisl1dor que los 

salva con una disposición que simp1tiza con sus miamos instintos o 
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arrojara un grito de indignación y de venganza, grito horrible de 

exterminio y de suerte, que desbordando los diques de las presiones 

hará se precipiten como un torrente sobre la sociedad y que 

buscando sólo en su principio remedio al malestar que lastima en la 

ocasión, den el resultado final, tal vez. de que veamos la tumba de 

las conquistas adquiridas y a su lado la de la libertad de una nación, 

cuya pérdida lloremos después encorbados bajo el yugo del retroceso 

y tal vez, una oprobiosa tiranía 5. 

Estas palabras y que fueron pronunciadas en el ailo de 

1936, podemos decir•que son actuales. hoy camino al precipicio de 

la aberración jurídica como lo hemos visto hoy cuando hemos dado 

válidez a la jurispurdencia, ascendencias de tribunales dependientes 

del Ejecutivo, no del poder judicial; hoy nos distraemos sin poder 

llegar a una conclusión que debe ser fácil , y que es fácil, pués la 

Asamblea tiene una facultad para reconocer lo bueno como lo bueno 

y lo malo como algo que es un acto personal. 

Hoy hemos visto, seilores diputados, en este recorrido la 

vida, como gente sin escrúpulos ataca a nuestro recinto y de toda 

esta serie de circunstancias son las que se llevan desde un principio a 

analizarlas, para poder ver con cierto detenimiento el dictamen que 

hoy se nos presente. 

Me atrevo a decir que hemos estado en determinados 

casos legislando en forma contraria, en mis manos tengo el escrito 

del "Reencuentro Nacional sobre Reestructuración Competencia! y 

Humana del Poder Judicial Federal en la que intervinieron doctores en 

derecho y representantes juristas. En su tercer punto, textualemte 

reza: • ... debe ser la Suprema Corte, el ímico órgano que establezca 

Silllid, pp 53 
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jurisprudencia en lo que concierne a la interpretación de la 

Constitución, de las leyes federales, de los reglamentos heterónomos 

federales y de los tratados internacionales" ... 

Y ¿ por qué menciono todo esto? porque es necesario es. 

fundamental que cada una de las leyes que nosotros aprobemos, 

cada una de las iniciativas que analizamos, sean en conciencia 

estudiadas, no que tengamos que reformarlas a los 7, 8, 6 y a veces 

7, 8, 6 días, como en el caso de la Ley lnquilinaria. 

Nosotros en el partido estamos totalmente de acuerdo en 

que articulo 16. el 1·9. el 20 v el 119 deben de reformarse en 

beneficio del pueblo, deben de reformarse en beneficio de todos los 

ciudadanos y aún de los extranjeros que radican en la República. 

Encontramos determinadas cuestiones sobre el anlculo 

16, vemos que uno de su párrafos. idica "en caso de urgencia o 

flagrancia, el juez que reciba la consignación de detenido, deberá 

inmediatamente ratificar la detención o decretar ; con las reservas 

de ley". 

lncisto una v otra vez, que la ley máxima es la 

Constitución, siendo una codificación, un conjunto de normas 

filosóficamente concatenadas, cada una de ellas debe estar en el 

anlculo, en elcapítulo que debe de conocer 6 

El artículo t 6 de la Constitución habla de las obligaciones 

V la protección ante el Ministerio Público, ante la fuerza del Ministerio 

Público que sabemos en México es demasiada. 

El artfculo 19 habla sobre las obligaciones y ta protección 

que debe de dar el juez sf, 1 los casos de los procesos. 

Concretamente se refiere a la autoridad judicial y no al Ministerio 

•11bkt ••. S4 
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Público; luego entonces, considero que este párrafo, ~en caso de 

argencia o flagrancia", el juez que reciba la consiganción del 

detenido, deberá inmediatamente de ratificar la detención o decretar 

la libertad con las reservas de ley; debe de pasar al articulo 1 9 como 

seguno párrafo. que es el lugar que le corresponde. 

El artículo 20. encontramos que se indica en todo 

proceso del orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantlas: 

1. - Inmediatamente que lo solicite, el juez deberá de 

otorgarle la libertad provisional bajo caución, siempre v cuando se 

garantice el monto e'stimado de la reparación del daño v de las 

sanciones pecunarias que en su caso puedan imponérsele al 

inculpado y no se trate de delitos que por su gravedad, la ley 

expresamente prohiba conceder este beneficio. 

¿Quién es el que va juzgar la gravedad? Se informa que 

una ley secundaria y además como no se menciona cuál es la 

gravedad, pasamos al transitorio segundo, donde se indica que lo 

previsto en el párrafo primero de la fracción 1 del artículo 20 del 

presente decreto, entrará en vigor el año contando la presente 

publicación. 

Este es un hecho insoslayable, estamos nosotros 

legislando para que por ejemplo, el 82 entre en el año 2000, de la 

Ley lnquilinaria y para que este concepto de norma entre dentro de 

doce l'Tieses y creo quena debe ser éste, consideramos jurídicamente 

que no puede ser este el procedimiento. 

Nosotros hemos pensado que deberla marcarse de una 

vez en la Constitución, cu61es son los delitos que se consideran 

graves. Se me informa que no podría enmarcarse en la Constitución, 
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si no en una ley secundaria en razón misma que según parece está ya 

por estudiarse, en razón de que no es conveniente quela Constitución 

mencione tres tipos de delito. Sin embargo, vemos que en el articulo 

22 de nuestra Constitución en el párrafo tercero, se menciona 

cuándo es aplicable la pena de muerte, que nunca ha sido aplicada, 

digo, después de las reformas hasta 1954, en los términos quela 

misma Constitución indica. 

Nosotros hemos propuesto y pensamos que lo correcto es 

que indique el artículo 20 que inmediatamente que lo solicite. el juez 

deberá otorgarle ta llbertad provisional bajo caución, siempre y 

cuando se garantice el monto estimado de la reparación del daño de 

las sanciones pecuniarias que en su caso puedan imponérsela al 

inculpado y no se trate de delitos en contra de la salud, los enuciados 

como: terrorismo, trata de blancas, violaciones sexuales. tráfico 

ilícito de moneda, homicidio agravado, asalto a mano armada y los 

que se mencionan en el articulo 22 párrafo tercero de esta ley. 

Se me indica también que hay un cuadro quelas Naciones 

Unidas han considerado como elitos de ipo internacional. Si mal no 

recuerdo éstos que cio, son los que llamá la ONU delitos 

internacionales. 

Hay algunas otras situaciones que debemos de analizar. 

En el articulo 20 en la Fracción IV que dice: "siempre que lo solicite , 

será careado en presencia del juez con quienes depongan en su 

contra". El careo es una garantía constitucional, no es un derecho 

optativo de parte del ciudadano, consideramos que debe de 

cambiarse y dejarse en los términos que se encontraba. que deber6 
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ser careado, sin que pueda renunciar a este derecho, con el juez o 

quienes se pongan en su contra. 

Vemos con satisfacción, con satisfacción genérica el 

esfuerzo que la Comisión de Justicia y que cada uno de los señores 

diputados de las diferentes fracciones, han puesto al sercivio de esta 

Legislatura para tratar de llevar a cabo leyes de beneficio, pero 

insisto, señoras y señores diputados, debemos de manejar con 

muchísimo cuidad el análisis y la expedición de las leyes que nos 

rigen. 

Adelantándome y de una vez para simplificar este acto 

voy adejar aquí a la Secretaría las propuestas que hemos mencionado 

sobre el artículo 20, sobre por lógica el artículo transitorio segundo, 

sobre el artículo 1 6 en cuanto al párrafo que debe ser cambiado al 

19 y el 1 9 en los términos que deben ser correctos 7 

Hay agradecimientos. 

La Presidencia otorga el uso de la palabra al diputado José 

Octaviano Alaniz Alaniz, para hablar en pro del dictamen. 

Como ya se ha expresado, nuestro voto será en favor de 

este proyecto, seremos breves y vamos a explicarnos o tratar de 

explicarnos el fundamento que desde nuestro punto de vista hubo o 

de las razones para dar el voto en este sentido. 

En primer lugar, queremos enterar a ustedes que esto se 

viene elaborando desde hace varios meses, se han celebrado muchas 

reuniones de trabajo en la Comisión de Justicia y también en 

comisiones unidad de Gobernación y Puntos constitucionales, ahf por 

apreciación de su servidor y por mandato de la misma fracción de mi 

partido, se vertieron muchas opinion11 y pt1nteemo1 propuestas que 

71111d. p .. 
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fueron varias y que debo de decir que en la mayorla de ellas se 

tuvieron comentarios muy importantes con el presidente de la 

Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales y con el 

Secretario Técnico de la Comisión de Justicia. 

Agradezco la paciencia que tuvieron para celebrar pláticas 

todas las veces que fue necesario, con ellos platicábamos que éste 

es uno de los asuntos más sensibles ante la población mexicana, es 

la vía por la cual todos los que integramos esta República tenemos 

contaco con el Poder Público y que en general deberla buscarse que 

la Procuradurra de Justicia, que la procuración más bien dicho de 

justicia en el pals fuese de acuerdo con los anhelos del pueblo de 

México para tratar de aminorar el calvario que siempre ha 

significado, cuando de procuración y de impartición de la juticia se 

trata. 

Comentábamos en esas comisiones que se desprende que 

es un esfuerzo que se hace con honestidad para que la procuración 

dejusticia sea pronta y expédita y que si se ponen tiempos y formas 

al Ministerio Público.es por tratar de realizar uno de los objetivos 

ariejos del pueblo de México, de que sea cumplida la ley, respetada la 

ley, con todo to mejor que se pueda y que esto pueda llegar 

gradualmente a producir en este país, la profesionalización del 

Ministerio Público, no sólo en lo federal sino también en lo local. 

Comentábamos Que ta policía judicial federal v la policía 

judicial local son órganos del Ministerio Público responsables de que 

todavía se tenga desconfianza en la procuración de justicia. Son tes 

dos instituciones que más preocupan en los momentos de los 

tr1bajos y tratar de ofrecerle al pueblo de M6xico algo m4s de 
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confianza, más credibilidad y por lo mismo se someten al Ministerio 

Público a la Policía a los tiempos y formas. 

Es cierto que en el país uno de los graves problemas que 

se tienen: es el "incumplimieno de la Ley en muchos niveles de 

Gobierno", es cierto que el incumplimiento mayor que se tiene es en 

la policila y que esto se viene conviertiendo en un factor real para 

que el pueblo de México no sienta plena seguridad. 

Tiene entonces resposabilidades el Ministerio Público y la 

policía judicial, por el grado mayor en que el pueblo aún no cree en 

sus funciones 8 

"Si consideramos que es un avance esta iniciativa y lo es, 

porque da mejores instrumentos constituionales para arribar cada vez 

más a una mejor justicia; porque reúbica conceptos de un artículo a 

otro y le d.a exactamente el lugar que debe merecer, porque 

específica los tiempos dentro de los cuales el Ministerio Público debe 

resolver, para integrar su averiguación y consignar." 

En esto deseamos entonces, que la procuración de justicia 

no vaya a incurrir a través del Ministerio Público en aumentar o en 

usar cárceles privadas o lugares clandestinos de retención del 

ciudadano; juzgamos que es un esfuerzo que se establece para 

contribuir a evitar la violación sistemática de las garantías 

individuales y de los derechos humanos en lo general. 

El mismo hecho de que se establezca que sólo en los 

delitos graves y calificados así por la ley, se pueda ampliar el término 

de las 48 horas para que se integre y se consigne con todas las 

actuaciones miniteriales al órgano jurisdiccional. Todo eso sirve 

como un instrumento preciso para poder ir hacia adelante. 

11 lbid, pp. 55-511 
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Si no se estableciera este tope, estamos seguros de que 

no le ofreceremos un instrumento con el que la policía y el Ministerio 

Público fueran cada vez mejores. 

Ahora el poder público debe responsabilizarse de que la 

Procuraduría General de Justicia de la República, de que las 

Procuradurías de Justicia en los Estados, de la Policía Judicial Federal 

y la Policía Judicial local en cada uno de los Estados sean 

debidamente capacitadas, sean debidamente instruidos y 

profesionalizados para que se pueda aplicar con todo el rigor a la ley. 

No servirá de gran cosa este esfuerzo, el trabajo 

legislativo, si se consecuente la indolencia de esas policías v del 

Ministerio Público; ya que si es la parte más sensible que se tiene en 

el Poder Público hacia la sociedad, entonces, debe ser revisado 

constantemente, hasta tener exactamente un Ministerio Público 

fuerte, por la confianza de la sociedad y una policía debidamente 

clara en sus funciones. 

También es cierto que el Ministerio Público y la Policía 

Judicial Federal o la local se han convertido en lugares de alta 

corrupción y de que es ahí donde no se avanza, es ahí donde se 

tuerce la interpretación y la aplicación de la ley, es ahí donde se 

obtaculiza el vínculo del poder público con el pueblo, todo por 

ofrecerse y dejarse manipular por intereses mezquinos. 

Tenemos hechos registrados y son recientes, que incluso 

han atado al propio Estado para aplicación de la justicia a plenitud, 

hechos recientes como los de Guadalajara v en otros l_ugares, en 

múltiples lugares de la República, en donde la policía es la 

responsable de que se abunde en este peregrinar del pueblo 
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mexicano en la búsqueda total de justicia y de la aplicación plena de 

la léy. 

Se inscribe este esfuerzo en el gran marco de la seguridad 

nacional y de ta seguridad pública, porque se involucra a este Poder 

Legislativo, a esta Cámara que es parte de la seguridad nacional y de 

la pública que involucraa todas las estructuras y niveles del poder del 

gobierno, que involucra a la misma sociedad y en ello estamos 

seguros de que se está ofreciendo el esfuerzo de buena fe para 

configuran gradualmente instrumentos confiables pq4a tener cada 

vez una mejor justicia 8 

Si creemos que va a ser una ley buena, una ley justay 

que va a contribuir, debe contribuir a la tranquilidad y a la felicidad 

del pueblo de México, pueblo que está reclamando eternamente 

rubros que no podemos soslayar y menos en ésta Cámara y aún y 

cuando no viene el caso. no se puede tener únicamente ta tendencia 

profesionalizadora e irrestricta de aplicar la ley, debe ser aplicada 

correctamente por el Ministerio Público y la policía, si no se stisfacen 

otro rubros sociales. 

Combatir la ignorancia, la incomunicación ta pobreza. la 

desocupación v dar el esfuerzo supremo. porque ta educación llegue 

a todos los rincones sin escatimar recursos. Que tengamos un pueblo 

culto cada vez más instruido v pueda desprender tas bondades, tas 

ventajas v los contras de ta ley v del gobierno y de ta policía en lo 

general. 

De modo que si esto no se da. tendremos entonces por 

desgracia que con el tiempo se conveirtan esos esfuerzos en algo que 

no va a calaren profundo sentimiento de la sociedad. 

llllid .•.• 
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Decíamos inicialmente, que en comisiones estuvimos 

trabajando y haciendo propuestas, confieso que no fueron aceptadas 

todas las propauestas que hicimos los que integramos estafracción 

parlamentaria, pero tampoco deseábamos que se nos concediera el 

cien por ciento, pero que lo que se concediera, lo que no se aceptara, 

se explicará, con toda claridad v se nos dieran los elementos con los 

cuales puedieramos aceptar las propuestas que fueron emergiendo 

paralelas a las nuestras. si fueron integrados varios conceptos que 

nosostros propusimos y que fueron producto de varias sesiones del 

grupo parlamentario, que fueron producto de consultas. incluso hacia 

el interior del partido y convencidos de que asiste la razón, 

. propusimos varios conceptos y que en algunos seguiremos luchando 

hasta que se plasmen en algún lugar de la propia Constitución o de 

la ley secundaria. 

Con el afán de que este esfuerzo pudiera servir de un 

auxilio, de un apoyo, de algo claro y que no ha sido tomado en 

cuenta en el grupo del proyecto y que hoy, insistimos, pedimos la 

comprensión de todos los diputados, pedimos la comprensión de los 

legisladores, creemos que todos son de buena fe y que le den el 

apoyo, para que en el artlcufo 20 de la Constitución v que se toma 

en proyecto, se incluya la fraccion IX, que ésta contemple la 

siguiente v permftame señor presidente que yo mismo dé lectura, 

señores diputados y disculpenme por favor que lo haga, y diría: 

•Fracción IX,. Desde el inicio de su proceso, será 

informado, eso se refiere, al detenido, de los derechos 

Que en su favor consigna esta Constitución v tendr6 

derecho a una defensa adecuada por si, por abo¡ado o 



por persona de su confianza; si no quiere o no puede 

nombrar defensor después de haber sido requerido para 

hacerlo, el juez le designará un defensor de oficio. 

También tendrá derecho a que su defensor 

comprezca en todos los actos del proceso V éste tendrá 

obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera". 9 

Esta es una propuesta que no surgió simple V 

sencillamente al calor de un comentario marginal con nadie, fué 

analizado en el seno de la fracción en donde hubo participación de 

distintas personalidades v nos convencemos de que debe estar en la 

Constitución. 

Confieso que en el seno de la fracción v vo en lo personal, 

en alguna de las sesiones de trabajo de la comisión, pusimos énfasis 

en que los careos deberían ser una actuación obligada v de oficio 

para el juez, después de acordarnos de varios hechos que en la vida 

profesional hemos tenido v de escuchar las experiencias de otros 

profesionales del derecho, reparamos en que esto obstaculizaba la 

terminación pronta v en buenos tiempos los procesos v acpetamos el 

razonamineto de otros diputados, abogados también, se consideró 

que no lesiona el capítulo de garantías v que no lesiona el capítulo de 

derecosque establece la Constitución; que por el contrario, se le 

facilita, se le deja a la disposición del procesado, del indiciado si lo 

solicita. 

Y como éste habra de tener una defensa adecuada v va a 

tener claridad sobre to que se te acusa v qué órgano es el acusador. 

Creemos que ta defensa debe hacer uso expedito de esto, para tratar 

11 lbld. pp, 116-57 
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de que no se añejen, de que no se empolven los procesos en todos v 
cada uno de los juzgados· de la República. Y si la defensa es 

responsable, actúa en consecuenca, creemos, que será entonces más 

expedito este capítulo. 1 O 

Solicitamos permiso al señor Presidente para dejar en la 

Secretaría la propuesta leída que está firmada por diputados 

integrantes dela fracción parlamentaria del FFCRN. 

El Presidente: 

Mantenga resguardo la Secretaría de la propuesta de los 

diputados del FCRN, para someterla a votación en su oportunidad. 

Agradecimiento. 

Invitamos a hacer uso de la tribuna al diputado Carlos 

González Durán, para fijar la posición de su partido en relación con el 

dictamen a discusión. 

El Diputado Carlos González Durán: 

"El que este recinto deba ser inviolable v que cada uno de 

nosotros tenga fuero constitucional, tiene por razón de ser el que 

debamos protagonizar la actividad parlamentaria en función de la 

elevada actividad, de las valoraciones de la juticia y de la reflexión 

nacional." 

Si este recinto es digno de respeto v el código penal 

señala sanciones para quiénes cometan ultrajes a los poderes 

públicos; v si las leves señalan que debemos tener trato de 

honorables, no es porque este recinto sea un recinto sagrado o 

nosotros seamos divinos; es única v exclusivamente porque con toda 

libertad debemos estar atentos a los reclamos de la sesibilidad 

101bid, p. 57 



popular y cumplir las funciones públicas que la Constitución nos 

indica, porque somos representantes y tenemos una función 

representativa. Pero la función representativa quiere que no 

propongamos leyes inesperadas. leyes de privilegio, leyes de abuso ni 

con procedimientos torcidos. 

Entonces la racionalidad debe privar entre nosotros, 

condenamos la violencia y la delincuencia que afecte ala 

respetabilidad de nuestras funciones. Pero esta racionalidad es 

múltiple; se requiere que nuestra racionalidad se ajuste a la 

trayectoria normativa y valorativa de nuestra historia polltica, que el 

proceso legislativo sea un verdadero debate v las comisiones cuando 

dictaminan, tengan verdaderas reuniones de deliberación y de 

votación. Es totalmente irracional que aquí en la Cámara de 

Diputados, diputados que no han participado no han asistido alas 

debates, vengan a emitir por consigna voto ciego y disciplinado, Eso 

es totalmente irrracional. 

Para un parlamento republicano es totalmente irracional 

que el balcón reservado en los términos del artículo 205, para qe el 

sector de la sociedad civil que le interese, esté presente en nuestras 

reuniones públicas, guardando los comedimentos, respetos y 

cortesías que tiene obligación de ser. 

Es obligación de las comisiones ordinarias de dictamen 

legislativo, recibir y atender las peticiones escritas, incluso es 

recomendable y así está establecido en el artículo 61 y 62 de la Ley 

y 61 del Reglamento, que las comisiones tengan representantes de 

los grupos de interés de los problemas legislativos. 
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Si nos ha acontecido un acto de anarquía, es porque 

anteriormente hemos saltado el orden procesal de la actividad 

racional parlamentaria del proceso legislativo y, porque aquí se 

elaboró con procedimientos torcidos una ley cuyo resultado era 

notoriamente injusto v atropellado en el equilibrio, el entendimiento v 
en la paz de la convivencia nacional. 11 

"Si se siembran vientos, se recogen tepestades". 

Esto no quiere decir que justifique irregularidades o 

violentas, las condeno y coincido con la condena que aquí se ha 

hecho. Pero para compender y explicar estos problemas, veo que lo 

que lo anima, el espíritu que anima a las reformas legislativas se 

aparta de esta racionalidad, por lo siguiente: 

Lo que verdaderamente da razón y fundamento a la 

reforma penal y al fortalecimiento de los procedimientos penales, es 

la presencia de una delincuencia que desestabiliza al Estado e 

intranquiliza a la sociedad civil, que es la delicunencia organizada y 

primordialmente, la delincuencia del narcotráfico. 

Pero el que la sociedad debe tomar medidas y el Estado 

debe actuar conforme a esas medidas, no se quiere decir, que 

debemos cambiar de fisonomía histórica, política v tradicional del 

Estado mexicano. 

Hay que distinguir entre lo que es un derecho penal, 

autoritario, totalitario, violaorio de los derechos humanos y un 

derecho penal que respeta esos derechos humanos. 

Si fuera posible algo mejor que el derecho penal, 

deberíamos estar por ese algo mejor que el derecho penal. Quiere 

decir que las soluciones penales no son soluciones, los castigos son 

11 lbid., pp. 57-58. 
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que: " no hay delito ni pena, sin una previa ley que lo establezca", 

porque por lo menos lo irracional hay que limitarlo, hay que defender 

al individuo y a la sociedad civil contra los abusos del Estado. 

El propósito que anima esta reforma, es dar más 

facultades discrecionales, ambiguas y elásticas al Ministerio Público y 

a la Policía Judicial. El Ministerio Público es el que debe perseguir los 

delitos y la autoridad judicial es la que debe aplicar las penas. 

El verdadero problema que afrontamos es " la corrección 

y depuración del Poder Judicial, la corrección y depuración de las 

policías judiciales y del Ministerio Público en sus programas y esto lo 

hemos coincidido con algunos compañeros diputados del Partido de 

la Revolución Democrática, en comentario a éstas reformas. Y en 

nombre de ese grupo de compañeros, hablo aquí, entendemos que 

serla más consecuente una reforma que fortalezca la independencia, 

la integridad del Poder Judicial, una reforma que fortalezca la 

independencia del Ministerio Público y de las policías para que 

queden controladas y atadas a la sociedad civil y no a los mundos del 

gobierno. 

En cierta forma esas divisas de la reforma del Poder 

Judicial se refieren a todo esto. 12 

El partido de la Revolución Democrática quiere que los 

funcionarios judiciales no sean sobornables, quiere que no sean 

serviles, quiere que sean atentos con el público, que trabajen con 

empeño en sus funciones, que sean aptos, capaces, cultos, sensibles 

a los valores nacionales, que no sean autoritarios ni con sus 

colaboradores, que sean personas con prestigio y una buena imagen 

12 lbid, pp. 59-59. 
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en la sociedad; no queremos funcionarios desprestigiados y que cae 

sobre el Ministerio Público y la policía judicial porque son las 

autoridades que comete más atropellos y violaciones a los derechos 

humanos. 

Entendemos que más que estas reformas policiacas 

autoritarias y totalitarias de un derecho penal que no liga con la 

tradición liberal y con el derecho penal democrático que ha postulado 

México a partir de 1917; se requiere que los jueces busquen y 

encuentren y respeten la verdad jurídica de los casos. Los jueces son 

personas que no pueden equivocar más queun matemático y más que 

un físico, se pueden equivocar en tres formas: al razonar con las 

normas, al observar los hechos y al valorarlos jurídicamente. Por lo 

que se requeire de personas que tengan una conciencia de integridad 

y de responsabilidad, que tengan una penalidad que no sea represiva. 

No nos interesa incrementar y aumentar penas y llenar cárceles y 

cárceles. 

La criminología crítica, indica que la delincuencia tránsita 

las cárceles , los Ministerios Públicos, los juzgados, los policías y a 

veces, la delincuencia de los órganos del Estado resulta más 

inhumana y antisocial que la delincuencia de los delincuentes. 

Quiere decir que necesitamos una reforma, que nos dé 

una respuesta correcta sobre el sistema penal mexicano. Todas las 

penas cortas de dos ai'los, es inútil y contraproducente llevar a los 

delincuentes a la cátedra del delito, que son las prisiones, Serla mejor 

cambiar esas sanciones por multas o cambiar las multas por trabajo 

productivo, útil y comuitario para el seno de la sociedad. Que el 
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delincuente resarza los daños del delito y que el delincuente tenga 

una conducta responzable y solidaria con la sociedad. 

"Serla un sistema menos costoso para el Estado, más 

humanitario y de mejores resultados" 

Luego entonces, en la reforma hay mucha ambiguedades, 

siempre hablamos entendido que la libertad bajo fianza, procede, 

cuando el término medio aritmético de una pena no excede de cinco 

años; ahora se dice que discrecionalmente los jueces van a otorgar el 

beneficio, siempre que no se trate de un delito grave, de una 

delincuencia organizada. Pero estos términos no se definene en la 

Constitución, no se dice cuáles son los delitos graves, ni cual es la 

delincuencia organizada; si no se deja a la legislación ordinaria que se 

establezca,. Lo que quiere decir que cuestiones fundamentales, 

como las garantías individuales de los procesados, se dejan al 

legislador ordinario en las entidades federativas. Esto es una 

inconsecuencia de la estructura republicana. Las garantías 

individuales deben subsistir y con precisión. 

Se afecta otro principio del derecho penal, que rádica en 

los siguiente: " La aplicación del derecho penal es de interpretación 

estricta, quiere decir que las definiciones de las leyes penales deben 

ser precisas, no pueden quedar a la ambiguedad, a la discrecionalidad 

de los funcionarios judiciales; las ambiguedades y las discrecionales 

propician jueces represivos, autoritarios, totalitarios, destinos 

políticos que no corresponden a nuestra fisonomía republicana". 

Si verdaderamente se quisiera renovar, habla que suprimir 

las pena de muerte.porque esta pena ya la sociedad mexicana y el 
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mismo gobierno la ha rechazado, cuando se aplica a nacionales que 

viven en los Estados Unidos. 1 3 

Por lo tanto esta sanción de pena de muerte que hasta el 

gobernador de Jalisco preguntaba si era conveniente establecer; ésta 

es una pena para gobiernos militaristas, para autoridades que queiren 

tener un desmedido poder intimidatorio e instituir el terror penal 

sobre los ciudadanos. 

La opinión pública internacional, al saber que el error 

judicial no tiene reparación, la violencia engendravilencia, 

elprocedimiento de ejecución que se siguepara aplciar la pena de 

muerte es en todas las formas que conoce la hitoria humana, es 

notoriamente irracional, como el : ahorcamiento, ahogamiento, 

empedramiento, crucifixión, despeñamiento, estrangulación, 

enrodamiento, lapidación, hoguera, degollación, fusilamiento, silla 

eléctirica, cámara de gas, inyección letal. 

Necesitamos humanizar a la sociedad, humanizar al 

derecho penal v no darle más atribuciones a unas autoridades que lo 

único que tienen acreditado es qe son autoridades arbitrarias v que 

atropellan v niegan la vigencia de los derechos humanos. 

Por otra parte, los derechos de la vfctima. Se habla en 

esta reforma de rescatar los derechos de la vfctima en el proceso 

penal. Pero hay que entendernos, al principio del derecho penal 

existió la venganza de la sangre (diente por diente v ojo por ojo) v se 

estableció una medida, para no ir más allá. Cuando se castigaba no al 

delincuente, si no a aquellas personas que pertenecían al grupo social 

del delincuente, se aplicaban penas trascendentales; esa etapa dela 

irracionalidad v de la venganza privada, va es una cosa del pasado. 

t31bid. p. 59 
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La represión penal es a cargo del Estado, en función de la 

defensa social y de la prevención de la delincuencia ya que el Estado 

no le interesa tanto castigar al delincuente, como más bien que los 

ciudadanos no cometan delitos; la función preventiva y protectora de 

la sociedad para eso se estableció la "escuela positiva en el derecho 

penal". 

Quiere decir que una serie de cosas obvias, como los 

términos del proceso penal..., "los términos del proceso penal no son 

como los del proceso civil, que quedan a la carta de los acusados, 

que si no piden, no hay actuación judicial", no, a la sociedad le 

interesa que la pena se aplique. Puede concederse un término de 

gracia para desahogar pruebas, pero no puede quedar la resolución de 

un proceso penal a la discrecionalidad del acusado, porque el proceso 

penal lleva a actualizarlos fundamentos del interés público y del 

interés social. Los careos, ya se dijo aquí son una garantía 

constitucional y asi lo han interpretado en la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, que quiere que una persona no sea castigada 

po testigos falsos, si no que los testigos cara a cara con el acusado, 

tenga éste la posibilidad de hacer las preguntas y cuestionamientos. 

Hay un conjunto de derechos importantes que no se pueden ignorar, 

no pueden quedar al margen de estas cuestiones, entonces existe por 

otra parte dentro de esas garantías de losprocesadostodo esto, el 

detenido debe ser puesto inmediatamente a la disposición de un juez, 

la detención administrativa es la que más facilita atropellos, la misma 

Suprema Corte ha dictaminado que, cuando una persona sufre una 

detención prolongada, su declaración no es válida, proque se 
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considero que fué a través de una presion moral, de una tortura 

psicológica por estar dentro de una detención prolongada. 

Quiere decir que inmediatamente que se detenga a una 

pesona y cuando se justifique por flagrante delito o por urgencia, su 

detención inmediata debe ser puesta a disposición de su juez y el 

Ministerio Público a través del juez, aportar las pruebas de cargo para 

que la parte acusada tenga derecho ala defensa. 

Por otra parte, el proceso en público; no vamos a estar de 

acuerdo y por eso el PRO rechaza esta reforma, no vamos a estar de 

acuerdo con que se reinstauren los procedimientos inquisitoriales y se 

permita que el Ministerio Público sea juez y parte y tenga a las 

personas detenidas, escondidas v en lo obscuro para hacer con las 

personas lo que quiera, en cárceles que muchas veces son privadas. 

Lo que se necesita es un juez imparcial y una igualdad ante la ley, en 

ninguna mateia se encuentra tan atropellado el principio de la 

igualdad ante la ley, como en la materia penal, vemos como siempre 

losreos que purgan condenas dicen: "en este lugar máldito no se 

castiga el delito, se castiga la pobreza". La desigualdad de clases, ahí 

está presente, si vamos a dar más facultades administrativas 

discrecionales y arbitrarias a los órganos represivos, vamos a crear la 

fisonomla de un Estado que no queremos, nosostros queremos un 

Estado de Derecho, un Estado Liberal, un Estado que respete los 

derechos y las garantías individuales. 14 

Por lo tanto, la libertad caucional, los careos, los términos 

para sentenciar, el caráracter de la necesidad de una defensa social, 

estamos de acuerdo en que hay que adoptar defensa social, el 

problema es el siguiente: el delito del narcotráfico en su producción, 

14 lbid, p. 60. 
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distribuición, intercambio y consumo es una delincuencia organizada 

tiene muchas características, deben ser señaladas en la ley, no 

dejarse a la interpretación ambigua de los funcionarios represivos, el 

problema de si vamos deveras a desalentar estadelincuencia, es 

quitándole a la economía del delito, que es la drogradicción, el 

carácter enormemente lucrativo que tiene, más lucrativo que la 

economía formal o que la economía informal, juntas es la economia 

de la delincuencia, es la economía del narcotráfico. 

¿Cómo es que se estabiliza ese capital ilícito 7 se 

estabiliza a través del lavado de dinero; la reforma penal que 

necesitamos en el Código Penal es de que se tipifique el lavado de 

dinero y se sancione a las personas morales, porque son personas 

morales las que se utilizan para que estas ganancias se conviertan en 

lucro comercial y para asociar el lucro empresarial con el lucro . 
comercial y para asociar el lucro empresarial con el lucro delictivo se 

necesita crear la tipificación de la sanción confiscatoria. 

Que enormes recursos tendría el Estado mexicano para 

perseguir frontalmente una delincuencia organizada que desestabiliza 

la moral social; que enormes recursos para atender las necesidades 

de asistencia, que se llevara un control preciso, riguroso y honesto de 

estas confiscaciones. 

Quiere decir, las pesonas morales también son 

responsables penalmente, no sólo son responsables por sanciones 

administrativas, las personas morales pueden ser multadas, pueden 

ser suspendidas sus actividades, puede decretarse la disolución de 

una empresa notoriamente delictiva, puede prohibirse realizar 

determiandas operaciones y los principal, serla que el capital 
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producto del delito y las utilidades producto del delito, deberían ser 

confiscadas. 

Si se tomarán medidas para desalenstar el carácter 

productivo de la delincuencia del narcotráfico, esas medidas serían 

más correctas y consecuentes. Entonces, la interpretación penal 

debe estar configurada en la ley de manera más precisa. 

Es cierto que hay una especie de globalidad delictiva, no 

solamente hay una globalidad económica, hay una globalidad 

delictiva. La delincuencia organizada es una delincuencia que tiene 

filtración en el Estado y filtración en la sociedad, pero que también 

tiene una ramificación internacional. 

Si esta delincuencia que crea semejante riesgo y peligro, 

debemos sancionar con rectitud y defender a la sociedad no es dando 

más facultades a las policías arbitrarias, si no es reconociendo la 

• necesidad de organizar el Poder Judicial de manera Integra e 

idependiente. 15 

El PRO en sus documentos, sostiene que los funcionarios 

judiciales de jerarquía elevada, deberían ser designados por dos 

terceras partes de los órganos parlamentarios en función del 

concurso de méritos, para que jueces y magistrados no les deban la 

chamba a los funcionarios ejecutivos del gobierno, si no que deban la 

chamba a sus propios merecimientos, a su propia carrera, a su pro'pia 

integridad. 

Los procuradores de justicia y Ministerios Públicos y altos 

mandos de las policías, también deberían de estar bajo la designación 

de los parlamentos si son policías judiciales estatales, de las cámaras 

de diputados; si es la policía judicial federal, aquí deberían de salir las 

15 lbid, pp. 61-62. 
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designaciones y esos funcionarios y esos Ministerios Públicos, si 

serian representantes de la sociedad. 

Por estas razones y muchas otras que los compañero van 

a exponer ante ustedes, es que habiendo analizado esta reforma, 

encontramos, en primer término: el trabajo de la Comisión de Justicia 

que se hizo en pláticas informales, no hubo en rigor una votación 

precisa, si no se nos pasó simplemente afirmar el documento. Yo lo 

firmé, votando en contra. 

Por razones que acabo de exponer, que comparten 

algunos compañeros de mi partido, es que nosostros vamos a votar 

en contra de estas reformas, no de manera irracional, sino dando 

nuestras razones y esperando que estas razones sean aquilatadas, 

evaluadas y debatidas como debe ser la racionalidad que justifica el 

que el recinto parlamentario sea inviolable y que por nuestras 

opiniones disfrutemos el derecho que se llama fuero constitucional. 

16 

Se invita al Diputado Javier Centeno Avila a hacer uso de 

la tribuna para fijar su posición. 

El Diputado Javier Centeno Avila. 

Mi intervención respecto de esta nueva legislación de esta 

iniciativa, este dictamen, va a ser en dos partes; una primero en lo 

general, en la cual trataremos de dar elementos tanto de lo que 

consideramos avances de esta iniciativa de reformas contitucionales, 

como de lo que consideramos objeciones y, reservamos para la 

discusión en lo partcular una modificación al artículo 19 

Constitucional y que expondremos en su oportunidad. 

18 lbid, p. 82. 
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Las reformas contitucionales que plantean las Comisiones 

de Justicia y de Gobernación y Puntos Constitucionales de la 

Cámara de Diputados tiene que ver con los principios de legalidad y 

seguridad jurídica v serán sin duda trascendentales para la sociedad 

mexicana. 

Se ha difundido que el objetivo de la reforma es combatir 

a la delincuencia organizada, sin que se violen los derechos humanos, 

cuestión por demás relevante que amerita una gran reflexión y 

análisis al respecto. 

Con relación al artículo 16 constitucional donde se regula 

la detención de un indiciado en casos urgentes, cuando exista delito 

grave señalado en la ley, facultando al Ministerio Público para que 

pueda ordenar su detención, es de observarse que nuestra ley penal 

vigente no señala expresamente cuáles son los delitos que se 

consideran como graves ya que en lo actual ley constitucional el 

artfculo 16 nos da una pauta para determinar la gravedad de un 

delito, siendo ésta cuando la punibilidad del tipo penal rebasa en 

término medio aritmético los cinco años, pero al suprimir tal criterio, 

queda una laguna que debe llenarse para evitarse excesos en las 

detenciones, ya que no es concebible que el Ministerio Público como 

dependiente del Ejecutivo Federal y subordinado a él, realice actos 

que originalmente corresponden al Poder Judicial y más aún, que se 

le faculta para que a su criterio determine cuáles son los delitos 

graves, por no existir aún en nuestra ley penal una calificativa que 

determine a los mismos, de los que tanto se habla, porque para unos 

puede ser delito grave el robo, pero para otros no. Entonces la ley 

será la que debe calificar cuáles son estos ílicitos. 
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Por otro lado, dar facultades extraordinarias al Ministerio 

Publico, ya lo expusimos como una autoridad subordinada al Poder 

Ejecutivo, es atentar contra el espíritu que el constituyente de 1917 

quiso plasmar en el artículo 16, va que en otras ápocas bastaba la 

simple orden verbal de una autoridad cualquiera para pertubar los 

bienes jurídicos tutelados ahora por nuestra Carta Magna. 

Por ello se recogen ratifican disposiciones establecidas en 

leyes anteriores, como lo fueron el decreto constitucional de 

Apatzingán, las Constituciones de 1824 y de 1857, asi como se 

introducen otras que fueron verdaderos logros del a Revolución 

Mexicana. 

El Constituyente de 1917 estableció como principio de 

seguridad jurídica, "que sólo la autoridad judicial fuese la facultada 

para ordenar la aprehensión de persona alguna, salvo en el caso de 

que se tratase de delitos flagrantes" dando con eso certidumbre a la 

ciudadanía sobre su garantía de libertad, garantía la cual se ve 

seriamente comprometida con la reforma que hoy discutimos, ya que 

otorga facultades a una institución que ha sido seriamente 

cuestionada en su desempeño, como lo es el Ministerio Público. 

Para que se prive al ciudadano de su libertad, nosotros 

pensamos que existen casos de notoria urgencia, como lo es la 

flagerancia en la cual cualquiera y no sólo el Ministerio Público 

puede detener al responsable, esto por su misma esencia se justifica; 

pero lo que no puede justificarse, es que no existiendo flagrancia una 

autoridad administrativa pueda privar a alguien de un valor tan 

importante como lo es la libertad, lo cual consideramos en vez de 

representar un avance, podría representar un retroceso. 
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Respecto al segundo párrafo de la propuesta de reformas 

al artículo 16 constitucional, se suprime sin motivo legal alguno, la 

expresión: "y sin que estén apoyadas aquéllas por declaración bajo 

protesta de persona digna de fe". 

Esta particularizada supresión confiere la característica 

distintiva a la reforma en estudio, pues evidencia su naturaleza 

desaprensiva. No es legal ni lógico que se busque el 

proteccionamiento de nuestras garantías individuales con esta 

supresión, con esta destrucción, con este borrar todo lo que han 

significado las conquistas libertarias de protección y seguridad de la 

libertad personal. dando con ello cabida a la delación anónima, lo cual 

va en contra de los derechos humanos y de la misma seguridad 

jurídica que debe privar en odo estado de derecho. 1 7 

En el mismo párrafo segundo del artículo 16, la frase: 

"que acrediten los elementos que integran el tipo penal" es errónea, 

porque el tipo penal y sus elementos no son objeto de prueba. Lo que 

debe probarse es el hecho, que se adecúa a los elementos del tipo 

penal, esto es el cuerpo del delito. 

Reiteramos que en el párrafo cuarto del texto 

constitucional, en lo relativo, en los casos urgentes, la frase: "asi 

señalado por la ley", coloca a la ley secundaria por encima de la 

Constitución, con la consecuencia de que el legislador ordinario 

tendrá carta blanca para determinar cuáles son los delitos graves. 

Otra consecuencia: la ley secundaria, por mandato 

constitucional nunca sería anticontitucional. Una cosa es que el 

legislador ordinario tenga competencia para elaborar leyes penales y 

17 lbid, pp. 61-62. 



56 

otra muy distinta, es que tenga o pueda válidamente realizar todo lo 

que arbitrariamente quiera legislar. 

En el mismo párrafo cuarto del artículo 16, parte final:" el 

juez que conozca del proceso deberá inmediatamente ratificar la 

detención o decretar la libertad con las reservas de ley", es 

ininteligible y además involucra: al juez en los casos de detenciones 

arbitrarias y como consecuencia se desvanece la responzabilidad del 

Ministerio Público. Proponemos que se suprima. 

En el párrafo quinto del texto, omite la responsabilidad del 

Ministerio Público en los casos de incumplimiento de los plazos 

señalados. En el mismo párrafo quinto del artículo 16, se introduce 

como novedad: "La delincuencia organizada". 

Otra carta blanca al legislador ordinario y lo es por la 

amplitud de la expresión y por la remisión a una ley secundaria. Este 

plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como 

delincuencia organizada, la garantía se logrará con una frase más 

restrictiva: "delincuencia profesional, violenta y organizada y 

suprimiendo la remisión a la ley secundaria". 

En el séptimo párrafo, la autorización para la duplicación 

del plazo de cuarenta y ocho horas, está motivada en apreciaciones 

subjetivas, se habla de delincuencia organizada y no se precisan sus 

elementos jurídicos esenciales, se corrre riesgo de recalificar una 

conducta. Si acaso se le consigna alos detenidos, entre otros delitos, 

será por delito de asociación delictuosa. 

La reforma correspondiente al artículo 19 constitucional 

será comentada en forma especial y lo reservamos para su discusión 
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en lo particular, donde haremos una propuesta respecto de llevar a 

nivel constitucional una de las garantías individuales. 

Nosotros en ese sentido, vamos a tratar de llevar a nivel 

constitucional la garantía de "presunción de inocencia"; lo trataremos 

y lo argumentaremos en su oportunidad. 

En lo general, consideramos que es correcto el traslado de 

Jos párrafos primero y segundo del artículo 107 de la fracción XVIII 

de la Constitución al artículo 19. 

Respecto al artlculo 20 Constitucional, es de observarse 

que la misma reforma confunde al careo contitucional con el careo 

supletorio. Con esto, de manera hiperbólica se aleja de la búsqueda 

al perfeccionamiento de nuestras garantlas individuales v se aleja del 

afán de satisfacer los anhelos perennes de la legalidad v seguridad 

jurídica que permean nuestra historia constitucional. 

En cuanto a la fracción IV, es necesario e imperativo que 

la misma se refiera a careos contitucionales y la celebración de los 

mismos representa v constituye un interés perteneciente a la 

República v de ninguna manera en aras de plazos legales que se 

pueden o se deben suprimir. Su celebración es un derecho humano 

de todo inculpado. 

En cuanto a Ja fracción 11, es un acierto incluir la 

prohibición de la intimidación y de Ja tortura, pero es un error eliminar 

la prohibición de cualquier otro medio que tienda a aQuél objeto. 18 

En la misma fracción 11 es sumamente restrictivo el texto 

relativo al valor probatorio de las declaraciones del acusado. Debe 

suprimirse de esta parte Ja fracción 11 y en ves de ella: 

18 lbid, pp. 62.Q. 
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a) .• Incluir en la fracción IX la garantla más amplia de que 

carecerá de valor probatorio el acto realizado sin la presencia del 

defensor. 

b) .- Agregar en la fracción 11 un párrafo que prohiba a la 

policía Judicial recibir denucias o querellas, declaraciones del acusado 

o de los testigos. 

Para determinar con este análisis, son varias las razones 

por las cuales no coincidimos con la propuesta que reforma el artículo 

20 Constitucional, entre las cuales destacamos las siguientes: 

a) es producto de la improvisación. 

b) consagra una paupérrima protección a la victima. 

c) libera al Ministerio Público de sus obligaciones, ya que 

con el pretexto de otorgar participación a la víctima a través de una 

supuesta coadyuvancia, deja en manos del particular no sólo la 

comprobación de los daños v perjuicios, sino también la persecusión 

de los delitos. 

La víctima no tiene porque soportar estas molestias; ya 

bastante ha tenido con el delito sufrido, para eso está el Ministerio 

Público, ó ¿Dice el slogan que el Ministerio Público es un 

representante social? ¿ O acaso la víctima no es un miembro de la 

sociedad? 

Por último v va lo hemos señalado, no tenemos ninguna 

objeción en la derogación de la fracción XVIII del artículo 107 

Constitucional, creemos que es conveniente que se traslade al lugar 

que constitucionalmente le corresponde. 

Por lo anterior, consideramos que las reformas propuestas 

trastocan el procedimiento penal, ya que convierten al Ministerio 
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Público en parte acusadora y juzgadora y únicamente le dejan el 

triste papel a la judicatura de aplicar una sanción, lo que va en contra 

del esplritu del contituvente, en lo que estableció como principio para 

la impartición de justicia y respecto de la garantla de legalidad. 

También se rompe con el principio de la división de 

poderes, al pretender que el Ejecutivo realice funciones que 

corresponden al Poder Judicial. 

Proponemos que no se libere ninguna orden de 

aprehensión o detención, si no por autoridad judicial, sin que preceda 

denuncia, acusación o querella de un hecho determinado que la ley 

castigue como pena corporal si que estén apoyadas en delcaraciones 

dignas de fe. 

Por todas estas razones, el grupo independiente votará en 

contra de este dictamen y reservamos para su discusión en lo 

particular el artículo 19 Constitucional. 19 

El Presidente. 

Se invita a hacer uso de la palabra para hablar en pro del 

dictamen, al Diputado Salvador Valencia Carmona. 

El Diputado Salvador Valencia Carmona. 

Quiero decirles que cuando recibimos la iniciativa 

constitucional primera, yo tuve también "mis asegurnes", repecto de 

la redacción original y expresé en aquellos lugares donde debl 

hacerlo, mi punto de vista. En cuanto hace al cateo, porque me 

acordaba yo muy bien de aquella famosa frase de un tratadista 

inglés, que hizo época en su tiempo y que concebía la casa, el 

domicilio de un británico como su propio castillo, al que niguna 

autoridad, fuese la que fuese, podía intervenir sin requisito mayor. 

19 lbid, pp. 6~. 



60 

Sin embargo, vengo a hablar en pro del dictamen, porque 

creo que revela un trabajo acusioso y detenido de las Comisiones de 

Gobernación y de Justicia. 

Y quiero precisar en ésta, mi intervención, cuáles son los 

puntos centrales y los argumentos de fondo que motivan a nuestro 

partido asuscribir el proyecto y la iniciativa que hoy está a su 

consideración. 

Es cierto, como aqui se dijo, que el articulo 16 es un 

articulo de gran envergadura, de gran jerarquia. El artículo 16 ha sido 

pocas veces modificado y es lógico que así sea, porque en el se 

contiene una serie de garantías, de libertades para el hombre, que es 

preciso tocar con el mayor cuidado. 

Quiero decirles que en lo general, las reformas al artículo 

16 mejoran su técnica y lo vuelven más preciso, si ustedes observan 

la redacción del nuevo artículo 16 que estamos proponiendo, sigue 

conservando como regla general la detención por orden del juez, esa 

es la regla general que tiene solamente dos excepciones: una, la 

flagrancia y la otra, la urgencia. 

En la flagrancia los términos se conservan exactamente 

igual que en el 1 7. En el de urgencia, en cambio, se establecén una 

serie de precisiones que tratan de darle actualidad a este artículo y 

coinciliar por una parte la razón práctica que motivó su reforma con 

la libertad de los mexicanos. 

Aquí se sujera la aplicación de la urgencia a una serie en 

controles previos y posteriores y de cuyo éxito depende el que este 

artículo se aplique bien. Pero advirtamos señores diputados, que 
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cuando se habla de la urgencia, se está hablando como un caso de 

excepción. 

No desconozco que esta norma pueda engendrar en la 

práctica una aplicación peligrosa, serla cerrar los ojos a la realidad, 

pero si ustedes observan la misma redacción de la urgencia, se 

pueden percatar de que se está hablando ahí de que en la legislación 

ordinaria se tiene que precisar de las responsabilidades a los 

Ministerios Públicos y a los propios jueces para la aplicación de este 

precepto tan discutido. 

En segundo lugar, quisiera yo decir que disiento de 

algunos criterios que se han expresado aquí en el sentido de que se 

disminuyen los requisitos para librar la detención de las personas; si 

ustedes observan el precepto, se habla ahí de los elementos del 

cuerpo del delito y es que el cuerpo del delito en nuestro tiempo es 

un concepto diverso, diferente al concepto tradicional. Antes se 

hablaba del cuerpo del delito y aquí la jurisprudencia del de la Corte lo 

decía como los elementos materiales del delito. 

Si ustedes observan el Código de Procedimientos Penal 

Federal y el Código del Distrito Federal, pueden perctarse con toda 

claridad, que el cuerpo del delito ya no es lo que se decía antes de 

los solos elementos materiales, se compone ahora de elementos 

subjetivos y de elementos de tipo objetivo también. 

¿Qué significa esto en la práctica? 

Que por ejemplo, un juez hace 15 ó 20 años y , aún 

ahora, cuando recibía una consignación, decía que sólo tenla que los 

particuares o los requisitos del artículo 16 para expedir la orden de 

aprehensión. 
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Con esta reforma que nosostros estamos proponiendo, el 

juez tiene que señalar y tiene que estudiar los mismo elementos que 

son necesarios para la formal prisión, o sea, que en lugar de disminuir 

el artículo 16 con ésta redacción. está ampliando la garantía. Lo 

unico que hace es incorporar a la Constitución un concepto del 

cuerpo del delito que ya está en el Código Federal y en el Código del 

Distrito Federal también. 

En el artículo 19 se hace referencia simplemente al 

cambio a la incorporación del articulo 107 fracción XVIII, se le 

cambia de lugar, ¿por qué? porque estaba en lugar inapropiado, 

estaba en las normas que rigen el juicio de amparo; ahora se le 

coloca en el lugar preciso. 20 

Aquí se señalo también que el artículo 20, que es otro de 

los preceptos en consideración, había una serie de retrocesos y de 

disminuciones de garantías. Yo pienso que no hay tal. Si algun 

articulo es generoso en esta iniciativa, es precisamente el artículo 

20, si ustedes lo revisan, en la fracción 1 propone suprimir el limite de 

los cinco años de término medio aritmético y lo está dejando al 

arbitrio del juez y esto es correcto. 

El sistema libre que deja fundamentalmente al arbitrio del 

juzgador la fijación de la caución es mejor que el sistema tasado o 

rígido que tenemos. a mí me tocó aplicar la ley con éste término 

aritmético y hay que ver las monstruosidades que son los códigos 

penales del país, altamente castigan algunos delitos y pasan del 

término medio aritmético y sin embargo no deben de estar ahí - - -

como delitos graves. 

20 lllld. pp. 6'-65 
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El delito de abigento, es un delito en algunos estados v 
castigado con penas draconianas, no se podía conceder en él v no se 

puede conceder en él aún ahora la libertad de las personas, ¿por qué? 

porque simplemente rebasa el término medio aritmético; en el 

homicidio imprudencia!, en el mismo día que se mataba a una 

persona de manera imprudente a cualquier ser humano, podía salir 

ese mismo dla. Creo que tasar una cabeza de ganado con la vida 

humana es una incosecuencia v con la nueva norma del articulo 20 

fracción 1 termina v enfoca el problema de manera más moderna. 

Lo mismo digo de los careos, hay que distinguir en los 

careos el careo constitucional, que es el derecho que toda persona 

que es acusada, tiene de pedir que el que lo acusó comparezca, es el 

careo constitucional; el otro careo es procesal, el que ordena el juez v 
el juez sigue teniendo la facultad de carear una v otra vez a las 

personas cuando asi lo juzgue para deslindar puntos contradictorios y 

puntos difíciles en el proceso. 

Lo que hace aquí la reforma al hablar del careo, es 

entender que el careo es un medio de defensa del inculpado; si él 

quiere acudir a el, bien, si él siente que el careo hace que su proceso 

se retase, puede renunciar a él. 

¿Qué ha pasado en la práctica? que muchos veces el 

procesado tenla que esperar a que los careos se celebraran 

obligatoriamente v eso lo hacia perder tiempo. Creo indudablemente 

que con esta redacción se está avansando. 

En el artículo 20 Constitucional, en fin, si ustedes 

encuentran una serie de avances en materia de tortura, de confesión, 
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de defensa, de reparación del daño. Vale la pena hecharles un vistazo 

y comprobar que hay avances ciertos y reales. 

Por último me quisiera detener en el articulo 119, porque 

es un artículo que a mi me tocó verlo operar y está operando así 

actualmente en el país. Cuando un criminal o un delincuente o un 

procesado escapa a la acción de la justiciay uno pide un exhorto, se 

sigue ahora un procedimiento sumamente alambicado: el juez de un 

Estado de la República se dirige a su presidente del tribunal, vamos a 

suponer que sea de Puebla, el juez de Puebla se dirige al presidente 

del tribunal de Puebla. éste remite la petición al presidente del 

tribunal de Chiapas y éste al juez de Distrito, éste ordena al 

Ministerio Público que aprehenda. 

Mientras se da toda la vuelta al procedimiento penal que 

estamos nosostros describiendo, simplemente aquella persona que se 

desea aprehender, ya escapó a la acción de la justicia. 

Por eso el procedimiento ágil que se establece aquí, es un 

procedimiento correcto, justo, que va a ayudar a que sea más 

eicpedita y pronta la administración de los derechos humanos. 

Quiero decirles que desde el principio me tocó a mi en la 

elaboración de esta iniciativa. No creo que las leyes sean perfectas, 

tampoco creo en ese orden jurídico abstracto, natural, que muchas 

veces no sabemos dónde está; si creo en las normas hechas con 

cuidado, con dedicación, y aquí en estas reformas que proponemos 

hubo estudio, hubo trabajo, se oyeron todos los criterios, se impuso 

finalmente aquél que alcanzó el mayor consenso, que es el nuestro; 

por eso nuestro partido apoya las reformas que hoy tendrán que 

votarse. 21 

21 lbid. pp. 65-66 
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Uso de la palabra al diputado José Camilo Valenzuela, 

para fijar su posición. 

El Diputado José Camilo Valenzuela. 

El contexto en el cual estamos abordando la la discución, 

de estas reformas al Código Penal. dejan ver más allá de los 

discursos de linchamiento que escuchamos en la tribuna por parte del 

diputado del PAN y del diputado del PRI, la verdadera esencia, el 

ver.dadero enfoque en el cual se pretende abordar son tradiciones 

'sociales v políticas extremadamente agudizadas. 

El incidente de ayer ciertamente no es jutificable v debe 

evitarse que se repita. Pero es indiscutible que en esta Cámara se 

han venido tomando crecientes medidas para dificultar la presencia 

de sectores sociales que quieren hacerse presentes en las decisiones 

que aquí se toman. 

Por cierto que casi todas las decisiones de ésta Cámara 

son verdaderas conspiraciones contra los inereses de la mayoría de 

los mexicanos. La que actualemnte estamos discutiendo, la 

popularmente conocida como la "ley Gómez Mont" es una más de 

esas conspiraciones. 

Aprovecho el ambiente que se creó a partir de una acción 

violenta más del narcotráfico en México, pero que había alcanzado 

ahora a un cardenal y por ello mismo se generó una reacción, como 

ninguan otra acción del narcotráfico había generado, a pesar de que 

había, ha habido muchas otras ocaciones que ha costado un número 

mayor de vidas. La de enero en Culiacán. Sinaloa costo 11 vidas de 

manera inmediata y posteriormente hubo más muertos. 
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El que la acción del 24 de mayo en Guadalajara hubiera 

alcanzado la vida del cardenal Posadas generó una reacción intensa 

del gobierno, de la iglesia como una de las instituciones más 

influyentes de nuestra sociedad y del conjunto de la sociedad 

mexicana. 

Esto creó un marco propicio para aquellos que desde hace 

tiempo hablan venido buscando laoportunidad paratratar de golpear 

las garantías individuales de los mexicanos y para tratar de darle 

manos libres a los cuerpos policiacos, a los cuerpos represivos de 

nuestro país. 

Y la aprovecharon bien.se revivió con cambios y con otros 

personeros la iniciativa que habla elaborado el Procurador Morales 

Lechuga y se trajo aquí. como la iniciativa ere demsasiado dura, hubo 

luego un proceso de endulzamiento para que pasara. Hasta el actual 

Presidente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos participó 

en este enduzamiento de la iniciaitiva. 

Y hoy estamos aquí adentrándonos en el debate de una 

reforma que antier tuvo su primer lectura y que hoy estamos 

aprobando ya en este periodo extraordinario que va a reformar 25 

artículos como mínimo de la Constitución en unos cuantos días, al 

margen de la opinión y de los sentimientos de la mayoría de los 

mexicanos, porque a diferencia de los linchadores que con el pretexto 

del acontecimiento de ayer se lanzaron a los medios de comunicación 

para hacerse defensores de la integridad de esta Cámara. A 

contrapelo de ello, en esta discusión está quedando claro quién 

quiere tratar de apuntalar un tratamiento pacifico, una canalización 

política de agudas contradicciones que el país ha acumulado y que 
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están haciendo crisis por muy distintas vlas y no sólo en el 

acontecimiento de ayer. 

El Estado de Morelos ha estado siendo escenario reiterado 

de costos que están pagándose ahl como fruo de este agudizamiento 

de las contradicciones sociales y de un régimen político queno quiere 

reconocer las consecuencias que una década de neoliberalismo v de 

persistencia en la antidemocracia, están teniendo en las tensiones 

que el país vive. 

La frontera norte: Matamoros, Laredo también han vivido 

acontecimientos violentos que expresan a partir de los más diversos 

acontecimientos, estados de ánimo que están aflorando en el país. 

En Chiapas ha habido una campaña militar, porque los 

resentimientos sociales acumulados a lo largo de décadas y quizá de 

siglos, están también ahí manifestándose con sus propias 

características. 

Y podemos seguir enumerando otra serie de hechos que 

hablan que el problema no es de tal o de cual partido. ni de tal o cual 

circunstancia, que el problema es un escenario social y político 

sometido a tensiones externas, que está caminando hacia una 

confrontación de consecuencias imprevisibles. 

Y de nada vale venirnos a encerrar en estas cuatro 

paredes y pretender que estamos pr sobre el bien y el mal y 

pretender que las acciones y reformas que hemos aprobado v que 

agraden a la mayoría de los mexicanos van a permanecer al margen 

de los sentimientos, de los ánimos y de las acciones de la mayoría de 

los mexicanos. ¡ Nos engañamos, nos engañamos al encerrarnos en 

estas cuatro paredes ! 22 

22 lbid, pp. ~7 
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" ... ¡ Y este enfoque es el mismo que priva en las actuales 

reformas 1 ¡ Se dice que hay que combatir el narcotráfico 1 ¿Por qué 

se nos propone? i Darle más atribuciones a los cuerpos pollciacos, a 

los cuerpos represivos para que actúen con mayor arbitrariedad 

agrediendo a la sociedad mexicana ! 

¡ Esa es la solución que en esencia contiene la actual 

reforma! ¿Pero es solución para el narcotráfico realmente o es 

persistir en una policla que ha demostrado, no sólo en México, 

también en los Estado Unidos desde que Reagan declaró al 

narcotráfico problema de seguridad nacional, que no es la 

persecución un instrumento de primera importancia en el combate al 

narcotráfico y a la drogadicción? 

¡ Los problemas sociales y políticos no se resuelven 

profundizando la persecución y dándole atribuciones a una de las 

instituciones más ligadas al narcotráfico y ás comprometidas con la 

violación de los derechos humanos, como lo son Ministerios Públicos 

y los cuerpos pollciacos. 

Y no es un problema que yo invente, porque soy del PRO, 

para calumnia a los Ministerios Públicos y a los cuerpos Pollciacos, la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos cuando todavía era 

presidente el actual Procurador y Vistador General de la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos y llevó a cabo algunas encuestas que 

no dejan lugar a dudas sobre el hecho de que las "Procuradurías de 

Justicia, Los Ministerios Públicos y tos cuerpos represivos del país 

son los principales violadores de los derechos humanos. 

las 20 causas principales dequejas de esta encuesta 

atribuyen a la detención arbitraria 826, al abuso de autoridad 588, a 
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la falsa acusación 562, a la denegación de justicia 449, a vicios del 

procedimiento 391, a la dilación del proceso jurisdiccional 352, a la 

dilación en la Procuradurla de Justicia 349, a la violación de los 

derechos de los reclusos 258, a la intimidación 234, a las lesiones 

178, a los homicidios 158, al despojo 155, a la inconformidad con 

sentencias, laudo o resolución 143, a la incomunicación 139, al 

presunto desaparecido 82, a la negativa de acceso al servicio público 

74, a la negativa a la solicitud de atención médica 74, a la 

responsabildiad de los sercidores publicas 70, ala inejecución de 

resoluciones o sentencias 6 7. 

Aquí están las verdaderas acciones contra losderechos 

humanos. ¿Y quién las lleva acabo? Las estadísticas de Carpizo de la 

Comisión de Derechos Humanos habla de lo siguiente: no es una 

calumnia de un perredista, son las encuestas de la Comision de 

Derechos Humanos. 

Autoridad que comete: Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal, Policla Judicial del Distrito Federal 192, 

Procuraduría General de la República, Policía Judicial Federal 134, 

Secretarla de la Reforma Agraria 115, Procuraduría General de 

Justicia del Estado de México, Policía Judicial del Estado de México 

109, Secretaria de Educación Pública 75, Procuraduría General de 

Justicia del Estado de Chiapas, Policía Judicial del Estado de Chiapas 

(en donde gobernaba el actual Secretario de Gobernación) 53, 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla, Policía Judicial 

del Estado de Puebla 43, Procuraduría General de Justicia del Estado 

de Oaxaca, Policía Judicial del Estado de Oaxaca 37, Procuraduría 

General de Justicia del Estado de Veracruz, Policía Judicial del Estado 
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de Veracruz 33, Procuraduría General de Justicia del Estado de 

Jalisco, Policía Judicial del Estado de Jalisco 31, estas son las 

encuestas de la Comision de Derechos Humanos en el año de 1992. 

A esto, a los principios violadores de los derechos 

humanos, la actual reforma pretende darle más atribuciones para 

que se actúen de manera libre. 

Se nos dice en el dictamen que esta iniciativa tiene entre 

sus fines los siguientes: dice "instrumentar mecanismos para tos 

cuales los particulares encuentren en ta norma tutela y protección 

respeto delos actos de las autoridades encargadas en ta búsqueda e 

impartición de la justicia", luego también nos dice, " tiene como 

objetivos la búsqueda del perfeccionamiento de nuestras garantías 

individuales, con ta consecuene salvaguarda de los derechos 

humanos en materia de procedimientos penales" e insiste más abajo, 

"se nutre de los múltiples debatesque a lo largo del siglo se han 

generado en torno aeste tema, desde la opinión a la arena pública y 

política, a la judicatura a la academia, la experiencia administrativa y 

el foro, entre otros ámbitos en el afán de satisfacer los anhelos 

perennes de legalidad y seguridad jurídica que permean nuestra 

historia constitucional". Esto nos dice la iniciativa. 

Pero ¿ cuál es la situación de los derechos humanos en 

México? ¿El exceso de protección es el problema de los derechos 

humanos en México y por eso hay que tratar de modificar las 

garantías individuales que establece la Constitución y los Códigos 

para tratar de acabar con ese exceso de protección que te impide al 

Estado cumplir con su deber de dar seguridad a tos ciudadanos 

mexicanos? ¡ Por favor l. 23 

23 lbld, pp. 87-e8. 
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¡ Después de muchos años de que la sociedad mexicana 

pugnó porque se le diera el peso que tiene a los derechos humanos, 

después de que el Estado se vio obligado a reconocer la necesidad de 

atender este renglón porque la sociedad los estaba tomando en sus 

manos a través de infinidad de organismos civiles, después de que se 

creo una Comisión de Derechos Humanos que estre otras cosas han 

demostrado cuan arraigado está en el gobierno mexicano la práctica 

de despreciar los derechos humanos por la gran cantidad de 

recomendaciones de esa Comisión y que no se cumplen; después de 

todo eso resulta que los derechos humanos están sobreprotegiendo y 

están dificultando el deber del Estado de cumplir con la tarea de dar a 

los mexicanos justicia. Por favor compañeros, no es posible justificar 

una iniciativa de este tipo tratando de ocultar los verdaderos 

objetivos que se persiguen con ella y los verdaderos objetivos 

compaileros, es darse el marco jurldico para encarar las crecientes 

tensiones sociales y pollticas. 

Yo creo compañeros que esta ley no puede ocultar sus 

verdaderos objetivos, no es cierto que pretenda defender los 

derechos humanos porque los derechos humanos no se protegen 

dándoles mayores atribuciones a los principales violadores de los 

derechos humanos en México y que han sido la Procuradurla, los 

Minsiterios Públicos y los cuerpos policiacos. 

Yo creo que tampoco es cierto que la actual ley vaa 

apermitirnos un efectivo combate al narcotráfico y a la drogadicción, 

éstos tienen causas económicas, sociales, pollticas, culturales y 

además supranacionales; se dejan de lado esas causas económicas, 

sociales, políticas y culturales e incluso las supranacionales para 
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tratar de engañar a la sociedad mexicana haciéndole creer que 

dándole más atribuciones a los cuerpos policiacos, ministerios y 

procuradurías vamos a encontrar el logro de encarar al fenómeno que 

no se ha podido encarar por más que la escalada de persecución ha 

crecido, en esa escalada ya hemos avanzado e na construcción de un 

sistema penitenciarios contrario al sistema penienciario que establece 

la Constitución. Las cárceles de alta seguridad que segregan v 
pretenden aniquilar a los delincuentes de alta peligrosidad, son 

contrarias a la Constitución que establece que los delincuentes deben 

de tratárseles con trabajo, educación, mejores condiciones desde los 

centros penitenciarios; ese no es el sistema penitenciario de México, 

esa es una de tantas importanciones que hemos hecho de los gringos 

en donde el sistema pnitenciario está orientado a la segregación y al 

aniquilamiento y hemos deshumanizado el sistema penitenciario 

mexicano. 

Si queremos realmente comabatir el narcotráfico, 

compai'leros, debenos empezar por modificar la política económico­

social de este país, no podemos pedirle a millones de mexicanos 

condenados al hambre desde que nacen, a las carencias, al 

menosprecio, a quiénes se les margina del empleo, del consumo, de 

la educación, hasta de la nutrición y pedirles que tengan buenos 

modales, que tengan una gran moral y que no sean violentos, ni que 

se liguen al narcotráfico, sino que se resignen y respeten la 

racionalidad qué capas acomodadas queremos imponerle a la 

sociedad. 

Yo creo que si no atacamos esos problemas sociales, va 

haber mucha gente que queramos o no, les duela a ellos mismos o no 
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les dejamos salida, más que tratar de sobrevivir con lo que tengan a 

la mano. 

Yo creo que si queremos combatir al narcotráfico, habría 

que atacar al problema de los valores que imperan en 

nuestrasociedad. Cómo pedirle a millones de mexicanos frustados, a 

muchos con carreras profesionales, frustrados por la falta de 

oponnidad de vivir y realizarse, que no le entren a una de las 

actividades más rentables para vivir y qe existe en el mndo, si en 

esta sociedad el dinero y el poder son los valores por excelencia con 

los que se juzga el éxito o el fracaso. 24 

" O acaso los llamados del Presidente a los ultimillonarios 

para que aponen al PRI una partecita de lo mucho que les ha dado a 

ganar de 1982 para acá actual neoliberalismo, no hablo de como se 

valora a la gente que reúne miles de millones de dólares, acaso las 

atenciones especiales que se le da a los poderosos en este país 

adiferencia de la "chusma", a la que se llama turba y no sé cuántas 

cosas, no habla de que en esta sociedad el dinero y el poder son los 

valores por excelencia''. 

Cómo pedirle a los marginados, a los que nunca se 

atiende y a los que se cierra con bardas y con policías y con todo 

para que no accedan a Los Pinos, para que no accedan al al Cámara, 

no sé a dónde queiren que accedan, cómo pedirles qe tampoco vayan 

al narcotráfico y que se porten correctamente. 

Yo creo, que además hay un problema supranacional que 

no podemos segir engañando. El mercado de los Estados Unidos le da 

una rentabilidad al narcotráfico que por más que intentemos 

24 lbid, pp. 611·89. 
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contenerlo en nuestro país, no lo vamos a lograr contener, no importa 

el signo político del gobierno que impere en nuestra patria.a 

Podemos establecer estado de sitio y no lo vamos a 

controlar. El ejército a entrado al combate al narcotráfico desde 

mediados de los setenta y ¿qué ha pasado con el ejército? se ha 

corrompido. 

Las acusaciones de la DEA al secretario de Defensa del 

Gobierno saliente, podemos decir lo que queramos pero no carecen 

de elementos. El secretario de la Defensa ya es "vox populli", estuvo 

en bodas de hijas de grandes narcotráficantes, en donde estaba la 

plana mayor del narcotráfico, que posteriormente ha sido golpeado 

en el actual gobierno. 

Son hechos que conocernos todos y no podernos 

seguirnos chupando el dedo. Yo creo que si no se actúa, si no se 

ataca la rentabilidad del narcotráfico, mentira que con darle más 

atribuciones a policías, Ministerios Públicos y Procuradurías vamos a 

combatir el narcotráfico. 

Vamos a estarlo podando cada tiempo y nada más. 

Tenemos que liberar la política mexicana de combate al narcotráfico 

del enfoque gringo. Los gringos han intentado eludir su 

responsabilidad achacando el problema del crecimiento del 

narcotráfico y la drogadicción a los productores y a los 

transportadores y esas son falsedades. 

El principal problema para detener el desarrollo del 

narcotráfico y la drogadicción que ha devenido en uno de los 

grandes problemas de la humanidad de fin de siglo, es la demanda y 
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la rentabilidad. Si esas dos cosas no se atacan, es imposible 

contenerlo. los gringos lo saben. 

Para combatir la entrada de dólares a Estados Unidos hay 

que combatir el movimento comercial de los puertos marltimos y 

terrestres. Por cada contenedor, en cada cien contenedores de 

mercanclas, entran mínimo diez contenedores de droga. No se puede 

revisa estos contenedores porque se paraliza el movimiento del 

narcotráfico, pero aparte entran por aire y por otras vlas, esa es la 

realidad del narcotráfico y es lo que el gobierno estadounidense no ha 

querido reconocer, porque no quiere reconocer la crisis moral, que 

además de otras crisis que padece, el otrora imperio invisible. 

Y nosostros los mexicanos y mexicanas estamos 

orientando un enfoque de combate al narcotráfico semejante al que 

se impuso a Colombia hace algunos años, que llevó a una guerra con 

un alto costo para la propia ciudad colombiana y totalmente ineficaz 

para el control del narcotráfico. 

Yo creo que este pretexto de combatir el narcotráfico para 

llevar acabo estas reformas regresivas a la Constitución en materia 

de garantías individuales, camino a reformar los Códigos Penales 

Federal y del Distrito Federal, compañeros es un craso error, es un 

enorme retroceso en dirección a ir fortaleciendo la defensa de los 

derechos humanos y la legalidad; en un avace en la arbitrariedad y en 

la impunidad de los cuerpos policiacos. 

Pero lo más peligroso es la tendencia a encarar las 

manifestaciones de la crisis social en que se ha metido al pals, con 

endurecimiento en el tratamiento de parte del Estado mexicano, 

incluyendo a esta Cámara de Diputados. 



76 

Yo creo compañeros y compañeras que ésta ley es 

expresiva de un estado de ánimo que impera en las élites que 

gobiernan en nuestro país y a la cual se ha estado sumando una 

mayoría en la diputación panista y de la dirección panista y es 

preocupante. 

Yo creo que es necesario que a un añ de las elecciones 

federales de 1 994 en que el calentamiento de la situación nacional se 

empieza a manifestar por muy diversas vías, actuemos con mucha 

responsabilidad y con mucha profundidad. No podemos ser ligeros, 

estamos ante el riesgo de una desestabilizacion y no se va a contener 

endureciendo los códigos penales, ni creando cárceles de seguridad, 

ni lanzando campañas de linchamiento contra aquellos que cometan 

errores injustificables. No la vamos a poder encarar manteniendo la 

creatividad, la flexibilidad, la tolerancia y la madurez en el 

tratamiento a esos problemas sin eludir las responsabilidades que 

tengan que asumirse de parte de quiénes los cometan.25 

El Presidente. 

Otorgando el uso de la palabra al diputado Héctor Ramírez 

Cuéllar. 

He pedido el uso de la palabra para reflexionar sobre estas 

reformas en materia penal, porque francamente me encuentro ante 

una disyuntiva, dado que por lo que corresponde a las reformas al 

artículo 20 que estamos examinando, las encuentro en general 

positivas y válidas, considero que representan un avance importante 

respecto de lo que existía hasta este momento, pero que no puede 

compartir las reformas que se plantean al artículo 1 6 de la 

Constitución. 

25 lbid, pp. 70.71. 
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Me preocupa la reforma que se propone, porque el artículo 

16 de la Carta Magna es una de las bases fundamentales de la 

protección de los ciudadanos frente a los abusos del poder, frente a 

los excesos de autoridad y es la base de nuestro juicio de amparo 

contra esos excesos. 

Cualquier reforma que entonces se haga al artículo 16, 

tiene que ser sumamente cuidadosa en su forma y avanzar en su 

contenido; cuidadosa en su forma, porque tratánadose del derecho 

penal, siempre el legislador debe tener en la redacción una precisión, 

la más estricta, la que menos permita a la autoridad judicial el libre 

arbitrio de su interpretación, la que menos facilite que un juez pueda 

excederse en sus atribuciones y por lo tanto, tratándose del derecho 

penal, debiera hacerse el mayor esfuerzo con la precisión de sus 

términos, dado que se afectan derechos fundamentales de los 

mexicanos, el derecho a la libertad, la protección de la familia, la 

protección de la propiedad y, en algunos casos, va hasta de por 

medio la vida misma. 

Lo que no puedo compartir, es la facultad que se otorga al 

agente del Ministerio Público para ordenar detenciones cuando el 

delito es grave y cuando existe el riesgo fundado de que el indiciado 

pueda sustraerse a la funcion de la justicia. No puedo compartir esta 

reforma aún con los condicionamientos que la propia Comisión 

Dictaminadora nos propone, porque en primer lugar le otorga al 

agente del Ministerio Público laposibilidad de detener a una persona 

por 48 horas y luego, duplicar ese término, lo que serian 96 horas. 

Investigando es nuestra tradición jurldica, observamos que 

desde la Constitución de 1824 hasta la de 1917, este fué un asunto 
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que preocupó a los diputados mexicanos, el plazo de detención a que 

se sujetaba a una persona. 

En primer lugar, existió la protesta contra la detenciones 

prolongadas, contra las aprehensiones que se llevaban semanas y sin 

que el detenido fuese sometido o dispuesto ante un juez. Había una 

razón histórica, había una base psicológica de los atropellos que el 

pueblo mexicano habla sufrido a través de su historia, por eso los 

diputados siempre se preocuparon por poner un límite al plazo de la 

detención, de la aprehensión de un ciudadano y en términos 

generales, observamos que la Constitución de 1 824 estableció el 

plazo de 48 horas; las leyes constitucionales de 1836 fijaron el plazo 

de tres días, las bases orgánicas de 1843 también hablaron de tres 

días y cinco días para declarar al detenido, bien preso. 

Como se puede observar, el término histórico en la 

legislación mexicana ha sido de tres días y aquí se nota en ésta 

atribución, que se le otorga al agente del Ministerio Público un 

notable exceso. 

Se afirma que esta excepcion a la norma, tiene el 

propósito de enfrentar una nueva figura jurídica que aparece ya en la 

propuesta de la Comisión, la que corresponde a la delincuencia 

organizada. 

Se afirman que la delincuencia organizada está preparada 

para evadir la justicia, tiene niveles de organización elevados, armas 

sofisticadas y que el agene del Ministerio Público requiere de más 

tiempo para poder hacer las detenciones correspondientes v las 

investigaciones de cada caso. 
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Quiero recordar que cuando se dictaminó el artlctJlo 16 de 

la Constitución, quedo muy clara la preocupación de los diputados de 

que era peligroso otorgar facultades a ta autoridad administrativa, 

para autorizar órdenes de aprehensión aún en casos urgentes. 

Existió en et dictamen, en tos discursos de los diputados 

de Ouerétaro el temor, la justa preocupación de que otorgando 

facultades a la autoridad administrativa enasta materia, pudieran 

cometerse abusos, incurrirse en excesos graves en contra de los 

ciudadanos, incluso cuando se habla un amplio debate en el 

Congreso de Ouerétaro porque muchos diputados no estaban de 

acuerdo en introducir el concepto: "en casos urgentes", y sólo se 

proponían; que acturara de esta manera la autoridad en casos de 

entera flagrancia. 

En el caso de flagrancia o de asuntos graves, urgentes, el 

congreso de Ouerétaro sólo llego a aceptar que pudiese intervenir la 

autoridad municipal. 

Esas preocupacions de los diputados de 1 91 7 las hago 

mías, porque efectivamente comparto la opinión de un diputado de 

apellido Recio, quien afirmaba: "que la ampliación de las órdenes de 

aprehensión en el tiempo, no eran suficiente garantía de eficacia del 

agente del Ministerio Póbllico, que el hecho de ampliar ese plazo no 

implicaba por si mismo mayor eficiencia de este representante de la 

sociedad"; y eso es verdad. 

El hecho de que se piense por la Comisión, que ampliando 

esta facultad del agente del Ministerio Público en lo caso previstos en 

el dictamen, va a asegurar por si mismo un mejor combate a la 

delincuencia organizada, es una presunción. El problema en todo caso 
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no es de una ampliación del plazo, que hoy se excede a 96 horas, si 

no el problema deviene de una profunda incapacidad, de fallas, de 

errores, de corrupción, de ineficiencia administrativa que opera en las 

agencias del Ministerio Público de nuestro país, en los juzgados v no 

'se diga, en las corporaciones policiacas. 

El problema está entonces en realizar una profunda 

reforma administrativa v política al poder judicial, es que el Poder 

Judicial se integre de una manera distinta, en que el Presidente de la 

República ya no siga entregando los cargos del Poder Judicial a sus 

amigos e incondicionales v someta al Poder Judicial al Poder 

Ejecutivo. 

El problema está en encontrar un sistema de integración 

del Poder Judicial que otorgue independencia con respecto del 

ejecutivo, eficiente en su trabajo v realmente un combate a fondo en 

contra de la delincuencia. Aquí se refiere a la delincuencia organizada 

v se refiere a un concepto que no queda claro v en Derecho Penal 

esto es muy preocupante, que es lo que se refiere a los delitos 

graves. 

Se supone, se intuye que los delitos graves son, por 

ejemplo: el terrorismo, la violación, el abigeato, el narcotráfico desde 

luego, pero al no estar precisadas de una manera clara estas ffguras, 

al aparecer sólo como una recomendación general en la exposición de 

motivos v no en el articulado, hablar de delitos graves es sumamente 

vago e impreciso v puede prestarse a múltiples interpretaciones y en 

Derecho Penal es abrir el camino a la arbitrariedad, al abuso y al 

exceso. 
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¿ Quién determinaría el carácter grave de esos delitos, el 

agente del Mlniterio Público ó el Director de la Policía Judicial? 

¿Quién ejecutrarla realmente la acción de la justicia? El brazo 

ejecutor del agente del Mlniterio Público, que es la Policía Judicial, 

porque finalmente quienes van a ejecutar esta reforma, van a ser y 

como se ha dicho aquí, los cuerpos de seguridad. 

Por otro lado, nosotros compartimos también la idea de 

que el combate organizado, si bien el crimen organizado en la 

sociedad moderna tiene un aspecto punitivo, tiene un aspecto que se 

combate con medidas represivas v eso no puede ignorarse, el fondo 

del crimen organizado es la sociedad moderna es la gran rentabilidad 

económica de sus operaciones. 

Mientras los grupos criminales de la sociedad capitalista, 

dediquense al narcotráfico, a cualquier otra actividad ilícita, 

encuentren una actividad rentable más allá de la rentabilidad que 

ofrecen las otras actividades de la sociedad, persistira el crimen 

organizado, persistirán los grupos armados con armamento 

sofisticado y moderno v persistirá la secuela de corrupción que dejan 

estos grupos en la sociedad de nuestro tiempo. 

Y es ahí en donde abrigamos serias dudas respecto de la 

procedencia que se puediera tener al combatir esta reforma sólo con 

medidas de carácter represivo o de carácter punitivo. 

Queremos señalar también que la Comisión hizo un 

esfuerzo por darle maor sistematicidad al artículo 16, pero en ese 

intento introdujo esta nueva facultad al agente del Ministerio Público 

, que es la que estamos condenando, que es la que estamos 

censurando. 
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Las otras partes de la reforma nos parecen, en términos 

genrales positivas. Una de ellas v que quiero resaltar, es la precisión 

que se introduce para la protección de los detenidos o de los 

acusados en el procedimiento penal, que si bien ya existían muchas 
0

de ellas en la ley vigente, ahora la Comisión, ahí si reconozo las 

mejores y las enriquece. Pero nuestra preocupación central está en 

que no se rompa el orden de legalidad v no quede la legalidad al 

arbitrio de un agente del Ministerio Público o de un jefe de la Policía 

Judicial, como al parecer se plantea en la práctica en esta reforma v 
por lo tanto, si voto como diputado independiente será en contra de 

las propuestas de la Comisión correspondiente. 26 

Agradecimientos. 

El Presidente otorgando el uso de la palabra al diputado 

Femando Francisco Gómez Mont Urueta. 

El Diputado Fernando Gómez Mont Urueta. 

Me corresponde el honor por varias vías de acudir hoy a la 

tribuna a fundamentar v razonar el voto del PAN en favor de estas 

reformas. 

.. .No negamos el dolor de México, el dolor frente al abuso 

de la autoridad, el dolor frente a la impunidad, pero no nos limitamos 

sólo adenunciar este dolor. Entendemos que nuestra acción política 

debe estar drigida ala composición de soluciones, a asumir el deber 

político de presentar salidas viables a este dolor no a perpetuarlo 

mediante la omisión. 

Asimismo Acción Nacional participa, porque entiende que 

este es un esfuerzo que le enseña a México v al sistema que el 

fortalecimiento del Podelr Legislativo ni se desestabiliza ni implica 

~ lbicl. pp. 71·72 
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una negación inocua de otros poderes. Que en buen medida el Poder 

Legislativo se afirma en el cumplimiento de los diversos que la 

Constitución le exige, legislar y salir y hablar con la sociedad, 

enterarse de su dolor y proponer soluciones para suprarlo. 

Es falso que esto sea una reforma al vapor. Hace más de 

un año planteamos una consultanacional quese celebró en del Distrito 

Federal y en cinco encuentros regionales Y que duró 

aproximadamente tres meses. Uno de los temas abiertos de esa 

discusión eran reformas a la Constitución, era hacer espacio central 

de debate y que se viene dando en México hace décadas/ No se 

puede llamar como antidemocrática esa reforma, porque la 

democracia exige participación compañeros y, no llamen 

antidemocrático en aquello que han participado al cinco para las 

doce. El trabajo, la ruta y el camino son de muhco más tiempo. 

¿En qué medida concibe Acción Nacional que lo que ahora 

se propone es una solución posible, ni exclusiva, ni excluyente para 

aliviar los grandes problemas que México ha vivido desde antes de 

1 91 7 y aprtir de 1917 en materiade justicia penal? 

No voy a tocar la mayor parte de otras reformas que no 

han sido cuestionadas en el debate y del 20 me limitaré solo a 

señalar la inferencia que se ha hecho aquí por algún legislador, de 

que el mismo deja la libertad provisional a la arbitrariedad judicial. No 

es, en térmnos de la reforma que se propone, señor diputado, 

facultativo para la autoridad judicial otorgar la libertad, es imperativo. 

En todo caso, que no se trate de delito prohibido por la ley, por ser 

sei'lalado como grave, el juez deberá inmediatamente poner en 

libertad al acusado bajo caución. 
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una negación inocua de otros poderes. Oue en buen medida el Poder 

Legislativo se afirma en el cumplimiento de los diversos que la 

Constitución le exige, legislar y salir y hablar con la sociedad, 

enterarse de su dolor y proponer soluciones para suprarlo. 
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puede llamar como antidemocrática esa reforma, porque la 

democracia exige participación compañeros y, no llamen 

antidemocrático en aquello que han participado al cinco para las 

doce. El trabajo, la ruta y el camino son de muhco más tiempo. 

¿En qué medida concibe Acción Nacional que lo que ahora 

se propone es una solución posible, ni exclusiva, ni excluyente para 

aliviar los grandes problemas que México ha vivido desde antes de 

1917 y aprtir de1917 en materiade justicia penal? 

No voy a tocar la mayor parte de otras reformas que no 

han sido cuestionadas en el debate v del 20 me limitaré solo a 

señalar la inferencia que se ha hecho aquí por algún legislador, de 

que el mismo deja la libertad provisional a la arbitrariedad judicial. No 

es, en térmnos de la reforma que se propone, señor diputado, 

facultativo para la autoridad judicial otorgar la libertad, es imperativo. 

En todo caso, que no se trate de delito prohibido por la ley, por ser 

señalado como grave, el juez deberá inmediatamente poner en 

libertad al acusado bajo caución. 
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Pero no sólo eso, se busca un equilibrio con la victima a 

fin de que los intereses quese deriven del proceso en su perjuicio, se 

vean garantizados. ¡Ah! pero si la víctima es una persona de escaso 

recursos, si lo que se busca penar, como se ah dicho muchas veces, 

es la miseria v no el delito, la constitución establece una salida: hacer 

del monto v forma de la caución accesibles al inculpado, a tal grado 

que las circunstancias que señala la ley, el juez pueda disminuir el 

monto mismo de la caución. 

Con esto se busca precisamente, que no sea el mero 

elemento de la probreza el que determine la negación de un derecho 

humano fundamental, com el de defenderse en libertad. 

Segundo, se dice que la víctima no es personero del 

drama penal, que es el Estado sólo le interesan los fines preventivos 

del delito, por la prevención general mediante la amenaza de pena o 

de prevención especial que surge de la readaptación. Ese es el 

problema, que tradicionalmente se ha concebido al delito como un 

drama entre delincuente v el Estado v a la víctima se ha dejado de 

lado. 

De ninguna manera es contradictorio garantizar los fines 

indemnizatorios del procedimiento penal con los preventivos; si se 

excluyeran podríamos tener un debate más serio; si se pusieran en 

riesgo esos fines preventivos, estoy de acuerdo, pero sí se busca 

conciliar con los indemnizados, con la búsqueda ágil de reparare! 

daño causado por el delito. ¿ en qué vulnera la justicia o la dignidad? 

en nada, por lo menos para nosotros. 

Otro punto que se ha cuestionado del 20, es el de los 

careos. Yo pregunto señores, si la fracción 11 del artículo 20, 
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señalamos va la garantía de no autocriminarse, que tiene un 

inculpado, es decir, que no puede ser obligado a declarar. ¿Cómo 

sostenemos la vigencia de esa garantía. si por otra parte la 

Constitución lo obliga a carearse con sus testigos? es decir, "te 

garantizo que tienes derecho a no declarar, pero que tienes que 

expresarte en los careos". Pues ahl hay una contradicción. Pero la 

segunda y que surge de la práctica, una de las causas más 

imporantes de dilación de justicia ó de prórroga de innecesaria de los 

procedimientos jurisdiccionales, es la perpetuación de la instrucción 

para celebrar los careos aun en contrade la voluntad del inculpado. 

No se puede llevar una garantía penal en contra o hasta el extremo 

de interpretarla y aplicarla en perjuicio de quien resulta beneficiado 

por ella. 

Por esas dos razones, es que se ha hecho facultativo el 

derecho al careo, inclusive en una fórmula propuesta por algún 

miembro del PRO y adoptada sin condición alguna a su aprobación. 

Todos los que pertenecen aese partido ycon los que he platicado en 

foros públicos o en pláticas informales, sben que nunca, a costa de 

una idea que tenga racionalidad y ética propias, he pedido su voto a 

favor o en contra ¡jamás! ni jamás lo haré. 

Habremos de tocar el artículo 16. Yo estoy de acuerdo 

con el diputado González Ourán cuando afirma que la ambiguedad de 

la ley genra abuso; por lo que se hace necesario precisar y sobre todo 

en esta materia de ley lo mejor posible para señalar con claridad 

cuáles son los límites de la acción de la autoridad frente a los 

gobernados. Que la ambiguedad sólo ha generado abusos 

inveterados. 



86 

De ahl que el proyecto proponga sustituir conceptos 

ambiguos por plazos, los plazos de detención adminstrativa. Ya 

Burgos señalaba hace décadas, la necesidad de coinciliar la facultad 

. del Ministerio Público para investigar delitos el monopolio que tiene 

Ministerio Público para ejercer la sección penal y la necesidad de 

darle una salida más razonable para evitar abusos cuando éste 

realizaba la averiguación con el detenido por cualquirera de las dos 

hipotesis vigentes: flagrancia o urgencia. 

En los términos, otro eminente constitucionalista como 

Fix Zamudio, miembro de la Comisión lnteramericana de Derechos 

Humanos, siendo miembro de lamisma, propone como imperativo 

para salvaguardar los derechos humanos en México, la fijación de un 

plazo para este tipo de situaciones. Si el plazo es el correcto o no, es 

otro debate, la necesidad de fijar plazo es imperativo, puesto que la 

ambiguedad sólo ha dado lugar a la detención en casos urgentes. 

Yo tengo que confesarles que cuando habla un debate 

interno que se continúa porque los temas son muy delicados, sobre la 

detención en casos urgentes, hubo un momento entre nosostros que 

dijimos: "pues desechemos esa parte de la iniciativa, no la 

toquemos" e imperó el criterio que este era el momento de limitasrla 

v precisarla, porque su ambiguedad sólo venia dando lugar a los 

abusos más imperdonables del mundo; que si renunciabamos ala 

posibilidad de modificarla, sólo estaríamos perpetuando años más el 

problema de las detenciones arbitrarias en el mismo espíritu del 

Constituyente det 917. De ahl que nos abocamos a la reforma de los 

documentos originales, junto con otros en forma maciza. Lo que 

ahora se prevé en la Constitución de que cualquier autoridad 
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administrtiva, lo que incluye a todas las policías del pals, se reserva 

al Ministerio Público que por ley tiene que ser abogado, primer 

control de legalidad. 

Tercero, las hipótesis que lo autoricen, no quedan al 

criterio del Ministerio Público. Le tienen que ser señaladas por el 

legislador. 

Cuarto, se clarifica cuándo procede la urgencia. Temor de 

fuga e imposibilidad para ocurrir ante la autoridad judicial. 

Es falso que se sostenga que se le están dando nuevas 

facultades al Ministerio Público. La Constitución vigente lo autoriza a 

realizar esas detenciones, es autoridad administrativa. Con las 

condiciones que fija la propia constitución, pero es autoridad 

administrativa. No se le esta dando una nueva facultad y si se le está 

quitando, a toda otra autoridad, que ni es abogado, que ni tiene la 

responsabilidad del ejercicio de la acción penal y con ello a todas las 

policías. 

La reforma establece una exigencia nacional, la 

subordinación de la Policía Judicial al Ministerio Público y, cuando 

éste actúe autónomamente, que es uno de los grandes problemas, 

será realmente responsable penal. 

¡ Ah 1 pero ahí no queda todo. Lo que antes era un acto 

estrictamente prohibido, hoy es un acto mixto donde interviene el 

juez, puesto que en su momento el juez tiene que ratificar esa 

detención sólo sea del Ministerio Público, es un acto que se compone 

con la participación de dos autoridades. 
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Si la autoridad judicial no ratifica, se debe restituir de 

inmediato al gobernador de la garantla que le ha sido violada, 

independientemente de que siga sanción o resultado penal. 

Así luego pués ¿ por qué es sólo un acto del Ministerio 

Público ? ¿ por qué nueva facultad al Ministerio Público ? ¡ Eso no es 

cierto 1 

En lo personal, yo tengo que negar por injusto, que a esta 

ley se le llame la " Ley Gómez Mont" v tengo que negarlo porque 

falsea la participación responsable de muchos, de muchos hombres 

que están comprometidos con la causa del respeto a los derechos 

humanos en este país y que están en esta Cámara. 

.. . Me honra participar en este proceso, porque creo 

firmemente que se atacan algunas de las causas del abuso, se 

focalizan responsables, se establecen controles judiciales efectivos, 

se diferencia en la ley el tratamiento de realidades distintas. Una de 

las mayores causas indirectas de violación a los derechos humanos, 

es el que quiere amarrar todo bajo el mismo cajón, la delincuencia 

organizada, la delincuencia violenta v como si fuera un mismo 

fenómeno, cuando son distintos y me honra haber sido parte de este 

compromiso, que ha sido proceso de aprendizaje y de cumplimiento 

del deber, porque me doy cuenta que la transición democrática en 

México es perfecamente posible cuando nos abocamos al camino del 

diálogo V del debate, de la exigencia y de la verdad v especialmente 

me honra haberlo hecho y me honrará siempre haberlo hecho a través 

de Acción Nacional. 27 

El presidente. 

27 lbid, pp. 72-75. 
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Agradecimiento, y otorgándole el uso de la palabra para 

algunas aluciones personlaes el diputado Carlos Gonzáles Ourán. 

El Diputado Carlos Gonzáles Durán. 

En múltiples ocasiones he compartido con Acción 

Nacional su empeño y su vocación por la defensa de la legalidad. Y 

por eso msmo entendo que el compañero Gómez Mont fiel a esa 

tradición ha advertido que en matria penal los términos legales deben 

ser exactos, precisos, claros, nltidos; no ambiguos, equlvocos, 

elásticos. 

V es el caso de que hay un conjunto de término 

equívocos, elásticos, ambiguos que en esta reforma aparecen, como 

son la delincuencia organizada, el delito grave y las medidas que la 

autoridad administrativa toma para practicar una detención y luego 

duplica o reduplica una instancia que en el proceso penal es una 

instancia que termina con el auto de soltura 6 el auto de formal 

prisión. 

Lo que en el proyecto se instaura es una vilación a un 

principio del derecho penal que dice: NON BIS IBIOEM, "no volver 

sobre lo mismo". Si detienen a una persona por flagrancia o por 

urgencia o por delito grave o delito organizado porque hay probable 

responsabilidad v elementos que acrediten la tipicidad de un delito 

que amerita sanción corporal, entoces, cuando esa persona detenida 

es consignada a la autoridad judicial, al recibir el detenido la 

autoridad judicial, tiene que ser clara v decir si fue correctamente 

detenido, porque si no lo fue, debe ponerlo en libertad. 

Y eso de estar duplicando la resolución que en el 

procedimiento penal conocemos como "auto de soltura" ó "auto de 
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formal prisión", entonces la ambiguedad procesal V la ambiguedad de 

los térmnos si existe en la reforma. Habrla que precisar esos 

términos. Precisamente estas ambiguedades ya habla razonado sobre 

ellas en el seno de la Comisión. 

Yo entiendo que se justifica el propósito de contar con 

medidas que ataquen la mayor peligrosidad de la delincuencia 

organizada. Pero esas medidas persecutorias deben estar muy 

precisas en la ley, porque la ley penal debe aplciarse conforme a 

nuestra tradición liberar, sin admitir la analogla v sin admintir la 

aplicación por mayoría de razón. Sólo cuando los hechos encajan 

dentro del supuesto normativo de la ley, es cuando procede la 

represión penal, eso como una garantía de los ciudadanos que llegan 

a ser procesados, porque si bien hay que castigar los delitos v a los 

delincuentes, pues no hay que atropellar los derechos humanos. 

Por ejemplo, los derechos que se refieren a la tranquilidad 

del domicilio, a la libertad de la persona, que no pierde su tránsito por 

una causa motivada, razonada, dictada por la autoridad judicial. 

Nuestro sistema siempre ha sido de que el que acusa es el Ministerio 

Público v elque concede detenciones v el que ejercita acción penal es 

el Ministerio Público v eso lo tenemos bien separado, revolverlo sí es 

regresivo, revolverlo es dar una visióm que se aproxime a una etapa 

negativa que tuvimos en nuestra historia, que fué la administración 

de justicia inquisitorial. 

Ahora, la cuestión de los careos también es una cosa que 

se deja a la carta del procesado, es una garantía v un derecho de 

defensa, eso no puede dejarse elástico, debe estar cara a cara con 

sus acusadores, no es que se le quiera obligar a que declare, ¡no! 
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pero si se le respetael derecho a la defensa. Entonces aquí si hay 

ambiguedades y convendría en todo caso, si es que prevalece el 

propósito de que esta reforma subsiste, que le dieramos más 

precision a los conceptos como: "delincuencia organizada, delito 

grave, casos en que se justifique la detención, que tenga esto los 

suficientes candados y protecciones, porque no por el hecho de que 

hay delincuentes peligrosos en la sociedad, vamos a anular para toda 

la población las garantías individuales. 

Asi que perdóneme, pero existen ciertos problemas de 

legalidad. El PAN siempre se ha caracterizado pr la defensa de la 

legalidad y en ese terreno yo he compartido también esos objetivos y 

esas luchas. Pero creo que aquí hay unos problemas de definición 

legal para que no se dé, como bien lo reconocla el compañero Gómez 

Mont, que la ambiguedad se traduce en arbitrariedad. 28 

El Presidente. 

Agradecimientos y otorgándole el uso de la palabra para 

contestar alusiones personales al Diputado Fernando Gómez Mont. 

Acudo sólo a hacer algunas precisiones a lo comentado 

por el diputado González Ourán. 

Primero, no implica violación alguna al NON BIS IBIOEM 

en que inmediatamene la autoridad judicial se pronucie 

exclusivamente sobre el acto de la detención y con lo que pasa al 

dictar auto de formal prisión, en el que se tiene que pronunciar sobre 

las pruebas que existen en su contra, en contra del inculpado, si 

éstas son suficientes para acreditar la existencia de un hecho 

delictuoso v la presunta responsabilidad. Los actos a revisar son 

completamente distintos, don Carlos. 

28 lbiO, pp. 75-78 
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Uno de los problemas más graves en México es que no ha 

habido control judicial efectivo sobre los actos de invetigación del 

· Ministerio Público, de las policías. El amparo ha sido vedado para la 

averiguación previa bajo la lógica del cambio de situación jurídica; ya 

ante el juez cambio la situación jurídica y luego es prácticamente 

imposible de revisar la legalidad de los actos del Ministerio Público, 

esa es una de las reformas legales pendientes a abordarse en la 

implementación legislativa de las reformas constitucionales que aquí 

resulten, como otras don Carlos, aquellos que tiendan a precisar las 

facultades que ahora se establecen en el proyeco a nivel legislativo. 

La Constitución nunca puede llegar a tal claridad de definición que 

tengamos en la Constitución toda la compilación de leyes, sienta los 

principios generales y el desarrollo legislativo en un acto político 

posterior pero en función de las preocupaciones legítimas que 

expresaron muchos compañeros de todos los pratidos, el dictamen 

ya indica algunos de los caminos que se tienen que recorrer y es 

taxativo en ellos. 

La delincuencia organizada no se puede aplicar a hipótesis 

criminales no violentas, la delincuencia organizada es un fenómeno 

precedido por características de organización, de permanencia de 

Comisión de delitos que afectan la salud v la tranquilidad públlica, 

etcétera, ahí están los criterios generales, si que tendrán que ser 

precedidos por el legislador y créanme que con el mismo compromiso 

con el que acudimos a plantear estas reformas, estaremos 

pendientes y exigentes de una voluntad política para que se aplique 

en sus principios y en su espíritu, espíritu de seguridad jurídica, 

espíritu de respeto a la libertad de los mexicanos. 
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Para rectificar hechos, señor diputado Javier Centeno. 

Por lo que se observa, existen dos concepciones. dos 

ideas, dos propestas y la diferencia está en que nosotros 

consideramos que en actual dictamen se contienen elementos 

ambiguos que no se han podido reprimir. ni por los compañero 

autores de esta misma iniciativa. 

Hemos estado preguntando qué es delincuencia 

organizada, o viene en la Constitución, hoy se nos da un apunte por 

parte del compañero Gómez Mont, bueno es válido, pero podría ser 

otra opinión, de otra definición, ¿por qué vamos a adoptar esa 

cuando aún está definido asi en la propia iniciativa? 

¿Cuáles son los delitos graves? Hemos estado insistiendo 

en ello, no hay respuesta, hay ambiguedad; ahora se dice: es que 

nosostros hemos elaborado esta propuesta con la lógica democrática 

de alglin partido, pero no es argumento para nosostros aprobar con 

suficiencia un dictamen: ahora se dice que al Ministerio Pliblico no se 

le dan mayores atribuciones, no se le dan facultades, el Ministerio 

Pllblico si puede detener en caso de flagrancia, pero ahora se ha 

añadido el elemento de ugencia y se pide en cierta manera la 

urgencia, pero yo creo que si hay dos planteamientos distintos y esa 

es la razón por la cual nosotros votaremos en contra y si 

consideramos que la ley si es ambigua y que en materia penal debe 

haber precisión y claridad abosoltua. 29 

El Presidente. 

Agradecimientos y otorgando el uso de la palabra al 

diputado Emilio Becerra González, quien ha venido presidiendo los 

trabajos de este dla. 

29 lbid, p. 76. 
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El Diputado Emilio Becerra González. 

El día de hoy se inicia el debate de lo que yo denominaría 

un "mini Congreso Constituyente". Si se analiza la convocatoria de la 

Comisión Permanente se verá que se van a reformar iniciativas de 

reforma de un gran número de artículos de la Constitución, ello 

evidentemente quiere decir que hay necesidad de modernizar y 

adecuar nuestra Constitución. 

Habría desde luego que ver si es la tarea urgente que 

amerite la convocatoria a un período extraordinario y si existen las 

condiciones necesarias para un verdadero Congreso Constituyente. 

Congreso Constituyente que desde hace más de tres años 

ha solicitado el Partido de la Revolución Democrática por voz e 

iniciativa de uno de sus miembros más distinguidos que es el 

licenciado Rodolfo González Guevara. 

Ahora bien, analizando un poco las razones de este 

período extraordinario, vemos que en su mayorla no se justifica la 

urgencia, porque si ustedes ven se va a legislar sobre una moneda de 

50 pesos que puede ser ahora o puede esperar el período ordinario, 

se va a legislar sobre una iniciativa de cambiar el periodo de sesiones 

del Congreso pero hasta 1995, ¿dónde está la urgencia para que sea 

en este período? y lo más grave, que esa reforma para decirnos a los 

diputados y a los senadores cómo debemos trabajar, no sale de las 

propias Cámaras de Diputados o Senadores, sino que viene del 

Ejecutivo. ¿Qué acaso nosostros no tendremos la capacidad para 

darnos cuenta de qué necesita modificar al interior del propio 

Congreso?. 
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Están estas reformas que estamos discutiendo hoy, que 

evidentemente tampoco son la urgencia extrema v están unas 

reformas al Cofipe que dependen de una previa ·reforma 

constitucional. 

Menciono todo ello porque la verdadera reforma no está 

presente ni en este período, no está previsiblemente a discutirse en 

un próximo período v esa reforma es la reforma del órgano 

persecutorio de los delitos. que en el Ministerio Público. 

Mientras en México el monopolio del ejercicio de la acción 

penal esté en manos de la Procuraduría General de la República v el 

procurador general de la misma sea un subordinado directo del 

Presidente de la República, a quien puede mover v remover 

libremente, definitivamente no existe ninguna posibilidad de que el 

ejercicio de la acción penal se de con profesionalidad, con seguridad, 

con certeza v que se destierren las prácticas de impunidad que todos 

conocemos. 

En el dictamen que hoy se está a discusión, se 

mencionana una serie de motivos o de razones en la exposición para 

hacer las modificaciones, pero se olvida mencionar las razones 

fundamentales que se encuentran detrás de esta iniciativa; una, la 

muerte del cardenal v otra, como parte del asesinato del cardenal 

Posadas, como acertadamente decía nuestro compañero camilo 

Valenzuela, el combate al narcotráfico. 

La parte más importante, que no la única· importante de 

esta reforma, en el capítulo correspondiente a la ampliación de las 

facutlades del Ministerio Público en materia de delincuencia 

organizada v aunque no se dice expresamente, la gravedad del 
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problema del narcotráfico en nuestro país es el que origina que se 

determine que ante los remedios que han fracasado, hasta ahora, 

quizá el remedio más adecuado sea la ampliación de facultades al 

Ministerio Público, porque de ninguan manera estoy de acuerdo con 

lo que afirma el presidente de la Comisión de Justicia el licenciado 

Gómez Mont, que no se ampllan las facultades; como no se van a 

ampliar, él dice que ya existe esa facultad, si, pero en la legislación 

actual esa facultad de las autoridad administrativas de detener en los 

casos de urgencia no puede exceder de 24 horas y ahora esa misma 

facultad se amplia a 48 horas y se pretende que en el caso de 

delincuencia organizada sea de 96 horas y definitivamente si eso 

implica una ampliación de facultades, pues no sé yo qué pueda 

implicar la ampliación ya que es la misma facultad, es cierto, pero 

nada más que es una facultad que se amplía en la duración del 

tiempo es algo que en primer lugar representa un retroceso en la 

conquista de las garantías individuales en favor de los praticulares y 

frente al Estado; y por otra parte, no existe ninguna certeza de que 

con la ampliación del término vaya a existir la posibilidad de hacer 

más efectiva la lucha contra el narcotráfico. 

Ya en alguna ocasión con motivo del debate del asesinato 

del cardenal Posadas Ocampo mencionábamos aquí que el 

narcotráfico y el resto de los delitos se combaten no a través de la 

persecución de los delitos, si no fundamentalmente atacando las 

causas que generan los delitos y al respecto ya hubo aquí con 

anterioridad una exposición muy certera y muy amplia al respecto. 

Yo solamente quisiera agregar algo, además de todas las 

razones que aquí se han expuesto para combatir la delincuencia 
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organizada, se requiere la educación y se requiere el cambio de la 

situación económica y no podemos nosostros desentendernos del 

atractivo que representa para la multitud de personas que carecen de 

trabajo o carecen de lo elemental, el que constantemente es todos 

los medios masivos de difusión, se diga una y otra vez: "cada vez 

que se detiene a algún narcotraficante impotante, se le decomisaron 

tantos vehículo, aviones, casas, miles de millones de dólares, 

etcétera. etcétera"; o si no se menciona eso. se dice: "se detuvo 

droga por un valor de tantos millones de pesos o de dólares". 

Evidentemente esto es un mensaje subliminal para la 

gente, invitándola a que ahí está la salida de la pobreza y ahí hay una 

posibilidad de hacer dinero y lo más grave es que hace 

aproximadamente un año, en estamisma tribuna. el señor Presidente 

de República en su IV Informe de Gobierno al referirse al narcotráfico, 

se refirió de una manera que a mí me preocupa mucho y mantenía 

yo ese documetos para cuando hubiere la oportunidad y la necesidad 

de plantearlo y que es ahora. El Presidente de la República, creo yo 

que sn el debido tacto político, se refirió aquí en su Informe a 

cantidades más allá de lo imaginable en materia del narcotráfico y yo 

quisiera pedir al señor Presidente tenga la amabilidad de ordenar a la 

Secretaría que lea el "segundo párrafo de la página 11 del IV Informe 

de gobierno del Licenciado Salinas de Gortari, en la parte final de ese 

segundo párrafo. 30 

El secretario Florencia Salazar Adame procede a dar 

lectura a dicha petición. 

Durante los últimos cuatro años, han sido detenidas más 

de 68,000 personas y en especial en 1992 se logró la captura de 

30 lbid, pp. 77.79 



96 

una docena de las grandes cabezas de bandas que operaban en el 

pals. A ellos se suma el aseguramiento de casi 2 mil toneladas de 

mariguana, una tonelada de goma de opio, 600 kilogramos de 

heroína, asi como de 24 mil armas. En cuatro años se han 

decomisado y destruido 16 7 toneladas de cocaína pura, que tienen 

un valor equivalente al triple de la deuda externa del país. 31 

Retomando la palabra el diputado Emilio Becerra 

González. 

Fljence qué significa esto. En cuatro años se han 

decomisado y destruido 167 toneladas de cocaína pura, que tiene un 

valor equivalente al triple de la deuda externa del país, dicho el titular 

del Ejecutivo en la más alta tribuna de la nación. Cualquiera se siene 

con el atractivo o de ese espejismo de buscar esas cantidades 

inimaginables y hasta puede prestarse a la suspicacia de pensar si es 

a través de la droga como el país piensa pagar la deuda externa. ya 

que si se han decomisado el triple de la deuda externa, ya hemos 

pagado la deuda y hasta nos saldría debiendo a quiénes les debemos 

y se hubiera solucionado el problema del país. 

Yo creo que esa falta de tacto político, es la que ha 

contribuido a esta cultura de la delincuencia organizada y de hacer 

cada dla más diflcil la persecución de los delitos. 

Ahora bien, la delincuencia organizada no solamente seda 

en las bancas de criminales oficialmente reconocidos. Aquí tengo yo 

un documento que ha circulado profusamente en Estado Unidos de L 

Shanon que se llama: Oesperate, es decir en español Desesperados y 

aquí documenta claramente como el licenciado Manuel Bartlett Oíaz 

actual gobernador de Puebla, cuando era Secretario de Gobernación, 

31 lbid, pp. 78 
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tenía una amplia red de delincuencia organizada en la propia 

Secretarla de Gobernación. 

En muchísimas páginas de este libro se mencionan la 

panicipación de la Dirección Federal de Seguridad en asuntos de 

narcotráfico. Aquf explica v da todos los nombres de cómo 

comandantes de la Dirección Federal de Seguridad estaban a las 

órdenes de Caro Quintero, Ernesto Fonseca v de éste otro famoso 

recientemente detenido en Guadalajara, Félix Gallardo. Aquí se dice 

con precisión cuál era la paricipación de la Dirección de Seguridad.32 

Y como evidentemente este documento contiene muchas 

explicaciones al respecto, vo simplemente quiero referirme al la 

página 211, que desafortunadamente no puede pedir que se lea, 

porque está en inglés este documento. Y dice asi: 

" Que la Dirección Federal de Seguridad, po asesorar a los 

delincuentes v a los narcotráficantes recibla el 25 por ciento de las 

ganancias de los narcotraficantes." 

v evidentemente toda esa delincuencia organizada 

estaba bajo las órdenes del Secretario de Gobernación que tenla el 

control polltico a sus órdenes. 

Aqul se explica también en este documento cómo los que 

mataron a Camarena , grabaron la tortura de Camarena v existen las 

cintas en donde se pregunta v él contesta, v todas esas cintas, que 

son cinco, fueron a parar a la Procuraduría General de la República v 
de ellas, después de una gran presión de John Gavin en aquel tiempo 

embajador de los Estados Unidos v quien llevó a cabo el 

interrogatorio de Camarena, fué un comandante de la Dirección 

32id. 
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Federal de Seguridad de nombre Sergio Espino Bordln, un señor a las 

órdenes de Bartlett. 

Y Camarena hizo referencia, en su tortura v su agonía a 

toda la gran participación que tenla la Dirección Federal de Seguridad 

en el narcotráfico v por eso se supone que hubo órdenes de las más 

alta esferas de la Dirección Federal de Seguridad v de otras 

dependencias del Ejecutivo Federal de que se grabara la tortura de 

Camarena, porque les estaban llegando reportes y para estar más 

seguros que eso reportes eran fidedignos, se podía v se hicieron las 

grabaciones y esas grabaciones a la fecha no sabemos que habrá o 

qué piense hacer el doctor Carpizo con ellas. 

También es cierto que quién cometio los delitos más 

graves de delincuencia organizada en el sexenio pasado fue la propia 

Direccion Federal de Seguridad, puesto que sabemos que quien 

finalmenate resultó acusado de la muerte del periodista Buendia, fué 

el director de esa dirección. Y no puede ser, como acertadamente 

decía quien fue Procurador del Estado de Guanajuato v que fue el 

fiscal especial del caso, el ministro actual de la Corte, Miguel Angel 

García Oomlnguez, el dijo en el foro de Guanajuato: "no puede ser 

que la responsabilidad de la muerte de Buendla recaiga únicamente y 

definitivamente en Zorrilla". 

Desafortunadamente hicieron ministro de la Corte a este 

señor v va no pudo continuar adelante en la investigación. Y en este 

foro en Guanajuato él expuso toda la corrupción que encontró al 

interior de los cuerpos persecutorios del delito. 

Y a mi no me sorprenderla, ahora que se empieza a 

desenredar la madeja del crimen de Ovando, qué ocurrió tres o 
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cuatro días antes de las elecciones del 6 de julio de 1988, que 

también en esa muerte es tan difícil de aclarar, pueda haber tenido 

participación la Dirección Federal de Seguridad. 

¿ Y qué pasa? Cuando se documenta todo esto, cuando 

, hay amplia difusión en el extranjero y es motivo de debates en el 

propio Congreso de Estado Unidos, la Procuradurr de la República de 

México carece de elementos para nosostros y no hace absolutamente 

nada. 

Por eso yo insisto, aquí lo que se requiere y una de las 

razones fundamentales para combatir el delito es primero combatir 

las causas generadoras del delito y después, una vez que se han 

cometido los delitos, que el órgano persecutorio de los delitos sea un 

ente autónomo. 

Y asi tenemos por ejemplo, en España, Venezuela, 

Uruguay que existe un órgano persecutorio que se llama el Fiscal 

General de la Nación. Ese Fiscal es quien tiene las funciones que para 

nosostros equivale al del Procurador General de la República, es 

nombrado por el Congreso de la República correspondiente y le 

responde únicamente al Congreso y tiene un plazo de ejercicio 

distinto al ejercicio gubernamental, de tal manera que no puede ser 

sujeto de componendas no ser el órgano que patrocine la impunidad. 

Ahora bien, analizando más específicamente el 

documento o el dictamen a debate, yo me encuentro con que tiene 

multitud de carencias, contradicciones e inexactitudes, no siendo la 

menor de ellas la falta de una sintáxis adecuada. Afortunadamente 

ya en la forma que se presenta el documento, implica un avance, 
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porque ustedes recordarán que la iniciativa primera era un verdadero 

desastre. 

V pues es interesante y es importante esto, porque como 

todos lo sabemos cuando alguién analiza la exposición de motivos, 

sobre todo de un documento tan importante com el que hoy está en 

debate, generalmente es la judicatura, el magisterio o el foro, que 

son la gente más cercana a esto. 

V en la primera parte dice: "Las comisiones unidas de 

Gobernación y Puntos Constitucionales v Justicia una vez analizando 

el contenido de ambas iniciativas y contemplando que versan sobre 

una misma materia, acordó dictaminarlas", cuando es evidente que 

se acordaron, pues, si son dos comisiones, corno es que dos 

comisiones acordaron dictaminarlas. 

Después en el cuarto párrafo de la página 2, dice: 

"Integrar un grupo plural que y se encargue de estudiar, analizar y 

elaborar el proyecto de dictamente de la inciaiativa en estudio", 

después resulta que son dos iniciativias va así, una serie de 

situaciones que no voy a insistir en ellas porque hay otras cosas más 

importantes. 

V por lo pronto quiero referirme a alguna de la que va 

algo había expuesto tanto el maestro Gozález Durán como el 

diputado Camilo Valenzuela. Aquí se han impugnado muchas leyes 

porque se ha dictaminado al vapor, pero la ley y la iniciaitiva que 

tiene el campeonato de dictamen al valor, si es que hubo ese 

dictamen, porque yo afirmó que no existió ese dictamen, es la 

iniciativa de reforma al articulo 19 y a la derogación de la fracción 

XVIII del artículo 107. 
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Porque, fíjence nada más, esta inciativa se presena el 8 

de julio, evidentemente, en el mejor de los casos, el 8 de julio se 

presento, se acordó que se turnara a la Comisión de Gobernación y 

Puntos Constitucionales y de Justicia y si vemos el dictamen, el 

dictamen es de fecha 8 de julio también. Bueno, señores, esto es 

verdaderamente sorprendente. 

Aquí yo sostengo lo que afirma el maestro González 

Ourán. Nosotros estuvimos en una reunión donde se pretendía que se 

aprobara el dictamen, yo llevé mi grabadora y grabé que no había 

"quórum" y se determinó que no se iba a llevar a cabo el dictamen, 

que era una sesión de trabajo. Y después nunca más volvió a haber 

una sesión para dictaminar y ahora yo me encuentro con esto. 

Y para que se vea la certeza de lo que estoy diciendo, 

ruego al señor Presidente instruya a la Secretaría que lea la fecha de 

la iniciativa y la fecha del dictamen. 33 

El Secretario Emilio Becerra González: 

Señores, esto no puede ser, es lo que consistentemente 

nosostros hemos mencionado, no solamente se legisla al vapor sino 

que se ligisla con mentiras. No se respetan las formalidades. 

El Presidente: 

Señor orador, un momentito por favor. 

El Diputado Juan José Castillo Mota (desde su curul) 

¿ Acepta una interpelación ? 

El Presidente: 

Señor Diputado Emilio Becerra González ¿acepta usted 

una interpelación del diputado Castillo Mota? 

El diputado Emilio Becerra González: 

33 lbid, pp. 79-80 
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Con mucho gusto, siempre y cuando no se me incluya en 

el tiempo de mi intervención. 

El diputado Juan José Castillo Mota (desde su curul): 

No se preocupe, la regalan el mio. No hay problema. El 

diputado Emilio Becerra dice qe nosostros después del día 8 de julio 

no realizamos ninguna reunión posterior y le quiero probar al señor, 

aquí está un citatorio firmado para la reunión que se realizó el dla 1 3 

de julio y aqul están las firmas de todos los que concurrieron a esa 

reunión el día 13 en el Auditorio Sur del segundo piso del edificio "A" 

de este recinto Parlamentario. 

Aquí, en fecha, a la que desgraciadamente no vemos la 

firma del compañero porque no concurrió, no está su firma pero está 

la de todos los compañeros, si la quiere usted verificar, se enteró de 

esta reunión, porque usted afirma que no la hubo, aquí está la 

comprobación de que la hubo y de que el día 13 de julio se aprobó el 

dictamen que usted está negando. ¿Se enteró o no se enteró de esta 

reunión y de ese citatorio que le estoy demostrando? Si quiere se lo 

llevo para que lo vea. 

El diputado Emilio Becerra González: 

Me complace esta interpelación del diputado Castillo Mota 

por dos motivos: primero, evidentemente si no está mi firma es que 

no ful, pero ello no confirma lo que yo siempre he manifestado, que a 

mi me mantienen a oscuras la mayor parte de esas reuniones y nunca 

me citan, para que mi ausencia sea imputable a mi mismo. Lo que 

tiene que demostrarme es que no está mi firma de aistencia, sino que 

está mi firma de que recibí el citatorio, eso si demostrarla que yo ful 

citado. 
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Pero además él acaba de confirmar lo que yo estoy 

diciendo, que aquí se legisla con puras mentiras y falsedades, porque 

ya leyó la Secretaría de que el dictamen es de fecha 8 de julio y si la 

sesión se celebró el 13 de julio, ¿entonces? ¿cuándo fue cuando se 

aprobó el dictamen el 8 ó el 13? Muchas gracias por su ayuda 

compañero Castillo Mota. 

Continuamos con el análisis de la iniciativa, yo quiero 

referirme muy brevemente porque ya el tiempo no me lo permite a lo 

más imperante y quizá algunas otras cosas ya las mencionaré en lo 

popular. Pero, por ejemplo, quiero decir las contradicciones internas 

que hay en este propio dictamen, por un lado se dice en la página 7 

que se busca, dice la exposición de motivos, "que la ley sancione 

sólo conductas humanas de carácter antisocial y no meros aspectos 

de la personalidad del inculpado. Y sin embargo en la página 19 al 

tratar lo de la fianza dice que, en ese sentido, el juez en 

circunstancias que la propia ley secundaria deberá contemplar 

atendiendo al inculpado, tales como profesión u oficio, nivel 

educativo, ambiente familiar, posición económica, etc., podrá 

disminuir el monto de la caución. 

Y entonces yo me pregunto: ¿ o si tienen influencia los 

aspectos de la personalidad o no tienen influencia? porque no puede 

ser que si tengan para unas cosas v no tengan para otro. Además yo 

no acepto de que se deje fuera de la legislación a los aspectos 

personales del inculpado, va que se pretende con esto sentar un 

precedente de que la peligrosidad ya no es un factor en la 

investigación y en la comisión de los delitos. Y por ello al respecto, 

en una parte también de la propia Exposición de Motivos, se 
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establece qu la peligrosidad ya no es factor para fijar la fianza y con 

todo ello, se pretende una nueva concepción del derecho penal que 

yo considero que no va a beneficiar para nada a la sociedad, porque 

la peligrosidad necesariamente tiene que ser un factor tanto en la 

sentencia como en la fijación de la fianza, porque no puede ser la 

misma fianza y la misma sentencia a quien sea más peligroso, porque 

si entendemos este tipo de situaciones, entonces, ya carecerá de 

sentido que en el Código Penal se establezcan "mínimos y máximos", 

ya simplemnte se va a establecer una pena fija y eso sería regresar a 

épocas que definitivamente están superadas. 

Por último y aún cuando hay otras cosas que, insisto, 

expresaré cuando me refiera en lo particular, hay algo que a mi me 

parece muy grave y que es la definición del concepto "delincuencia 

organizada". 

Aquí en el propio documento, en la exposición de 

motivos, en la página 14 se dice: "La definición legal de delincuencia 

organizada ha de estar orientada entre otros, por los siguientes 

criterios": 

- la permanencia en las actividades delictivas que realicen; 

- su carácter lucrativo; 

- el grado de complejidad en la oranización de dichos 

grupos. 

El que la finalidad asociativa sea la comisión de delitos 

que afecten bienes fundamentales de los individuos y de la 

colectividad y que a su vez, alteren seriamente la salud o seguridad 

pública. 
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¿Pero qué pasa con esto? En primer lugar, no define, es 

una especie de orientación sobre cómo se debe legislar y ello es 

inaceptable, ya que la delincuencia organizada va a ser un delito por 

sí mismo autónomo, distinto a los demás delitos, no es una manera, 

de comisión del delito, sino va a ser un delito por sí solo. 

Y no olvidemos que en materia penal cada Estado de la 

República es autónomo y habiendo 32 entidades federativas estamos 

corriendo et riesgo, si no se define aquí to que es delincuencia 

organizada, que cada Estado tenga su propia definición y acepte o no 

acepte estas orientaciones y aun cuando las acepte, hay la 

posibilidad de que existan definiciones muy disímbolas del delito de 

delincuencia organizada. 

Para concluir simplemente con un pensamiento, ésta 

Cámara debe legislar y presupuestar para combatir las causas 

generadoras del delito, establecer un organismo autónomo, 

independiente del Poder Ejecutivo para combatir v perseguir los 

delitos de manera imparcial, segura, continuada y profesional. 

Desterrar ta impunidad por razones de Estado, de tal ·manera que la 

aplicación de la ley sea una certeza e independencia entre los 

poderes de la Federación. Muchas gracias. 34 

El Presidente. 

Tiene la palabra el señor diputado José Manuel Correa a 

favor de ta iniciativa. 

El diputado José Manuel Correa Ceseña: 

Señor Presidente; señoras y señores diputados: 

No cabe duda que la forma delictiva más terrible de 

nuestro tiempo, es el narcotráfico organizado; podíamos incluso ir 

34 Jbid. pp. eo.e1. 
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más allá y decir que no solamente es una actividad punible como es 

evidente, sino qu significa una forma perversa de subvertir las bases 

mismas de la sociedad. Y es na forma perversa, porque el 

narcotráfico impacta todo lo que significa la conducta humana, 

porque el narcotráfico significa violencia, corrupción , crimen, 

violaciones y desgaste de las instituciones, pero subrayadamente 

adquiere esta connotaión, no por el peligro, sino por la realidad 

criminal que significa para nuestros jóvenes envenenándolos y 

pervirtiéndolos y a esta forma terrible, hay una institución que se ha 

caracterizado por su combate, una institución que desde seimpre ha 

empeñado su mejor esfuerzo en enfrentarse al narcotráfico, una 

institución de profundas ralees populares cuya estructura esencial es 

de carácter popular, institución que está a salvo de cualquier juicio 

denostativo, institución que es un orgullo de México y de los 

mexicanos, "el glorioso ejércio de nuestro país". 

No se puede, no se debe dinfamar irresponsablemente a 

una institución de esta naturaleza, estamos cierto, como están 

ciertos todos los mexicanos que el ejército de nuestro país ha dejado 

vidas, a arrastrado peligros con el ánimo de combatfr en efecto un 

mal que parece reproducirse. 

Por otro lado, no cabe duda que este acto de delincuencia 

implica una serie de factores de todo tipo, de carácter social, político 

y que sin lugar adudas hay producción porque hay demanda y 

mientras exista la demanda, habrá campesinos ecuatorianos, 

peruanos, bolivianos y mexicanos que se dediquen 

desafortunadamente a su producción. 
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Sin embargo, en función de consideraciones sociales, de 

ningún modo podemos explicar y mucho menos justificar la 

presencia del narcotráfico. Esto desde luego tiene que ser en otro 

enfoque y otro combate, otras maneras de abordarlo, pero no que 

puede ligar, empalmar o jutificar la existencia de una perversión tan 

terrible, en función de la presencia de problemas sociales que de 

alguna manera abaten o tienen presencia en toda socidad. 

Desde otro punto de vista, quiero señalar que en el curso 

de estas deliberciones se han presentado argumentos sumamente 

sólidos, se ha explicado exhaustivamente los puntos nodales de la 

iniciativa y se han escuchado intervenciones que esclarecen de 

manera trasparente propósitos, fines. objetivos y características de la 

iniciativa; acabamos hace rato de escuchar explicaciones de toda 

naturaleza que el Presidente de la Comisión de Justicia, el diputado 

Gómez Mont expresaba a partir de una serie de cuestionamientos. 

Me parece que es muy completa, han sido muy completas 

las explicaciones que se han dado, trataré en función de mi 

intervención, únicamente de realizar una sinopsis de lo que son los 

propósitos vertebrales de la iniciativa, haciendo un pequeño resumen 

de lo que aqul se ha dicho y desde luego de lo que es la posición de 

mi fracción parlamentaria. 

Salta a la vista en primer término, el trabajo acucioso, 

atento, serio que realizamos las comisiones, Comisión de Justicia por 

cieto, a la según documentos que vimos, se reunió el día 1 3 y si bien 

en efecto el señor diputado Emilio Becerra no asistió, sus 

compañeros de partido si apareen en la lista de referencia. 
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Hasta esta aclaración, quiero decir lo siguiente, en ánimo 

de realizar esta sinopsis a la que me refiero. Hay dos propósitos a mi 

juicio en la iniciativa, el primero y subrayadamente el primero: 

garantizar la protección de los derechos humanos, los que pertenecen 

a todo ser humano por el hecho de serlo, que están implísitos en la 

naturaleza humana, los reconozca o no los reconozca el derecho. En 

este caso hay un reconocimiento expreso a este respecto. 

Cuál es la función del estado frente a estos derechos 

humanos que se convirtieron en cierta manera, en el proceso del 

tiempo en garantías individuales, por la tradición formalista del 

derecho, esencialmente de autores como Altucio o Grocio, ¿Cual es 

el papel del Estado frente a estos derechos humanos? el papel del 

estado es tutelarlos y el derecho mexicano lo ha venido haciendo 

desde la constitución de Apatzingán de 1814 hasta la Constitución 

de 1917. 

La iniciativa tiene referencias muy claras con respecto a 

este concepto. 

En segundo lugar, como parte relevante a mi juicio de 

iniciativa, el primer deber del Estado desde siempre, es la 

preservación de la sociedad, la conservación de la armonía social, 

establecer la paz pública y perseguir. el orden jurídico para perseguir y 

castigar, sancionar todos los actos punibles que atente en su contra, 

que es quien le da cimiento a la vida social. Primer deber del Estado, 

la preservación de la sociedad. 

En este momento, como de alguna manera ya lo dijimos al 

principio, la sociedad se ve frente a nuevas formas delictivas, frente 

a formas organizadas de delinquir, diría yo, altamente organizadas en 
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grado sumo y extremadamente peligrosas, que permean una serie de 

niveles. 

Frente a esto, frente a estas formas organizadas, 

altamente organizadas para la delincuencia, que por cierto la 

iniciativa si las define. 

Decía frente a esto, la sociedad y el Estado para lograr la 

tranquilidad a la que me refiero, requieren de normas precisas y 

claras, 

Con franqueza y poquito más adelante me explicaré, yo 

no veo que se hayan formulado con el propósito de permitir en su 

caso el abuso del poder, no hay que consentir el abuso del poder, 

pero tampoco debemos permanecer con los brazo cruzados frente al 

imperio de la delincuencia. No abuso del poder público, pero tampoco 

el abuso de la delincuencia organizada. 

La acción coercitiva del Estado debe darse desde luego en 

el marco del derecho, de respecto desde luego, esencialmente del 

respecto, subrayo, a los derechos humanos. Y por cierto, dicho sea 

de paso, los derechos humanos debe ser algo preciado para nosotros, 

pertenecen al presunto delincuente, pero no olvidemos que también 

la víctima tiene derecho humanos, asi . que frente al narcotráfico, 

frente a los asaltos, frente a las introducciones de los domicilios con 

lujo de violencia, frente al crimen, la sociedad exige seguridad, quiero 

subrayar en el marco del orden jurídico que respete alos derechos 

humanos. 

En esta rápida descripción, en este brochazo en la relación 

a los dos propósito a nuestro juicio, esenciales de la inicaitiva, 

creemos nosotros que justamente en este sentido va la iniciativa; 
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poder empalmar al respeto a los derechos del hombre con la acción 

c:oerdt1va del Estado en Ull adecuado mar,co ¡urfdico .. 

y decía y hacía P.n este senÚdo y ~~ataré de hacer una 

incripción muy rápida del articulado, i~~~rÍto e~:.1a:' i~Íciativa. Por 

ejemplo en el artículo inscrito ~¡, la'! inf~iati~a.i Pcfr .ei~inp1~ ~r. el 

~~)~~~·:i:~~~~;:~§~f á~~t~IJ5{~f t. f:t{f~tjnt~:~ 
•;i podernos hablar de asirrietría )u~fdica,; /e i}'. .. 

Co111~ t6dos~ u'~t~d~~}~ub-~n. '''~íiórlfculo ';I 07~ ·todct la 

rnf1,rencia es el. juicio,·i~1ie1~'tras'·qué 16j~~l~tiJk:a 'dere-~hoshurnanos 
hu1darnentt1les en -rela~i6~1 '. c~'~'-:.~f--'~·éi~~id~/, ~~~-t·á·-.. ~-1;~h·d~;ri~nÚJfrnonte. 
en el artículo 16, 19, 20 etcétera; ci,;_~ci~c'~~A ~~r:5i~1~tría jurídica 

correspondía esafraccuón XVIII- que ¿;}~¡~~b~¡k~u.de;b-gación ... al 
i ;< .. ' ··:.,;· 

artículo 16. ,., .'.. :::~··; • 

El plazo para que el Ministerio. P,úbli;;o porigii a disposición 

de su juez al inculpado, se habla y i'aquí·l ya_: se ~~plicÓ 
exhasutivamente, se habla de 48 horas po·r~IÓgfca,· d~;i11vesdgáción. · 

Pienso que inclusive d~n-tr~;Je ~s·~~·::1:s·h~iÍis q;;e ti~ne el 

Ministerio Púulico para arrnar la iny'estigáció;.;;; r)rirsará'dificultades, 

pero de alguna manera va ·sé ::establécéi;~c~-~~:~:l?dª.'· _claridad 

taxativamente, que tendra 48 horas pa·rc;·~~~er;a disposición de su 
·-'-;'.~~-, ''~¿(~ 

juez el inculpado. . :e" i'i "; · 

El plalo se dobla únican1~nte'.~~ C:asos su~él~e~i~ graves 

y cuando se refieran a estas organizac1on~~ aita~ente desarrolladas 

¡CuAlp•; sen éstas? Sr: enumerarán t~;,,hié11 ;a~lltivamenie_. En ningún 
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otro r;¡¡so se duplir.ará el término, en ninglin otro caso, t:>s decir qui: 
' . 

es muy claro esto, es muy claro en el sentido de dónde va el 

propósito de la reforma, va a combatir justamentr' a esta perversión, 

a esta forma de delincuencia perversa que cuenta con una serle de 

elementos de alta tecnología de una gran fuerza económica 

¿El Ministério,Público puede expedir o pued~ ordena~ una 

detención? Ex11rninados Íos términos del articulo 1 s'vlgent'ii;''áciui sé 

habló con razón de. ~Je cada. autoridad admir1ist~~tiC~\11tes: en 
·',-:: .. · .. . , 

determinados casos,' ·bajo , determin~das ·. caract~rí!;ticas, pUede 

ordenar esa aprehe~~ióf1; e~ este· momento 5~~"ser\a1a'a1 r',í¡¡~isterio 
Público, que es por die;t~. ~~él if!stit~biófl c!~':bu~n)·'f~ :n_Ór ~LJ · propw 

naturaleza y po; ~~~· ~[~;J~ ,;~~~fci1~i~; íJ~r'ii~:~na' 1~~res~Í11ación 
social. as1 ~~ ·.1e d~nó.miri~ - inclusivé. '~~,á c1 Mir~isteno con 

;~:t:;:::1~:s ;::~~1~º~!;~·iji~~~rº~\ltfif ;;~~~¡~ti¿}:!~t~:~,11~9:C:,'c:-
j,,mediato a disposición de w(juel.i qtle·'ade~'ás c1icta11iinart1 soll~e si 

su llenaron las condiCiof!~s para:~ud'~1 ~~~;;~e del Ministerio Público 

µudiera ordenar ~sa cl~té~';;\ó,~?:·~> '<:}_ 
El ~rticu!o: l !r·c~·~o i~ci()5.ust~d~~ sat~~n} a 'las 72 h'oras: 

en <:ste caso sólo có'~reri';~n 'el i1íim"~~;to en que .el ·i~culÍ)ado,Elntrn. " 
disposición del juez. · . "'·' '·' ,·:•-::;" .<'.: ' ,_:. '"··:·: ',,, .,,,,:.;,:." ·'' ,.,;:•. <,,,-

y ha~ dos. requerimi~r~to~ fu:ndam~ntales, impresindrbleti 

::r~º: 1e~~::,~t:~~;:'~tfü;l6J~l~~lr~1r~i~f ~lÍ~6~~f gt!~:~~~f :;i~~~it:; 
y segundo. la pres~nta r:;i~~~~~~iilffd~cld'el ;ri~{c~do"1 .' ,}:' •. 

En el artícl116:.·j¿(;e c~t~logan una serie de g~ra~tías que 
- ... ·. ·~··· - .. 

el Estado debe de resr)e1ár en el proceso penal; 'se ampÍía la .libertad 
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cauciona!. Claro, se arnpliíl con ciertas o determinadas limintac1ones 

se dice: a creiterio del iuez. excepto en determinados casos. ¿ En qué 

Gasas no obra la libertad cauciona!? La ley serialará por su gravedad 

cuáles, en estos casos a los que se refiere la proposición de la 

iniciativa. 

Ningún inculpado podrá ser obligado a declarar, y claro. s1 

declara ante el Ministerio Público o ante el juez sin la presencia de su 

abogado, no serán válidas esas declaraciones .. Esto es muy 

importante. Se habla mucho de la tortura, se habla mucho de .las 

vejaciones, que si existen, de las torturas, que si existen. Pero, mejor 

manera de que se acaben ese tipo de actos punitivos, es prc~";r}os en 

:a norma o darles una salida en la norma jurídica. 

Si alguien bajo tortura confiesa .un delito que. rio. cometió 

o que si cometio, esa declaración no tiene ninguna .válidez jurídica. 

Entonces. ¿qué caso tiene la tortura al detenido si de nada va a servir 

como efecto probatorio durante el proceso? No tendrán ningún 

efecto probatorio. 

Como se dice también y esto es muy interesante y muy 

importante, los plazos de la conclusión del proceso siempre correr'1 a 

favor del procesado que puede pedir una ampliación de los términos y 

el articulo 11 9 se refiere a las extradiciones interestatales 

Finalmente, una vez que a mi juicio y desde la perspectiva 

de mi partido, expuse en forma sucinta cuáles son nuestras 

consideraciones acerca de lo que aquí se ha expresado y del 

contenido de la iniciativa, sólo me resta hacer una reflexión final en el 

sentido de que la libertad personal, que es de lo que se trata en cierta 
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manera en mur.has ne los puntos, "es lo más prcnado qu<? 11e11c el 

hombre". 

Miguel de Cerva11tes dijo en alguna ocasión, en el Oui¡ote: 

"Que la libertad v por la honra, Sancho. sí se debe de luchar". 

De ahí que la cuestión de la protección jurídica de rod<1 

persona, sometida a detención, se encuentre intímamente lrgada al;i 

protección de los derechos humanos; d•JI respeto a la integ1 idad del 

detenido, de su tratamit:nto dice mucho de lo que en un det•!fminado 

gobierno respete también un Estado de Derectro v P.so cs P.scncral 

Estado de Derecho respeto a la rnregrrc!<H! del det•mido v di:rect10s 

humanos son categorías indisolubles. 

De ahl que si11 vroluntm garantlas 111d1vrduales. que son lu 

que en terorra constitucional se denominan parte esencial de las 

decisiones fundamentales v que nos merecen no solamente nuestro 

mayor respeto y considera1.1u11, incluso nuestra militancia para que 

se respeten, bien, en ese marco, sin embargo. el Estado requiere de 

estos instrumentos para combatir formas delictivas de estrema 

gravedad v corporaciones de ur :Jran poder organizado, económico v 
lo más grave, que tienen capacidad para permear todo género de 

niveles sociales. 

En esa media debemos de observar y enfocar esta 

iniciativa. porque al fin v al cabo, como dije al principio, "el derecho 

tiene como fin vertebral, la preservación de la sociedad". Gracias. 

El Presidente. 

Muchas gracias señor diputado José Manuel Correa 

Ceser'la por suc; irnport11ntes r.onceptos. 

El diputado José Antonio Valdrvia !desde su curull: 

35 lbid, pp 88 89 
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Pido la palabra para rectificar hechos, señor Presidente. 35 

El presidente: 

Se invita a esta tribuna para rectificar hechos por cinco 

minutos, en términos del artículo 102 al diputado v general Valdivia 

v se anota en la lista para rectificar hechos al diputado José Antonio 

Valdivia. 

El diputado José AntonioValdivia (desde su curull: 

Con su venia se•ior Presidente; señoras y señores 

diputados. 

"Vengo a esta tribuna para refutar afirmaciones hechos 

por un legislador, por un compañero legislador. por u~··conl'parie.ro v ,, ·. - ·' ~-. . . 
en el sentido de que el ejército mexicano ha participado en el 

combate al narcotráfico desde el año de 1970, él fornrula una 

interrogante y después hace una afirmación, diciendo que la 

institucion, que una de las institt..iciones más íntegras, más limpias, 

más claras que los mexicanos hemos contruido con un gran esfuerzo, 

se ha corrompido v esto de manera alguna lo podemos aceptar. 

Y si bien puede el legislador, corr fundamento en el 

artículo 61, expresar sus juicios y sus opiniones, nosotros pensamos 

quti debe hacerlo con responsabilidad v con respeto a las 

instituciones de la República, pero también con veracidad. 

Y aquí nosotros decimos que si al legislador le constan los 

hechos, es el momento de que pueda él e)(hibirlos. Si no es así, 

nosotros los mexicanos. todos, habremos dicho que sus palabras 

fueron viento, fueron exhalaciones que se las lleva el viento v que 

fueron her.has sin ningún fundamento. 



117 

No vengo aquí a defender a una persona determinada, si. 

sí vengo a hacer defensa de institución, de una institución . que a qui 

tiene a sus mejores representantes; e~ elcentrd'de:est'erecinto qúe 
-- ·,1'· ·,.- ..... _ ... ·.-

nos honramos nosotros en ocupar, de. es_te Congres.o que es el de los 

mexicanos. Tenemos el nombre 'de-Cuáuhtémo~· qÚe e~cnbezó a· lof: 

mexicas que se opusieron a'los cCJn;¡CistÁ~i:íres ~ cles~u~s ciiri'esÍCJ, en 

!aparte superior tenemos: a ÍV!igue(Hidalgo, Allende 'y: Morelcis (y 
. ,, .. · ,:,.• .... ,:;;.-:··- -· - . ·-·· .: __ ... ,, -

tantos otros, soldados··,~iexicanos qué lucharon por darnos.' este 
_-, ,·_. ,.,,-

México que todos estamos v seguimos construyendo par~ e1· 

beneficio de todos los compatriotas. 

El ejército actual es el que refiero, es el rnisrn'o_;·cw 

cuitrláhuac, de Cuanacouch, de Miguel Hidalgo, de MoielÓ~ d~· los 

Bravo, de los Aldama. de Galeana. Es el mismo ejército de ~Járe~. de 
·A1:.:.i·· 

Zapata, de Zaragoza, de 1/illa, de M1ijica, cuyos .nornbres; estan 

inscritos con letra de oro en los muros de este recinto-paW~m~~-tado. 
Es el mismo ejército que los mexicanos h~nl~~ 'dad6; el 

que nosotros hemos construido, hemos formado, pero< no -5~lamente 

vengo a hacer la defensa de una institución que h~·,·~Íd'd ~firm-ada 
. J· · .. '/. 

como una institución que se ha corrompido, río , . veng() .ta1.11bién a 
hacer una propuesta v a compartir con todos ~Y~ co.mpañeros 

diputados una reflexión. 

Aclaro que mi intervención la hago . co~ci~iudacÍano 
mexicano, como soldado, va casi por 40 años, el más modesto de 

los soldados de la República y como legislador federal. L~·'pr6~uesta 
consiste en que como soldado, pienso que quisiérámos ~~e la~ leyes 

las penas fueran más estrictas par¡¡ aqu~llos soldados niexicanos que 

se VE'iln inmiscuidos en delitos rel;iti•1os al n:ircotrárico. 
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Para ello estamos de acuerdo en que se legisle para que 

causen baja del ejército mexicano v sean procesados por las leyes 

civiles como corresponde. Porque no es posible no seria posible, no 

podemos aceptarlo de ninguna manera, que pudieran existir 

mexicanos que manche el uniforme de la dignidad, el uniforme de la 

República con conductas antisociales. Porque seria también traicionar 

el esfuerzo de los mexicanos que vestidos de uniforme desarrollan en 

'ª sierra y en los valles, persiguiendo, cortando, desechando, 

arrancando los enervantes. Si, asi lo sentimos, porque decenas de 

soldados mexicanos han perdido la vida en esta guerra, en esta 

guerra que los mexicanos hemos emprendido. 

Entonces pues, ésta es una guerra y a eso me quiero 

referir. La guerra que los mexicanos estamos llevando contra el 

narcotráfico no debe ser otivo para separación entre los mexicanos. 

Esta guerra la tenemos que enfrentar y llevar a cabo todos juntos y 

no fracturados v divididos, estamos de acuerdo que los mexicanos 

queremos que nuesra tierra se siembren con productos que alimenten 

a nuestra población. 

Queremos también, que por nuestras vfas de 

comunicación transite el progreso, el bienestar y no las drogas que 

destruyen a lo más sagrado de nuestra patria, que son la juventud y 

nuestra nii\ez. 

Por mi parte, por ser miembro del ejército, le rindo un 

tributo el más emocionado y justo reconocimiento a las actuales 

fuerzas armadas mexicanas, Ejército, Fuerza Aérea v la Armada. Los 

soldados mexicanos tenemos una gran autoridad a quien obeder y a 
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quien guardarle lealtad que es el Jefe de las lnstiruciones Nacionales. 

que es el Presidente de la República, por disposición constitucional. 

Y tenemos una suprema jerarquía a quien obedecer, que 

es el pueblo de México. representado por todos nosotros.Aquí v es el 

momento oportuno de hacerlo, de rendirle también un ¡ustn 

reconocimiento al mando supremo de las fuerzas que es el señor 

Presidente del Repüblica, por encabezar el gran trabajo que para los 

mexicanos está realizando y también por el impulso al combate al 

narcotráfico que se ha dado en este sexenio. 

Vaya también nuestro reconocimiento al serior Secretario 

de la Defensa Nacional que en una interpretación nacionalista v 

patriótica de las órcfones que recibe por parte de las instituciones del 

pals, en una forma honesta, Integra, cabal, con una gran rectitud e 

integridad est6 llevando el desrino del Ejército v Fuerza Aérea 

mexicanos por los mejores derroteros, por los mejores caminos. 

Muchas gracias. 

El Presidente: 

Esta Presidencia agradece los importantes conceptos 

expresados por el diputado José Antonio Va!divia. 

Tengo el privilegio de invitar a hacer uso de la palabra 

para contestar alusiones personales, por cinco minutos y en términos 

del artículo 102 del Reglamento al diputado Camilo Valenzuela. 

El diputado Camilo Valenzuela: 

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y 

compai\eros diputados: 

Aunque se ha dicho que los perredistas somos cobardes. 

yo quiero decirlo y fue parte de la campaña de 'inchamiento de 



prensa que se lanzó ayer. yo quiero decirlo v fue parte de que a 

veces es m .. f6cil arriesgar la vida que reconocer errores. Yo estoy 

de acuerdo en que una parte precisa de mi discurso anterior hice una 

generalización incorrecta, no tengo la versión estenógrafica porque 

se me pasó. a pesar de que la solicité inmediatamente de que que me 

baj6, tuve que ir a ver a otros diputados que si la tienen para 

enterarme y ver la expresión correcta y concreta como lo había 

hecho. 

V ciertamente cometi el error de decir: •que a partir de la 

intervención del ej6rcito en el combate al narcotr6fico" estoy 

tratando de recordar, •desde mediados de los setenta el ejército se 

corrompió•. V creo que la generalización es errónea. pero no estoy de 

acuerdo y quiero reconocerla asi, pero al mismo tiempo pido que se 

reconozca la intervención del ejército en el narcotráfico, ha implicado 

la corrupción de sectores del ejército y de elementos. 

Creo que en las actuales circunstancias que vive el país 

cuando estamos camino de una disputa polltica de las m4s candentes 

que hayamos enfrentado. la actitud del ej6rcito es une de las 

determinantes para garantizar que esa disputa polltica que ve ha ser 

intensa. pueda causarse de manera tal, que no desestabilice al país. 

V creo que en atención a la verdad y en atención a esta 

enorme responsabilidad que tenemos todos los mexicanos y del roll 

tan trascendente que pueda jugar el ejército, nosotros tenemos que 

ser muy cuidadosos en asumir de manera precisa los problemas que 

tienen que ver con el ej6rcito y los reconocimientos que haya que 

hacer el ej6rcito. 
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Yo recono1co Que el ejército asumió una actitud muy 

responsable ante la crisis que se dió en Michoacán v la presión de 

desplegarlo para combatir el narcotráfico v el armamentismo en el 

momento en que la crisis polltica de la elección de gobernador estaba 

en un momento muy álgido, fué de una u otra manera, asumida dP 

manera muy responsable v acertada por el ejército mexicano V evitó 

verse inmiscuido en una situación de concecuencias imprevisibles, Yo 

quiero reconocer esa actitud yo creo que en esa dirección el ejército 

mexicano puede ayudar a que estos tiempos importantes que vive el 

país y difíciles podamos transitarlos de la manera más adecuada 

posible. 

Pero también quiero insistir en dos cuestiones: en primer 

lugar, que el ejército ha venido siendo inmiscuido en otras tareas quf; 

no le competen de acuerdo a la Constitución. 

El combate al narcotráfico es uno de ellos. Y creo que 

debiera de revisarse de parte del ejército y de parte de nosostros, la 

necesidad de que el ejército se mantenga al margen del combate al 

narcotráfico y no asume funciones de interrogación v de hacer 

expedientes que luego turna al Ministerio Público, porque son 

funciones que no le corresponden y que dañan su imagen y su papel 

en los momentos difíciles por los que atraviesa nuestros país. 

Y quiero también insistir en algo que mencionaba el 

compañero diputado y general que me antecedió en la palabra, así 

como con el anterior que también vino a la tribuna a hablar del tema. 

Yo estoy de acuerdo en que el narcotráfico es un grave. 

problema de esta sociedad de fin de siglo en todo el mundo. Pero en 

México cnn ~er impotante, no es el problema que tiene nuestro país, 
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es el hambre, es el desempleo, es la desnutrición, es también la 

dificultad para que los mexicanos decidan quién gobierna V qué 

rumbo necesitamos para atender ese que es el principal problema de 

México. 

Y que ésta es la base y yo quiero insistirlo, del desarrollo 

de diversas manifestaciones de descomposición social, una de las 

cuales es la drogadicción V el narcotráfico. 

Hasta un dato para hablar de la gravedad V de la relación 

entre el problema de la <.lrogadicción y la pobrorn, -_ef ~§sempl~Ó v la 
·'';,, 

marginación. Tenemos. según datos que son mliv imí:irecisos; "riitis 
•. ; .. : ___ -- ;•7 :. .<,~(. 

de un millón de niños en las· calles:-:-~·: ;_',\é:- • -• •• --- -- - --"--•-···.'· -
- "'- ., ._ • ·: :~ '¡'.~ 

El Presidente: 

Diputado cé1iii¿1ó;v~(en~~e1a, . coricluvo ~t'~iiHT1rio. Se le 

;uega exprese sus cond~ptÓs fi~ai'e~i .•. -_, 
• :,-:· : :-..::> .-:: . ·, 

El Diputado Can1ilo Valenzuela::~ 

Yo quiero pedirle respetu6~~me~Í.e; icii~~ -P~esident~. que 

me dé el mismo tiempo que le dió ~I 6~r~~añ·~~b ~iput~d~ ant~rior , 

aunque vo no soy general. 

Creo que uno de los problemas de esta Cámara 

precisamente el trato desigual. Yo mencionaba el problema 

sirnpemente de la versión estenográfica; le llegó al compañero 

general y no me llegó a mí, a pesar de que yo lo pedí reiteradas 

veces. Y el problema del tiempo es comt'm, estas dobles varas. Yo 

creo que necesitamos acabar con eso, si realmente queremos 

empezara generar práctica sanas para encarar las dificultarles que 

van a crecer conforme avance el período. Pero concluyo. 
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Vo creo, y decía que hay rnás de un millón de niños en las 

calles, que hay quienes se drogan para fugarse de una realidad que 

es brutalmente inhumana con ellos. Ese es sólo un dato. Pero creo 

que en torno a la discusión , en torno al problema del narcotráfico v 

drogadicción, apnnas estamos empezando a abordarlo más allá de la 

denuncia policiaca, del manejo policiaco y de las reformas tendiente~; 

il tratar de profundizar la persecus1ó11 pol1c1aca, con supuesto 

remedio a un fenómeno que no lo hemos logrado detener a pes<ir de 

que hemos metido a la oersecusión del nartcotráfict> a todas la~ 

intituciones armadas del país. Creo que es la hora de revisar: esto par· 

el bien del país, por el bien d•:I e¡érc110, oor el bien dü torlos los -

mexicanos. 36 

El Presidente: 

El F'rnsidonte agradece los - importantes 'C:;'conceptos. 

expresadob por el diputado Camilo .. \/al~~z.~~i{é' ~ - --
•. . : . -··--'~.· ./~?,e_. ,._,,.,_,-- - ; ,- ' ... -;· < ' _.. 

Tengo el honor de rnvitar a hace; •:"!ns de I~ tribuna, para 

contestar alusiones personale~':~·~:~~<;tér'~in~::;d¿I a~Íf~ulo 102 dul 

Reglamento, al diputado v generaLRri-~\;~ ~oi~: sá;;ch:~: -
-. ,• :· -~~: .··~ 

i·_,_.:_·. 

- -·"' ~.,-_- r 

El diputado Ramón Mota Sáni::hez: 

Subo a esta tribuna' Clblig·~~o'.por las circunstacias y 

armándome de toda la pacien~i~ ~-d~i~T~'; -~Orq0e ~a ~s_sistemático 
que cada vez que sube a la tri_buna'cf:diputado Camilo Válenzuela 

ataca al ejército. Quién sal;e a q~{.Se d~b~rá. ;'¡¿ t~ngo uria teória: 

"como gerrillero frustrado, probablemente tiene /un; trauma . . . . . . una 

desviación psicológica que lo hace iJCTum do esa· manera". 

36 lb1d pp 89·92 
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Pero quiero señalar además de esos ataques sistemáticos 

a una de las instituciones más respetables de la Revolución 

Mexicana, también incurre en una serie de falsedades que creo es 

necesario rectificar. 

En primer lugar, el e¡ército se dedica a ta campaña contra 

el narcom\!ico no a partir de 1971, no a mediados de !os setenta, se 

dadica a ella desde mucho tiempo nntes. 

Et Plan Canador del, S~i:~efri¡;~:'de .la: D~feÍ1sa ·Nacional 

yque se pone en práctica en toci6'~1 priís·~e adlierdo r.9n los cir.los 

agrícolas, está en funcionamiént~d;~d~ ~9·5~2. · 

Ahora cuando él dice "qu~'.d.:;n1J~~ 0rv~' la actuación del 

ejército en el narcotráfico", conce'~tó';1í~V~t;bj~'!i;,.~>v6 podría d1Jcir 

también de manera subjetiva que · q.ué\~r~i c'I e¡é/cit() no hubiera 
< • • • • -- .¡ ' ' . '. . - ' . .. ' 

participado en él. Estaríamos scaura1nenjecpeor. '.Pero apélrtc de 

subjetividades haya datos oficiales ~e· I~: S~~r~t'a~í~·de: I~ Defensa 

Nacional acerca de las campañas . de ;cará~te[ g(fri.er¡¡I y especial que· 

desarrolla en todo el país, cada uno 'cie 1()s :a·ñ~s· 'en :que ha 
;·'>, -. .· ;:,,';;_J·. :.¡e. 

:·/. participado en ellas. 

Yo qu1s1era saber t;inbi~n /~~i- el ·diputado. Camilo 

Vatenzuela habla a título personal ~'a' n¿mbr,e de su'p~;tid;);'o én 'qué 

S•~ escuda para atacar v falsea'r c~da ~vez que<viené 'a'1a· tribuna; al 

e¡érc110 v los hechos q1w él desempeña, Señorn~ much~s graciás. 
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El Presidente. 

Esta Presidencia agrádece los importantes conceptos del 

diputado y general Ramó .Mota Sánchez. 

El Presidente: 

La Presiue.ncia agrndece las exposiciones e informa a los 

diputados que la lista de oradores a favor. en contra y para fijar 

posición en !o ·general ha concluido. En consecuencia; consulte l<i 

Secretaría la Asamblea si el dictamen se encuentra suficientemente 

discutido en lo general. 

El Secretorio Rubén Pebello Rojas:., 

En votación económica. se pregunta a la Asamblea sí el 

dictamen se encuentra suficier1ten1ente discutido en lo. general. 

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse 

manifestarlo ... 

Los que estén por la negativa, sírvanse .manifestarlo.,. 

Suficientemente discutido, señor Presidénte. 37 

37 lbid, pp 97 98 
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"Primero.- El presente decreto entrará ~n vigor a partir del 

dia siguiente de su publicación en el Diario Oficial. de la Federución, 

con excepción de lo dispuesto por el Artículo Segúntlo Transitorio. 

Segundo.- Lo pre~ist¿ en el pár~afo priniero de la fracción 

1, del articulo 20 Constiillcio[Íal del presente decreto, entrará en vigor 

al iii\o contado a partir dé la k~f;se.nt~publicoción. 

'-.~ 

Sala 'de; Comisfories de 'ta honorable Cámma de 

Diputados.- Méxic~. Dlstrilof'~d~rnla Sdc jülio de 1993". 38 

Con funda'merúo el1.erarticulo 108 del r cglarnento par;:i el 

Gobierno interior ·del Congreso ' General de los Estados Unidos 

Mexie<rnos. 

El Presidente invita ;a fi'a;c~i' uso de la tribuna al dipu1ado 

Cuauhtémoc López Coello, par~'.tu'ndam.entar el c!íctarnen. 

El diputado Cuautltémo2.Sárích'oz Cocllo, man1festamJo l;:i 

importancia de destacar que· I~ i~·¡cla!i\.a ·~ue hoy se c:-;amim1, fué 

producto de un proceso excepcional ~n.; ~u elaboración en la que, 

desde un principio, se tomaron iós punto's de vista .de diputados que 

pertenecen a diversos partidos. 

Ya que para esto se interca~b.íaron opiniones, se dícutió 

ampliamente con espei:ia!istilS de ta . materia,· con funcionarios 

responsables de la procuración e impnrtición de iusticin, se realizó 
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una amplia consulta en la que , además de que intervinieron los 

peritos de la materia, de los encargados de la procuración v 
administración de justicia, se escuchó la opinión pública que se 

manifesto a través de los medios de comunicación v de los foros 

nacionales de consulta que en materia penal organizó la Comisión de 

Justicia de esta Cámara de diversas entidades de la República. 

quienes 

También asegura que el carácter plural de la iniciativade 

en ella intervinieron, tomaron en consideración 

fundamentalmente la necesidad jurídica de fas reformas, actuando 

como juristas, como mexicanos preocupados por fa impartición de 

justicia v no tamando en cuenta fas d1ferenci_as partidarias. 

. . .· 
Considero también que e.sta refor~a ab~r.cará una .mejor 

procuración de administració~ de justicia, ;un m"avbr ¡.¿5pét0 a las 

garantías individuales v a los der~chb~ hÜrna~or v; ~b~ esto el 

fortalecimiento de los derechos v la seguridad j~~ídica· de nuestro 

pueblo. 

Esta iniciativa se dio a través. de diversos criterios y 

opiniones, V en ocasiones contrarios entre quienes la elaboraron; va 
que no se impuso ninguna opinión , si no al contrario, esta iniciativa 

es el fruto de discusiones serias fundamentadas v de buena fe que 

tuvieron consenso y que constituyen la médula de las reformas que 

se proponen. 
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Desde luego, se quiere dejar muy claro que a esta 

conclusión se llego por común acuerdo de la mayoría de los 

integrantes de las comisiones unidas de Gobernación y Puntos 

Constitucionales y de Justicia, reiterando respeto a quiénes siendo 

integrantes de las mismas, manifestaron opiniones y puntos de vista 

divergentes. 

Sin embargo se cree que todos los diputados que llegrtron 

al concenso. de que las propuestas que se concretaron V que se 

sometieron a la consideración de esta Soberanía, son. si no 

perfectas. si la mejor aportación q11e podernos hacer en este 

momento para el logro rfo lé! justicia penal. 

Respecto a la terminología, se ·procuro .seguir a' las 

corrientes dominantes dc:nro del derecho penal mexicano. Tomando 

en cuenta que puedun darse diversas opiniones al respecto en 

relación a los términos que se utilizan; sin embargo, se pretendio que 

se meditara más sobre la forma en las que serla muy dificil llegar a 

conclusiones casi que satisfagan a todos. 

Se pretende que el texto contitucional debe ser 

comprendido por la gran mayorla del pueblo v no sólo por 

especialistas en la materia y por ello se intento usar términos de fácil 

comprensión para la mayorla de las personas. 

Se tomaron en cuenta v se respetaron las teorías sobre la 

forma de las contituciones, la tesis de que en estas deben asentarse 



los principios generales, sin adentrarnos a definiciones que 

corresponden a las leves reglamentarias. 

Debido a esto no se definen los conceptos de delito grave. 

urgencia, delincuencia organizada, circunstancias especiales. etc .. 

etc., va que de ello habrán de ocuparse los códigos sustantivos v 
adjetivos penales. Y al hacerse. deberá el legislador ordinario tornar 

en consideración la realidad social, de tal manera que no hav<J 

incongruencia entre ella v lo que la norma disponga. 

Se conoce desde ahora lo arduo y tra!;cendente que será 

este trabajo. La esperiencia. conocimientos cultura jurídica de 

muchos de los integrantes de esta legislatura que tiene experiencia 

como legisladores federales y locales en la judicatura o en litigio, 

beneficiará a que la presente reforma sea para el bi•m de la justicia F':n 

México, con lo que esta iniciativa cumplirá p!enamente su propósito, 

que no es otro que lograr el imperio de la justicia y el respeto a los 

derechos del hombre, consignados como garantías constitucionales. 

"La propuesta de reforma a los artículos 16, 19. 20, 1O7 

y 119 de la Constit11-:ión Política de los Estados Unidos Mexicanos 

tiene como objetivo precisar con toda claridad las garantías 

sustantivas y adjetivas que sustentan el régim.,,, jurídico penal de 

nuestra nación". 39 

Óebido a que la experiencia ha puesto de manifiesto l;i 

necesidad de proporier la reforma en cuestión p¡¡ra órdenP.s de 
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aprehensión, detenciones en la hipóesis de flagrante delito y en casos 

de urgencia, tratándose de los delitos graves que se indiquen en la 

ley Relgamentaria, así también a lo relativo a los plazos que como 

regla general correrán para dichas detenciones y el término 

extraordinario que regirá en los casos que se prevean en la leycomo 

delincuencia organi.rnda. 

El principio rector de la legalidad pena! se fortifica y al 

mismo tiempo se refuerza la función preventiva la capacidad 

correcotra para comportamientos gruvemente antisocialns. 

La figura de la libertad provisonal se amplía y también se 

da énfasis al derecho a: 

- un proceso con respecto a Ía i~tegridad personal del 

inculpado, exento de malos tratos, de intimida~ion'es o torturas. 

a su derecho de utilizar o no medios de pnwba prira 

efectos de la defensa, corno en el caso drJ los careos, el de 

establecer la nuliad de pleno derecho e las declaraciones rendidas 

ante autoridad diferente del Ministerio Público. 

- Con lo que queda perfectamente establecido el respeto a 
fa presunción de inocencia. 

- El de establecer a nivel constitucinnal los derechos de la 

víctima de los delitos. 
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• La obligación del estado de proporcionar al acusado la 

asesoría de un defensor de oficio, abogado, desde el iriicio dela 

averiguación previa y se eleva al rango contitucional la facultad de 

las entidades para celebrar convenios de colaboración y coordinación 

en materia de extradición. 

• Todo lo expuesto se sustenta en principios de la ciencia 

penal, que son el común denominador del derecho penal me>cicano v 
latinoamericano. Los principios de legitimidad. legalidad. culpabildad, 

seguridad jurídica, adecuación de la pena. igualdad y humanitarismo, 

inspiran el conjunto de propósitos insertos en la forma. 40 

Pretendiendo el establecer bases más precisas para el 

sistema de justicia penal y procurando que sea realmente respetuoso 

de los derechos humanos y que se ajuste más a las exigencias del 

estado de derecho y de la realidad social, se precisa lo siguiente: 

" Anículo 16. El texto vigente se compone cuatro 

párra'os. el primero de ellos regula cuatro temas: 

1 . El que nadie puede ser molestado si no es virtud de 

mandamiento escrito emitido por la autoridad competente, fundado y 

motivado legalmente. 

«l llliel, p. 47 
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2. El de no poder librarse orden de aprehensión si no por 

autoridad judicial v no poder detenerse a nadie, salvo en caso de 

delito flagrante. 

3. La posibilidad de detención en los casos urgentes. y 

4. Todo lo relativo a las órdenes de cateo". 41 

Se propone que el primer párrafo de este artículo sea 

restructurado con el fin de que comprenda ocho temas, 

correspondiendo uno de ellos a cada uno de sus párrafos. 

El primero párrafo se mantendría, conservando su 

contenido y texto actual; 

. El segundo regula corno facultad exclusiva del juez, la 

orden de aprehensión sei'lalando para su libramiento la satisfacción 

de los siguientes: Denuncia, acusación o querellas previas, que se 

trate de delitos sancionados con pena privativa de la libertad y datos 

que satisfagan la existencia del tipo penal y que hagan probable la 

responsabilidad del indiciado. 

En el tercero se establece el término de 24 horas máximo 

para que el detenido sea puesto a disposición de la autoridad judicial, 

en virtud de una orden de aprehensión, salvo el caso de que sea 

reelizada en diferente jurisdicción. 

41 lbld. p. 47 
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Et párrafo anterior fue tomado de tos párrafos tercero \/ 

cuarto de la fraccion XVIII del artlculo 107 constitucional. 

Con esto se u.1 la precisión v claridad que exige el 

principio de seguridad jurldica, con el fin de que deficiencias técnicas 

o estructurales en la administración pública, en la procuración 

tratándose de detenciones administrativas o judiciales. sean 

subsanadas y no continúen violándose las garantfas constitucionales. 

Et cuarto párrafo, se faculta y precisa que únicamente 

podrá detenerse a un individuo por cualquier persona , en los casos 

de flagrante de!ito v se determina que inmediatamente se deberán 

poner a disposición de la autoridad y és1a a su vez a la del Ministerio 

Público. 

En el quinto párrafo se faculta al Ministerio Público, ba10 

su más estricta responsabilidad, a decretar la detención de una 

persona, siempre v cuando se trate de casos urgentes. delitos qe 

sean considerados como graves por la ley Relgamentaria v exista 

riesgo de que et probable responsable pueda sustraerse a la acción de 

ta justicia v que por circunstacias del caso no se puede obtener en 

ese momento la orden judicial respectiva, debiendo concurrir todas 

las condiciones antes mencionadas. 42 

Para esto, el M::iisterio Público deberá fundar v motivar el 

ejercicio de esa facultad y justificar ta imposibilidad de obtener la 

orden de aprehensión correspondiente. 
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En este párrafo se obliga a que en la Ley Secundaria se 

definan v precisen los delitos graves. 

El párrafo sexto es un complemento de los anteriores 

(dos) va que oblig<t al juez a: 

. que conozca el asunto, a calificar de inmediato la 

legalidad de la detención nor parte del Ministerio Público, en los 

casos de notoria urgencia o flagrancia v . 

. de no satisfacerse, a poner en libertad al reo v dar vista 

al Ministerio Público. 

En el párrafo séptimo se contemplan los casos de 

detenciones llevadas a cabo por el Ministerio Público, cuando asi lo 

permita la ley Reglamentaria, etableciendo un término máximo de 48 

horas para que se recahen los datos suficientes para integrar la 

averiguación previa v consignar o poner en libertad al detenido. 

La anterior disposición, es de gran trascedencia ya que en 

la legislación vigente no se establece término alguno al Ministerio 

Público para consignar a personas que han sido detenidas. 

Asl de esta manera, el Ministerio Público no podrá, salvo 

el caso de delincuencia organizada, exceder dicho término. 
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La excepción, es única v exclusivamente cuando se trate 

de delincuencia organizada, pudiéndose en este supuesto, duplicarse 

dicho término. 

La ampliación se justifica, cuando se trata de delincuencia 

organizada, por el peligro que para la sociedad, la economía v en 

especial la salud de las personas representa dicha clase de 

criminalidad v las dificultades que conlleva integrar esas 

averiguaciones. 

Las disposiciones siguientes del artículo 16 permancen 

igual v no sufren modificación, va que únicamente se dividen en 

párrafos para lograr su mejor comprensión. 

Articulo 19, con la reforma que se propone al presente 

artículo, se establece: 

- el primer pilrrafo se establece un plazo de 72 horas para 

que el juez resuelva la situación jurídica del detenido, a partir del 

momento en que es puesto a su disposición; 

se dicte el auto de formal prisión, cuando se 

comprueben los elementos que tipifiquen al delito v se acredite su 

probable responsabilidad o el de libertad, por falta de elementos para 

procesarlo. 



136 

Dentro del primer párrafo también se incluye lo etablecido 

en los párrafos primero y segundo de la fracción XVIII del articulo 107, 

. en los cuales se ordena al que tenga en custodia a un detenido: 

• que notifique a ta autoridad judicial que ha transcurrido el 

término de 72 horas. sin haberse resuelto susituación jurídica, para que 

dentro de tas tres horas siguientes determine lo conducente y de no 

hacerlo debera ponerlo en libertad. 

Dentro del segundo párrafo, se establece lo relacionado con 

los autos de sujeción a proceso. que deben dictarse para los acusados 

de delitos. sancionado con pena alternativa o no privativa de la libertad. 

También indica que deberá iniciarse una averiguación previa, 

para et caso de delitos diversos que puedieren resultar durante el 

proceso. 

En el último párrafo se conservan los términos del texto 

vigente. 

Articulo 20. En el primer párrafo se creyó conveniente 

susti1uir la expresión •juicio de orden criminal" por "proceso de orden 

penar. ya que tite comprende desde el inicio del procedimiento hasta 

su terminación, al dictarse la sentencia correspondiente. 

De esta manera se sustituyó et término •acusado" por el de 

"inculpado", que M consideró mis preciso. 



137 

En la fracción 1 que regula la libertad provisional bajo 

caución, se suprime la referencia a las modalidades del delito y al 

término medio aritmético, para que proceda la liberad cauciona!. 

Estableciendo además, que se debe garantizar el monto ue 

la reparación del daño v las sanciones pecuniarias a las que pueda ser 

condenado. 

También, se preve que en la Ley Reglamentaria deberán 

establecerse los delitos por cuya omisión no podrá alcanzarse dicho 

beneficio. 

Dentro del segun<;io párrafo de la fracción I, se contempla 

que la caución fijada por el juez deberá ser acorde con la capacidad 

económica ciel inculpado, pudiéndose disminuir en los caso señalados 

por la ley. 

En el tercer párrafo de la misma fracción, se concede 

lafacultad al juez de revocar la libertad del inculpado, cuando este 

incumpla algunas de las obligaciones que fueron impuestas al 

concedérceles dicho beneficio. 

En la fracción 11 se sustituye la palabra "compelido" por 

"obligado", por ser un tfrmino más usual. 
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Se suprime lafrase "en su contra", con lo que se garantiza 

al inculpado su facultad de derecho de declarar. 

"Con esta propuesta se hace efectivo a todo detenido su 

derecho a declarar o no hacerlo, según le convenga. por lo que en 

consecuencia, puede abstenerse de constestar las preguntas que 

desee, sin necesidad de aclarar la causa de su negativa, ya que 

tampoco puede ser obligado a declarar en su contra y menos aún a 

ser incomunicado, intimidado o torturado, pues de suceder ello las 

actuaciones no tendrán ningún valor jurídico". 

La segunda parte, eleva al rango constitucional la 

sanción" por la comisión de los delitos} rélacionados' · con 

incomunicación o tortura" y en su última parte éstablece " la nulidad 

de pleno derecho que toda delcaración del inculp~~'o~arite autoridád 

distinta al Ministerio Público, del juez de p~oc~io o ant~<éstos sin la 

asistencia de su defensor". 43 

La fracción lv se reforma para que los careos se lleven a 

cabo "cuando lo solicite el acusado", con lo que se dejan éstos como 

un derecho del mismo que puede o no ejercitar y se evitan trámies 

que dilatan, com la expereicnia no ha ense~ado, sin ningún provecho, 

el proceso. 

Cuando el juez de la causa considere necesario para el 

esclarecimiento o establecimiento de la verdad, la práctica en los 

careos, podr6 ordenarlo con base en las facultades que tiene para 

43 lllld. llP 48 .. 9 
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mejor proveer, pero no por causa de sistema, que como hemos dicho 

dilatan el procedimiento, al respecto es conveniente recordar la 

inutilidad que tienen los llamdos "careos supletorios" que nunca han 

conducido a nada. Con la reforma se busca evitar la dilación 

innecesaria en los procedimientos. 44 

Dentro de la fracción IX se establece el derecho a una 

defensa adecuada. desde la detención de inculpado, por parte de los 

profesionales del derecho, si asl lo quiere y sin detrimento de la 

persona de su confianza y también, se establece la obligación a los 

defensores de asistir atodos los actos procesales, con el objeto de 

garantizar los derechos del inculpado, para que en el caso de advertir 

violaciones a las garantías contitucionales y procesales, el citado 

defensor intervenga para corregir el error o evitar la conculcación de 

ellas según sea el caso, ocwriendo inclusive a los canales brindados 

por el derecho ante las autoridades competentes, con el fin de 

determinar la conducente v por consiguiente la responsabilidad 

administrativa, penal o política inclusive ne que pudieran haber 

incurrido los funcionarios mencionados. 

Así la intervención del defensor desde el momento de la 

detención del inculpado, conlleva la finalidad de asegurar con su 

presencia que los derecho fundamentales del detenido se respeten y 

que no sufra coacción física, moral incompatible con su dignidad de 

ser humano o su libertad de declaración . 

.... lllcl. pp. 49 
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Respecto a lo demás, la defensa adecuada se refiere a la 

responsabilidad profesional del defensor en orden a la satisfacción de 

los intereses de la ley penal sustantiva y adjetiva, atentos a la 

complejidad de los problemas que durante el proceso se plantean, 

esto es, que el detenido deberá tener un debido asesoramiento 

técnic-jurídico. 

Articúlo l07, dentro del contenido de la fracción XVIII del 

artículo 107, como va se comento, se incluye en los artlculos 16 y 

19 en la siguiente forma: los dos primeros párrafos del artículo 19 y 

los dos últimos del artículo 16, derogándose en consecuencia dicha 

fracción del artículo 107. 

Artículo 119, con la reforma a este articulo se simplifican 

las extradiciones desde las entidades federativas, asl como el 

aseguramiento v entrega de los objetos, instrumentos o productos 

del delito, de acuerdo con los convenios de colaboración coordinación 

que se deben las entidades federativas. Además, se regulael 

procedimiento para el trámite de las solicitudes de extradicion 

hechas por estados extrajeres. 

Por último, en el artículo 2o. Transitorio, se previene quela 

fracción 1 del articulo 20 relativa al beneficio de la libertad cauciona!, 

entrar6 en vigor un atlo después de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación (Acaccio Legisl, que tiene por objeto el dar 

oportunidad • que durante ese t6rmino, tanto el Congreso de la Unión 
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como las legisltauras estatales definan y precisen los delitos graves 

en los que no procederá el benficio citado. 

La Comisión les pide considerar esta reforma en su 

conjunto y en relación incluso con la Constitución en su totalidad. La 

legislación vigente en la materia fue producto de circnstancias 

sociales que se reflejaron en ella. No podemos olvidar que la fuente 

real del derecho son los hechos. Ahora bien, los hecos han cambiado, 

la realidad social el pafs es diferente, necesitamos ordenamientos 

legales que sean congruentes con la realidad social del pais, de 

nuestrapatria. 45 

No deberá olvidarse que la máxima expresión de la 

función sustantiva del legislador se materializa cuando reforma el 

texto constitucional, ya que esta es la norma superior que lija los 

principios rectores del Estado mexicano. 

Es, en esta función donde el legislador asume su mayor 

responsabilidad, como tal, de ahí partirán las normas secundarias que 

se sustentarán en los criterios de interpretación que habrá de emitir el 

juzgador. 

Concretando, en el texto constitucional se basa todo el 

sistema jurídico mexicano. Pensando que la reforma que se propone 

cumple con los propósitos mencionados puesto que sostiene v 
protege los valores superiores de la sociedad, facultado a las 

autoridades para poder combatir nuevas formas de criminalidad que 

41111ctp .. 
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no eicistran en el pasado, sin menoscabo de los derechos humanos y 

garantías individuales que se amplían v fortalecen. 

Por lo antes expuesto, se solicitó el voto aprobatorio del 

dictamen que le ha correspondido fundamentar. al diputado 

Cuauhtémoc López Sánchez Coello. 

La Presidencia agradece la diputado Cuauhtémoc López 

Sánchez Coello su intervención. 
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CAPITULO 111 

3.· DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS 

ARTICULOS 16, 19, 20, 119 V FRACCION XVIII ARTICULO 107 

CONSTITUCIONALES. 

Decreto por el que se reforman los articulas 16. 19, 20, 

119 v se deroga la fracción XVIII del articulo 107 de la Constitución 

Politica de tos Estados Unidos Mexicanos, implícitamente su análisis. 

Por lo expuesto y , con fundamento en las disposiciones 

anteriormente señaladas, las Comisiones Unidas de Gobernación v 
Puntos constitucionales v de Justicia, someten a cosideración de 

este Pleno el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA V ADICIONA 

LOS ARTICULOS 16, 19, 20 Y 119 Y DEROGA LA FRACCION XVIII 

DEL ARTICULO 107 DE LA CONSTITUCtON POLITICA DE LOS 

ESTADO UNIDOS MEXICANOS PARA QUEDAR COMO SIGUE: 

Articulo Unico. Se reforman los artlculos 16, 19, 20. 1 1 9 

v se deroga la fracción XVIII del artículo 107 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

46 

411 Cámara de Dtl"'lados del CollQl'eM> <le los Estados Ur~do• l\ol••i<:ano!I, Ot"1o de IO$ Oebat•s. 
Mé•rco 1993. p 43 
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3.1 ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL REFORMADO. 

Nadie puede ser molestado en su persona. familia, 

domicilio, papeles o posesiones, si no en virtud de mandamiento 

escrito de la autoridad cometente, que funde y motive la causa legal 

del procedimiento. 

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la 

autoridad judicial y sin que preceda denuncia, acusación o querella de 

un hecho determinado que la ley señale como delito, sncionado 

cuando menos con pena privativa de la libertad v existan datos que 

acriditen los elementos que integren el tipo penal v la probable 

responsabilidad del indiciado. 

La autoridad que ejecute una orden judicial de 

aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez. sin 

dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La 

contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal. 

En los casos dedelito flagrante, cualquier persona puede 

detener al indiciado poniéndolo sin demora a disposición de la 

autoridad inmediata y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio 

Público. 

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave 

asl calificado por laley y ante el riesgo fundado de que el indiciado 

pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se 

pueda ocurrir ante la autoridad iudicia! por razón de la hora, lugar o 
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circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, 

ordenar su detención, fundando v expresando los indicios que 

motiven su proceder. 

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la 

consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la 

detención o decretar la libertad con las reservas de ley. 

Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio 

Pi'iblico por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá 

ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad 

judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley 

prevea como delincuencia organizada, todo abuso a lo anteriormente 

dispuesto será sancionado por la ley penal. 

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial 

podrá e>cpedir y que será escrita, se expresará el lugar que ha de 

inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y 

lso objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse Ja 

dilignencia, levantándose al concluirla una acta circunstanciada, en 

presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar 

cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique 

la dilingencia. 

La autoridad administrativa podrá practicar visitas 

domiciliarias únicamene para cerciorarse de que se han cumplido Jos 

reglamentos sanitarios v de policfa; y exigir la e>chibición de los libros 
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diposiciones fiscales, sujetándose en estos casos a las leyes 

respectivas y a las fomalidades prescritas para los cateas. 

La correspondencia que bajo cubierta cirule por las 

etafetas, estará libre de todo resgistro, y su violación será penada 

por la ley. 

En tiempo de paz ningun miembro del Ejército podrá 

alojarse en casa particular contra la voluntad del dueño, ni imponer 

prestación alguna. En tiempo de guerra los Militares podrán exigir 

alojaminto, bagajes, alimentos y otras prestaciones, en los términos 

que establezca la ley marcial correspondiente. 47 

3.2.- ANALISIS DEL ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL; 

En el artículo 16 constitucional encontramos que es uno 

de los preceptos que imponen protección a todo gob.irnado o 

ciudadano, a través de la garantía de legalidad que se contiene, para 

que tenga igulamente la efectividad jurídica, salvaguardando los 

intereses de las personas de los actos arbitrarios o abusivos de 

autoridad, sometiendo a cualesquier otro precepto de la narturaleza y 

jerarquía que sea, para que no rebase la norma suprema. 48 

También nos manifiesta que es posible afirmar su alcance 

protector no se encuentra en cualquier otro sistema o régimen 

jurídico extranjero, es en México en donde se ha tratado de 

~ Otrgado Mo~a R . Constitución Polilica de los Esat8dos Unidos Me•icanos. M••iCO. 1911<1. pp 27 

41 lurp Onhut!la 1 • Las Gwantia!I Individuales. 24 Ed. Mtiaico tita. p 519 
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proporcionarle una esfera propia y de sometimiento de toda otra ley 

que se expida por el Congreso o autoridad distinta. 

El primer párrafo del artículo 16 contempla requisitos de 

"fundamentación, competencia y motivación" que vienen a integrar 

el principio de legalidad y que rige todos los actos de autoridad que 

conlleven molestia a los derechos o intereses del gobernado. 

Don Ignacio Orihuela plantea como en síntesis. como 

actos de autoridad que se consagran en la primera parte del 

precepto: 

actos materiales administrativos que causan el 

gobernado la afectación, perturbación en sus bienes jurídicos, sin 

importar el menoscabo, merma, disminución de las esfera subjetiva 

de derecho, ni del impedimento para el ejercicio de un derecho; 

(actos de molestia-estridu sensu) 

- en actos materialmente jurisdiccionales penales o civiles, 

comprendiendo dentro de éste último género a los mercantiles, 

administrativos v del trabajo (actos de molestia en sentido lato). 

- en actos estrictos de privación, independientemente de 

su índole formal o material. es decir, en aquellos que produzcan una 

merma o menoscabo en la esfera jurídica subjetiva de la persona o la 

eludida impedicion (actos de molestia en sentido lato). 
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Hasta esta parte del párrafo se mantien en idéntica forma, 

separando las disposiciones que circunscriben a la materia penal en el 

párrafo separado. 

Segundo párrafo, éste plantea lo relativo a las órdenes dP 

aprehensión que se dicten por autoridad judicial, reafirmándolas como 

una regla general para 1, "'algún gobernado pueda ser afectado en su 

libertad dentro del proceso penal, excepuando las relativas a caso 

urgentes y de flagrancia, suprimiendo la expresión: o 

detención ... ", para que la orden aprehensión se conozca como acto 

propio del juez. 

En cuanto a los requisios procesales de la denuncia, 

acusación o querella estos se referirán a un hecho preciso que la ley 

determine como delito, con el objeto de establecer el principio de 

~esponsabilidad por el hecho en la constitución, para que se garantice 

aue sólo se sancionen conductas antisociales, también se sustituyó 

el término "pena corporal" por el de "cuando menos pena privativa de 

la libertad", para limitar el castigo que tenga el delito posibilitando la 

orden de aprehensión, pretendiendo aclarar que la garantía de los 

gobernados de no ser aprehendidos dentro del proceso.cuando la 

sanción del delito sea de menor grado a la privación de la libertad 

deambulatoria, por esto la autoridad no prodrá realizar actos de 

molestia respecto de la libertad del procesado, exceptuando las 

medidas del apercibimiento. 
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Séptimo párrafo, se determina el plazo por el cual el 

Ministerio Público podrá retener a una persona en el supuesto de 

flagrancia o de urgencia, dando un plazo de 48 horas para determinar 

la libertad del indiciado o ponerlo a disposición de la autoridad 

judicial, ya que la violación de este término conlleva a una sanción 

penal, además de que con esto se permite al inculpado ejercite sus 

derechos de defensa. También permite la duplicación del plazo en los 

casos que la ley prevea como delincuencia organizada, 

determinándolo de acuerdo a los grados de criminalidad en_ nuestro 

país. 

La duplicación del plazo está planteada' como pr~obl~ma 
que contiene la investigación de la delincuencia organi:lad~~ p~es hay 

distintos criterios. 

- carácter permanente de las actividades delictivas 

- carácter lucrativo 

- grado de complejidad en la organización 

- la finalidad asociativa consiste en cometer delitos que 

afecten bienes jurídicos fundamentales de los individuos v la 

colectividad que ésta su vez altera la salud y seguridad pública. 
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Respecto a las disposiciones restantes y previstas en este 

artículo se mantendrán sin modificar su contenido pero separadas en 

párrafos y en lo referente a cateas, éstos se encontrarán 

contemplados en el párrafo octavo. 

El párrafo que se refiere a que la autoridad administrativa 

podrá practicar las visitas domiciliarias, será el párrafo noveno. 

Párrafo décimo, se refiere a la correspondencia que podrá 

circular libremente. 

Párrafo décimo. ¿;;~ero, est~blece el tiempo de paz y de 
··-- ~,-.,,,,__,._ "- -, . -.¡' - - - . . . " ' . 

que los miembros. del ejéréifo'7nÓpodrán e.~igir al dueño de casa. etc. 

3.3 ANALISIS DEL ARTICULO. 19 CONSTiTUCIONAL 

REFORMADO. 

Como primordial garantía de seguridad jurídica en mateia 

procesal es el auto de formal prisión o de pr[sión preventiva que solo 

puede dictarse por delitos que se sancionen con pena corporal según 

lo preceptúa el artículo 18 Constitucional. 49 

La importancia del auto de formal prisión, radica en la 

resolución de la controversia previa entre el indiciado y el Ministerio 

Público, la dinámica del proceso penal deberá seguirse forzosamente 

por el delito o delitos señalados en él como lo dispone el artículo 19 

Constitucional en su segundo párrafo. so so bid., p. 645. 

•9 8ulgos Onhu~la op. c1t • p e45 
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Determinación que implica que la sentencia que se 

pronuncie, no debe fundarse en hechos diferentes de los que integran 

el cuerpo del delito y por los que se haya dictado el auto de formal 

prisión, aunque varíe la clasificación delicitiva, puesto que la 

expresión: "todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o 

delitos señalados en el auto de formal prisión", se refiere a hechos 

determinados en él, pero de manera alguna a su clasificiación legal. 

La Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación establece: "para dictar un auto de formal prisión, son 

indispensables requisitos de fondo y forma que la Constitución 

absoluta del amparo; pero si los omitidos son los de forma, la 

protección debe otorgarse para el efecto de que se subsanen las 

deficiencias relativas". Este tribunal también tiác~·,cb~st~r que los 

elementos formales en la expresión delito que seá~'\~putables al 

acusado y de los elementos constitutivos, las circunstacias de 

ejecución, tiempo y lugar de los hechos delictivos y de los actos que 

se lleve la averiguación previa y a los que se refieren de fondo, éstos 

deberán ser traducidos en la comprobación del cuerpo del delito y de 

la probada responsabilidad del acusado. 

Anteriormente se consideraba que el término de 7 2 horas 

del cual dispone el juez penal para dictar un auto de formal prisión, es 

muy corto para el indiciado, quien en atención a su duración se 

encontraría imposibilitado para desvirtuar los hechos en que se haya 

fundado el Ministerio Público ante la jurisdicción. 

501bid p 6'15 
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Era necesario determinar a partir de donde corre el plazo 

perentorio de las 72 horas, ya que anteriormente se determinaban 

tres dlas sin especificar a partir de qué momento correría el término y 

sin que se justificara con un auto de formal prisión; hoy, se establece 

que éste momento será desde que el indiciado sea puesto a su 

disposición sin que sea justificado por el auto de formal prisión y 

siempre que de Jo actuado aparezcan datos suficientes que acrediten 

los elementos del tipo penal, del delito que se le impute al detenido, 

esto en base de que antes, en la precisión derivada de la 

interpre.tación sistemática del primer párrafo de la fracción XVIII del 

artículo 107 Constitucional. 

La determinación del cambio del término anterior con 

respecto al cuerpo del delito, por el de elementos que integran el tipo 

penal el cual espécifica el juez los requisitos que deberá considerar 

para fundar y motivar su auto de formal prisión o de sujeción o 

preceso, ya que se puede considerar que podrán ser compatibles los 

externos de prueba que rigen para la orden de aprehensión con los 

del auto de formal prisión. 

3.4 ARTICULO 20 CONSTITUCIONAL REFORMADO. 

En todo proceso del orden penal tendrá el inculpado las 

siguientes garantías: 

l.· Inmediatamente que lo solicite, el juez deberá otorgarle 

la libertad provisional bajo caución, siempre y cuando se garantice el 
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monto estimado de la repración del daño y de las sanciones 

pecuniarias que en su caso puedan imponérsela al inculpado y no se 

trate de delitos que por su gravedad, la ley expresamente prohiba 

conceder este beneficio. 

El monto y la forma de la caución que se fije, deberá ser 

asequible para el inculpado. En circunstancias que la ley determine, la 

autoridad judicial podrá disminuir el monto de la caución inicial. 

· El juez podrá revocar la libertad provisional cuando el 

procesado incumpla en forma grave con cualquiera de las 

obligaciones que en términos de ley se deriven a su cargo en razón 

del proceso. 

11.· No podrá ser obligado a declarar. Queda prohibida y 

será sancionada por la ley penal, toda incomunicación, intimidación o 

tortura. La confesión rendida ante cualquier autoridad distinta del 

Ministerio Público o del juez, o ante éstos sin la asistencia de su 

defensor carecerá de todo valor probatorio. 

111.- Se le hará saber en audiencia pública y dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes a su consignación a la justicia, el 

nombre de su acusador y la naturaleza y causa de la acusación, a fin 

de que conozca bien el hecho punible que se le atribuye y pueda 

contestar el cargo, rindiendo en este acto su declaración preparatoria. 
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IV.- Siempre que lo solicite, será careado en presencia del 

juez con quiénes depongan en su contra. 

V.· Se le recibirán los testigos y demás pruebas que 

ofrezca, concediéndole el tiempo que la ley estime necesario al 

efecto y auxiliándose para obtener la comparecencia de las personas 

cuyo testimonio solicite, siempre que se encuentre en el lugar del 

proceso. 

VI.· Será juzgado en audiencia pública por un juez o jurado 

de ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido 

en que se cometiere el delito, siempre que éste pueda ser castigado 

con una pena mayor de un año en prisión. En todo caso, serán 

juzgados por un jurado los delitos cometidos por medio de la prensa 

contra el orden público o la seguridad exterior o interior de la Nación. 

VII.· Le serán facilitados todos los datos que solicite para 

su defensa y que consten en el proceso. 

VIII.· Será juzgado antes de cuatro meses si se trata de 

delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes 

de un año si la pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite 

mayor plazo para su defensa. 

IX.- Desde el inicio de su proceso será informado de los 

derechos que en su favor consigna esta contitución y tendrá derecho 

a una defensa adecuada, por sí, por abogado, o por persona de su 
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confianza. Si no quiere o no puede nombrar defensor, después de 

haber sido requerido para hacerlo, el juez le designará un defensor de 

oficio. También tendrá derecho a que su defensor comparezca en 

todos los actos del proceso y éste tendrá obligación de hacerlo 

cuantas veces se le requiera. 

X.· En ningún caso podrá prolongarse la prisión o 

detención, por falta de pago de honorarios de defensores o por 

cualquier otra prestación de dinero, por causa de responsabilidad civil 

o algún otro motivo análogo. 

Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por más 

tiempo del que como máximo fije la ley al delito que motivare el 

proceso. 

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se 

computará el tiempo de detención. 

Las garantías previstas en las fracciones V, VII, y IX 

también serán observadas durante la averiguación previa, en los 

términos y con los requisitos y límites que las leyes establezcan; lo 

previsto en las fracciones 1 y 11 no estará sujeto a condición alguna. 

En todo proceso penal, la víctima o el ofendido por algún 

delito, tendrá derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga 

la reparación del daño cuando proceda, a coadyuvar con el 

Ministerio Público, a que se le preste atención médica de urgencia 
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Ministerio Público, a que se le preste atención médica de urgencia 

cuando lo requiera y, los demás que señalen las leyes. 51 

3.5 ANALISIS DEL ARTICULO 20 CONSTITUCIONAL. 

Las garantías individuales contenidas en este artículo se 

refieren al procedimiento penal que comprende desde el auto judicial 

inicial hasta la sentencia definitiva que recaiga al proceso. Las 

garantías de seguridad jurídica que se imputan fundamentalmente al 

gobernado en su calidad de procesado o indiciado y que imponen a 

la autoridad judicial que conozca del juicio correspondiente, 

diferentes obligaciones y prohibiciones a título de requisitos y que la 

Constitución determina para llenar todo procedimiento criminal. 

La reforma propuso sustituir el término: "juicio de orden 

criminal" por el de "proceso de orden penal" ,considerando que 

clarificaría la fase del procedimiento penal lo cual corresponde al juez; 

este término se puede contraponer con el de "juicio" de los artículos 

14 y 23 Constituciona, pero el concepto de juicio en el artículo 20 

comprende la fase jurisdiccional y previa, comprobando asi la 

vigencia de las garantías en la fase jurisdiccional. 

Dentro de las modificaciones, se encuetran las que 

amplían la garantía para que todo inculpado pueda gozar de la 

libertad cauciona! en mayor medida que la que se contemplaba en el 

texto anterior mediante la regla de la medida aritmética, que es 

fundamental para el juzgador cuando la solicite el inculapado y éste 

51 Delgado Moya, op. cit. pp. 38-41 
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garantice el monto del daño y de las sanciones pecuniilrias que 

puedan imponérsele a menos de que sean delitos graves que la ley 

prohiba. 

Como definición de "detención" en casos urgentes, el 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal en el 

artículo 268, especifica cuáles son los delitos graves que por afectar 

de manera importante valores fundamentales de la sociedad se 

clasifican asi. 

Con las reformas actuales se busca y trata de que el 

inculpado busque una conciliación con el interés de la víctima o el 

ofendido a que se le garantice el monto estimado que repare el daño, 

pero en los casos en que existen conflictosgraves entreambos 

intereses, éstos se sujetarán a lo determinado por el legislador en los 

términos que se señalen prefiriendo la libertad de quien no haya sido 

declarado culpable sobre el interés que proteja a la víctima, ello en 

razón de presunción de inocencia y preponderancia de la libertad 

frente a los bienes tutelados por los delitos que alcanzan 

genéricamente ese beneficio, contemplando el juez, circuntacias que 

la ley secundaria señale con respecto de las características del 

inculpado, con profesión u oficio, nivel educativo, familiar, posición 

económica entre otros, podrá disminuir el monto de la caución 

inicial. 
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También cuando el procesado incumpla en forma grave 

con las obligaciones que la propia ley secundaria señale, se faculta al 

juez para decretar la revocación de la libertad cauciona! otorgada. 

Fracción 11.- La garantía de que ningún inculpado podrá ser 

obligado a declarar. se eliminó la expresión: "en su contra". con el fin 

de evitar que la autoridad trate de mermar esta garantía con el 

pretexto de que sólo se podrá definir si ésta es "autoincriminatoria" o 

no hasta conocer el contenido de la declaración, motivando en cierta 

forma que se elimine que el silencio del inculpado pueda ser usado 

como autoincriminación táctica. 

La prohibición de incomunicar, intimidar o torturar al 

inculpado, se contemplan sanciones penales en la ley secundaria para 

autoridades que, por sí o por terceros realicen dicho actos, 

consolidando la protección de los derechos humanos. 

Al garantizar los requisitos de libertad y conciencia del 

inculpado al rendir su declaración, se establecen condiciones legales, 

precisando: "que toda confesión rendida ante el Ministerio Público o 

el juez, o bien ante autoridad diferente, pero sin la presencia de su 

defensor, carecerá de todo valor probatorio", privilegiando asi a 

medios distintos de prueba al de la confesión. 

Fracción IV.- se establece que los careos sean efectuados 

siempre por solicitud del inculpado y en presencia del juez, esta 

medida t'al vez agilice los procedimientos penales por lo que evitará el 
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retraso de los juicios y en su caso, los llamados "careos supletorios"; 

también se suprime el mandato de que los testigos se hallen 

presentes en el lugar del juicio, con el criterio de que toda vez que la 

carga de la prueba sobre la responsabilidad del inculpado recae sobre 

el Ministerio Público. 

Fracción VIII.· los plazos con los que debe concluir un 

preceso penal, los términos constitucionales deben correr en favor v 
nunca en perjuicio, menos cuando se trate de la oportunidad que la 

ley conoce para acreditar su inocencia (el derecho de plazo para 

dictar sentencia está subordinado al derecho de defensa del 

procesado). 

Fraccion IX.· en todo Estado de derecho debe garantizarse 

el derecho a unaa defensa adecuada del inculpado, podrá realizarse 

desde el inicio del proceso por sí, por abogado o por una persona de 

al confianza de aquél. 

La defensa adecuada consistirá en la aportación oportuna 

de pruebas idóneas, la promoción de los medios de impugnación 

frente a los actos de autoridad que afectan los intereses legítimos de 

la defensa, la argumentación sistemática del derecho aplicable al 

caso concreto, la utilización de todos los beneficios que la legislación 

procesal establece par la defensa a fin de evitar los de la injuta 

condena. 
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De acuerdo al objetivo de la defensa adecuada, así corno 

el de procurar la debida información al inculpado y a su defensor 

sobre las garantías que la Constitución consigna a su favor, en la 

reforma se establece el término de abogado para incorporar en este 

concepto a las personas que en los términos de la ley estén 

autorizados para abogar, es decir, para actuar por otros en la causa 

penal, reafirmando el derecho del ejercicio con la facultad del 

defensor para comparecer en todos los actos del proceso, no sólo 

bajo un papel testimonial, sino con la obligación de inervenir en el 

cumplimiento de su deber. 

Ultimo párrafo, en las adecuaciones se eleva a nivel de 

garantía constitucional " la protección de los derechos de la víctima u 

ofendido, reforzando los derechos humanos, no sólo en favor del 

delincuente, sino también en beneficio de la víctima o el ofendido por 

algún delito", ya que se tendrán derecho a recibir asesoría jurídica 

para que satisfaga la reparación del daño si procede, coadyuvar con 

el Ministerio Público y los demás que contemplen las leyes. 

3.6 ARTICULO 119 CONSTIUCIONAL REFORMADO. 

Los poderes de la unión tienen el deber de proteger a lo 

estados contra toda invasión o violencia exterior. En cada caso de 

sublemación o trastorno interior, les prestará igual protección, 

siempre que sean exitados por la legislatura del estado o por su 

ejecutivo, si aquélla no estuviere reunida. 
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Casa Estado y el Distrito Federal están obligados a 

entregar sin demora a los indiciados, procesados o sentenciados, así 

como practicar el aseguramiento y entrega de los objetos, 

intrumentos o productos del delito, atendiendo a la autoridad de 

cualquier otra entidad federativa que los requiera. Estas diligencias se 

practicarán, con intervención de las respectivas Procuradurías 

Generales de Justicia, en los términos de los convenios de 

colaboración que, al efecto. celebren las entidades federativas. Para 

los mismos fines, los estados y el Distrito Federal podrán celebrar 

convenios de colaboración con el Gobierno Federal, quien actuará a 

traés de la Procuraduría General de la República. 

Las extradiciones a requerimiento de Estado extranjero 

serán tramitadas por el Ejecutivo Federal, como la intervención de la 

autoridad judicial en los términos de esta Constitución, los Tratados 

Internacionales que al respecto se suscriban y las leyes 

reglamentarias. En esos casos, el auto de juez que mande cumplir la 

requisitoria será bastante para motivar la detención hasta por 60 días 

naturales. 52 

3. 7 ANALISIS DEL ARTICULO 119 CONSTITUCIONAL. 

Este artículo reformado según decreto publicado en el 

Diario Oficial de la Federación de fecha 25 de octubre de 1993, 

consistente en adicionar como un primer párrafo el texto que aparece 

con antelación, haciendo mención que el rubro TITULO QUINTO en 

donde se encuentra este artículo se le cambió su denominación de la 

"De los Estados de la Federación" por " De los Estados de la 

Federación v del Distrito Federal ". 

52 lbid, pp. 263-264. 
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Con anterioridad se dejaba fuera de los actos de 

estradición al Distrito Federal, no obstante que en la ciudad de 

México en donde está su sede resultaba ideal para el refugio de toda 

clase de delincuentes, los cuales en la actualidad si prodrán ser 

extraditados. 

La ventaja que puede existir en este precepto, es de que 

por medio de la abreviación de procesos se protegerian de una 

manera más amplia a las libertades y que las extradiciones 

interestatales sobre el principio de economía procesal y de 

reciprocidad se podrían agilizar, ya que también indican la obligación 

de cada Estado y el Distrito Federal de entregar, sin demora a los 

indiciados o sentenciados de otra entidad; también se preveé con 

respecto de los trámites de estradición cuando hay orden judicial de 

aprehensión de flagrancia o urgencia, se faculta para que a través de 

los convenios que celebren las entidades federativas bajo la 

intervensión de sus Procuradurías Generales de Justicia se lleve a 

cabo la entrega del indiciado sin demora alguna y entrega de los 

objetos, instrumentos o productos del delito. 

La extradiciones internacionales, la reforma faculta 

directamente al Ejecutivo Federal para que las lleve a cabo incluyendo 

la intervención de la autoridad judicial, en términos de la Carta 

Magna, leyes reglamentarias y Tratados Internacionales. Y con el fin 

de asegurar a la persona cuya extradición se solicita se ratifica que 
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sólo un mandato judicial podrá posibilitar su detención, por laque se 

reproduce el plazo de dos meses que anteriormente se establecía. 

3.8 COMENTARIO POR EL DR. R. DELGADO MOYA AL 

ARTICULO 16. 

La garantía de legalidad establecida en este artículo más 

virtualmente, real v efectiva salvaguarda a toda persona física o 

moral de cuaquier acto de autoridad que atañe la menor violación de 

todas y cada una de las garantías establecidas por la Constitución 

Política de los Estados Unidas Mexicanos. Pudiendo decirse que es la 

"garantías de todas las demás garantías". 

Este artículo 16 Constitucional, es uno de los preceptos 

de m1wor protección a los gobernados, sobre todo a través de la 

garantía de legalidad que consagra ( palabras de l. Burgos l. la cual y 

dadas sus extenciones y efectividades jurídicas pone a la persona a 

salvo de todo acto de mera o simple afectación en su esfera de 

derechos, que no sólo sea arbitrario, que no esté basado en la norma 

legal, contrario a cualquier otro precepto normativo aplicable, 

independientemente de la jerarquía o de la naturaleza del 

ordenamieno de su procedencia. 

Su eficacia jurídica reside en el hecho de que por su 

mediación, se protege todo el sistema de derecho mexicano positivo 

y vigente.que va desde el más simple ordenamiento hasta la propia 

Contitución; de ahí proviene su trascendencia tan importantísima. 
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Este artículo fué reformado por decreto publicado en el 

Diario Oficial de la Federación del día 3 de septiembre de 1993 y de 

la fe de erratas al mismo decreto del día 6, con vigencia de la 

reforma correspondiente y del Artículo Primero Transitorio relativo, el 

dla cuatro del mismo mes y año, su fe de erratas indica su vigencia e 

inicia el día siete de septiembre de mil novecientos noventa Y tres. 

Este precepto comprende una innovación con respecto a 

su nuevo formato, parte del texto de su primer párrafo e incluso 

retomado, actualmente dividido en tres párrafo y modificado el 

contexto de la figura delictiva o " tipo penal del delito " l ilícito l. 

com anterioridad dentro del primer párrafo se establecía: "No podrá 

librarse ninguna orden de aprehensión a no ser por la autoridad 

judicial, sin que preceda denuncia, acusación o querella de un hecho 

determinado que la ley castigue con pena corporal, y sin que estén 

apoyadas por declaración, bajo protesta, de persona digna de fe o por 

otrs datos que hagan probable la responsabilidad del inculpado, 

hecha excepción en casos de flagrante delito, en que cualquier 

persona pueda aprehender al delincuente y a sus cómplices 

poniéndolos, sin demora a la disposición del autoridad inmediata". 

Con la reforma ahora se estipula: "no podrá librarse orden 

de aprehensión si no por la autoridad judicial y sin que precerda 

denuncia, acusación o querella de un hecho determinado que la ley 

señale como delito, sancionado cuando menos con pena privativa de 
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la libertad y existen datos que acrediten los elementos que integren 

el tipo penal v la probable responsabilidad del inculpado". 

Este artículo antes de la reforma, estaba compuesto o 

integrado por cuatro párrafos.en la actualidad se compone de ocho 

párrafos, más los otros que quedaron tal cual y continúan igual. 

Con la reforma se establece que la detención de los 

presuntos responsables o simplemente indiciados, un término 

perentorio para que se realice la investigación por el Ministerio 

Público. En el séptimo párrafo se prescribe: "ningún indiciado podra 

ser retenido por el Ministerio Público por más de 48 horas, plazo en 

que deberá ordenerse su libertad o ponérsela a disposición de la 

autoridad judicial; plazo que podrá duplicarse en los casos que la ley 

prevea como delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente 

dispuesto será sancionado por la ley penal" ,53 

ARTICULO 19 CONSTITUCIONAL. 

Para los representantes del Senado de la República, 

algunos mieMbros de la Comisión observo la necesidad de reformarlo 

debidos a motivos de coherencia, como son: 

• necesidad de precisar que el plazo perentorio de 72 

horas para el juez corre desde el momento en que sea puesto asu 

disposición. Actualmente se precisan (como derivación de una 

interpretación sistemática) en relación al primer párrafo de la fracción 

XVIII del artículo 107 Constitucional. 

22 lbid, pp. 66-67 
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El objetivo de la reforma persigue determinar claramente 

la competencia formal y material, la referencia temporal que rige en 

actos de molestias en materia penal. 

- La necesidad de hacer compatible los externos de prueba 

que rigen para la orden de aprehensión con los del auto de formal 

prisión, en su caso, con el de sujeción o proceso, tratando e sueprar 

al ambiguo término de "cuerpo del delito" poe el de "elementos que 

integran el tipo penal" y con ellos clarifican los requisitos que deben 

ser considerados por el juez para fundar y motivar el auto de formal 

prisión o de sujeción a proceso. Fortaleciéndose por ende la seguridad 

jurídica de los gobernados, al aclararse la obligación por parte de la 

autoridad, de verificar la existencia del hecho delictuoso, además de 

la probable responsabilidad del inculpado. 

- La necesidad por razones sistemáticas de incorporar lo 

que disponen los párrafos primero v segundo del artículo 107 

fracción XVIII para justificar la traslación del tercero y cuarto párrafos 

del numeral 16. 

-Establecer en los términos que motivan la reforma de la 

fracción XVII del artículo 20 Constitucional que la garantía de plazo 

siempre es en beneficio del inculpado, puediendo éste renunciar a 

élla, siempre y cuando sea para ejercer plenamente la garantía de 

defensa. 54 

54 Diario de los Oebales, op, cit. p.40. 
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La propuesta realizada por algunos legisladores de 

establcer para el artículo 1 9 " el derecho de inculpado a que se 

duplique el término de 72 horas ", fue considrada inconveniente, ya 

que la generalizacion de esta medida puede resultar benefica en 

algnas entidades, pero en otras no es necesaria. 

El artículo 19 fué reformado (0. O. de la F. del día 3 y 6 

de septiembre de 1993) totalmente en su primer párrafo y en su 

segundo párrafo con el agregado: "o de sujeción a proceso", frase 

agregada. 

El Dr. Durán Delgado nos dice, que la redacción es 

completamente nueva del párrafo que se menciona, aparece más 

técnica, anteriormente: "ninguna detención podrá exceder al término 

de tres días, sin que se justifique con auto de formal prisión, en el 

que se expresará: el delito que se le impute al acusado, los 

elementos que contituyen aquél, lugar, tiempo y circunstancias de 

ejecución de esta disposición hace responsable a la autoridad que 

ordene la detención y a los agentes, ministros, alcaides o carceleros 

que la ejecuten. 55 

ARTICULO 20 CONSTITUCIONAL. 

En este articulo se contemplan todas las garantías que el 

Estado debe respetar a los inculpados en el procedimiento penal; con 

la reforma se contienen cambios como: 

55 Delgado Moya, op. cit. pp. 37·38. 
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- Se propuso sustituir el término: "juicio de orden 

criminal" por el de "proceso de orden penal", al considerarse que con 

ésta nueva expresión se clarifica la fase del procedimiento penal que 

es la competencia del juez. Algunos legisladores cuestionaron el 

empleo de dicho "termino", ya que se contrapone con el de: "juicio" 

a que se refieren los artículos 14 y 23 Constitucionales. 

Observación que se desechó en su redacción Integra del 

artículo 20 plantea "que el concepto de juicio comprende la fase 

jurisdiccional y previa", por lo cual se superó la contradicción. 

Las garantías de vigencia en fase jurisdiccional, con la 

adopción posible por la estructura acusatoria del proceso y se 

extiende aquellas a la fase previa, en lo que se adapta a la naturaleza 

administrativa de la misma. 

Fracción I, se realizaron adecuaciones que amplían la 

garantía para que todo inculpado pueda gozar de la libertad cauciona! 

en mayor medida que la que se contemplaba anteriormente, mediante 

la regla de la media aritmética. Es imperiosos para el juez otorgarlas 

siempre y cuando el inculpado lo solicite, garantice el monto de la 

reparación del daño y de las sanciones pecuniarias que se le 

puedieren imponer, salvo que los delitos en los que por su gravedad 

la ley prohiba obtener el beneficio .. 

Corrrespondiendo al legislador ordinario crear la ley 

secundaria con la contemplación respectiva, haciendo un catálogo 



171 

limitativo de las conductas que permiten definir qué delitos deben ser 

contemplados para no obtener la libertad cauciona!. Debiendo 

adoptar un criterio extremadamente prudente y al que se hizo alusión 

al señalar la obligación del legislador de numerar los delitos que 

autorizan la detención en casos urgentes. 

Es propósito político-penal la medida de hacer el 

señalamiento ampliar el margen de libertades, restringir en su caso 

en lo necesaro el uso de la prisión preventiva. 

Tratando de conciliar el derecho del inculpado con el 

interés de la víctima o del ofendido, a que se le garantice el monto 

estimado de la reparación del daño, sin embargo en los casos en que 

haya un conflicto grave entre los intereses en los términos que señale 

el legislador se deberá preferir el de la libertad de quién no haya sido 

declarado culpable sobre el interés que proteja a la victima, ello en 

razón de la presunción de inocencia y preponderancia de la libertad 

frente a los bienes tutelados por los delitos que alcanzan 

genéricamente ese beneficio. 

Debiendo en todo caso afectarse lo menos posible al 

interés que se sacrifica, por ello el juez, en circunstancias que la 

propia ley secundaria deberá contemplar, atendiendo a las 

características del inculpado, con profesión u oficio, nivel educativo, 

familiar, posición económica entre otras podrá disminuir el monto de 

la caución inicial, en su caso que por los propios acontecimientos que 

se den dentro el proceso hagan factible la disminución. 
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Se otorga la facultad al juzgador para decretar la 

revocación de la libertad caucionar cuando el procesado incumpla en 

forma grave con las obligaciones que la porpia ley secundaria señale. 

Todo el fin de esto, es conciliar el interés de la libertad 

con el carácter publico del proceso penal. 

Fracción 11, la reforma clarifica la garantía de que ningún 

inculpado podrá ser obligado a declarar, por lo que se eliminó la 

expresión: "en su contra", a fin de evitar que la autoridad trate de 

menoscabar esta garantía so pretexto de que sólo hasta conocer el 

contenido de la declaración se podrá definir si ésta es 

autoincriminatoria o no. 

Se busca dejar atrás la práctica de interpretar el silencio 

del inculpado como "autoincriminación táctica" bajo la lógica de 

quien calla esconde. 

Por lo que hace a los derechos humanos, la reforma 

establece la "prohibición de incomunicar, intimidar o torturar al 

inculpado", por lo que se preveé que la ley secundaria contemple 

sanciones penales para autoridades que por sí o por terceros realicen 

dichos actos. 

Toda confesión rendida ante el Ministerio Publico, juez o 

bien autoridad diferente, pero sin la presencia de su defensor, 



173 

carecerá de todo valor probatorio; privilengiando otros medios 

distintos de la prueba al de la confesión, se establecen sanciones 

cuando no se respeten las condiciones legales que garantizan los 

requisitos de libertad y conciencia del inculpado al rendir su 

declaración. 

Fracción IV, el propósito de agilizar todos los 

procedimientos penales, se estipula en la fracción IV, que los careos 

serán efectuados siempre por solicitud del inculpado v en presencia 

del juez, lo cual evitará el retraso de los juicios y en su caso, los 

llamados "careos supletorios". 

Se suprime el mandato de que los testigos se hallan 

presentes en el lugar del juicio, con el criterio de que toda vez que la 

carga de la pueba sobre la responsabilidad del inculpado recae sobre 

el Ministerio Público, dependerá de éste y no de una circunstancia 

fortuita, el llevar las pruebas de cargo al proceso. 56 

Fracción VIII, la reforma contempla los plazos en que debe 

concluir un proceso penal, los términos constitucionales deben correr 

a favor y nunca en su perjuicio, menos cuando se trate de la 

oportunidad que la ley le concede para acreditar su inoncencia. 

Fracción IX, el objetivo de ésta fracción es que en todo 

caso, el Estado de derecho se debe garantizar el derecho a una 

defensa adecuada, la que deberá realizarse desde el inicio del proceso 

por sí, por abogado o por persona de la confianza de aquél. 

56 Diario de los Debates, op. cit. p. 42. 
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Una defensa adecuada consiste en: 

- Aportación oportuna de las pruebas idóneas. 

- Promoción de los medios de impugnación frente a los 

actos de autoridad que afecten los intereses de la defensa. 

- La argumentación sistemática del derecho. aplicable al 

caso concreto. 

- La utilización de todos los beneficios que la legislación 

procesal establece para la defensa a fin de evitar los riesgos del error 

judicial Oos de la injusta condena). 

Para alcanzar este objetivo es fundamental buscar en la 

ley, métodos y procedimientos que permitan fortalecer la defensa, la 

procuración debida de información al inculpado ya su defensor sobre 

las garantías que la Constitución consigna en su favor. 

Se emplea el término de abogado para incorporar dentro 

del concepto a las personas que en términos de ley están autorizadas 

para abogar, para actuar por otros en una causa penal. 57 

El derecho del ejercicio de la defensa se reafirma con la 

facultad del defensor para comparecer en todos los actos del 

proceso, no sólo bajo el papel testimonial, sino con la obligación de 

inervenir en el cumplimiento de su deber. 

57 lbid. p. ~2. 
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proceso, no sólo bajo el papel testimonial. sino con la obligación de 

inervenir en el cumplimiento de su deber. 

Ultimo párrafo, los derechos humanos han llevado al 

análisis del proceso penal, la relación del Estado y el delincuente, la 

víctima en su papel secundario y reclamando indemnización. 

También la sociedad frente a los efectos impunes del 

delito sobre la victima, exige que se le reconozca a la víctima­

of~ndido una mayor presencia en el proceso penal, para ser restituido 

en el ejercicio de sus derechos violados por el delito. 

La iniciativa eleva a nivel de garantía constitucional la 

"protección de lo derechos de la víctima u ofendido", como la 

expresión más genuina de la solidaridad que la sociedad le debe al 

inocente que ha sufrido un daño ilegal. 

El Dr. Durán Delgado Moya comenta de una forma 

conjunta los artículos 19 y 20 Constitucionales y dice: que la 

"Metodología del Derecho" Carnelutti, escribió qu el Código Penal era 

la Carta Magna del delincuente, en su cuerpo normativo se hallaban 

las garantías e incluso prerrogativas a que el delincuente tenía 

derecho. Lo mismo puede decirse acerca de los preceptos in 

commento, se comprenden en ellos las garantías de quiénes son 

detenidos por haber cometido algún delito o que se encuentren 

sujetos a un proceso penal. 
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La garantía relativa a "duración máxima de la detención" 

la cual no podrá exceder de tres días, además de que debe quedar 

debidamente justificada mediante un auto de formal prisión. 

El proceso del orden criminal e instruido a partir de que el 

acusado es puesto a disposición del juez, también debe respetar las 

"garantías del contenido en los propios dispositivos jurídicos que se 

comentan, en síntesis: derecho a la libertad bajo caución, prohibición 

de que el delincuente sea compelido a declarar en su contra v de ser 

incomunicado, hacer de su conocimiento el delito y pesona que lo 

acusa, el derecho a la defensa por conducto de una persona de su 

mayor confianza, de un defensor de oficio en su caso, el derecho a 

presentar pruebas v alegatos y como duración máxima del proceso 

un año, en audiencias públicas. 

El artículo 20 en su fracción 1 antes de la reforma, 

comprendía cuatro párrafos v actualmente sólo tiene "tres", con 

variación sustancialmente notable en su redacción y contenido e 

inclusive, se suprime la "tipología del delito preterintencional a la cual 

anteriormente se mencionaba''. 

En su primer párrafo, conforma a lo ordenado en el 

artículo segundo transitorio del decreto: " ... entrará en vigor al año 

contando a partir de fa presente publicación (Diario Oficial de la 

Federación 3 de septiembre de 1993 y 6 de septiembre de 1993). 



1i7 

Se reformaron las fracciones 11, IV, VIII y IX del articulo in 

commento, el nuevo contenido en la fracción 11," ... Queda prohibida y 

será sancionada por la ley penal, toda incomunicación, intimidación 

o tortura", pretendiéndose dar la más plena vigencia a los derechos 

humanos; en la fracción VIII se establece precisamente que los 

términos que en la misma se estipulan , para que una persona sea 

juzgada por ta comisión de cualquier delito serán cumplidos, salvo 

que solicite un plazo mayor para su defensa. 

En los tres párrafos comprendidos en la fracción X, se 

agregaron dos, con tos que se pretende y se advierte de su lectura, 

que se refuerza la defensa de los derechos humanos en favor del 

delincuente v también en beneficio de la víctima o del ofendido por el 

delito, toda vez, que en este caso se "tendrá derecho a recibir 

asesoría jurldica", a que se satisfaga ta reparación del daño, cuando 

proceda a coadyuvar con et Ministerio Público, a recibir atención 

médica de urgencia y en tos demás que señalen fas leyes. 58 

En et Artículo 107 fracción XVltl, con las reformas a los 

artículos 16 y 19, hubo una translación del contenido de los párrafos 

tercero y cuarto al artículo 16. Lo previsto en los párrafos primero y 

segundo pasó et artícufo19 y se dice, que ese es su lugar preciso y 

no en donde se encontraba, pues ahi se refería al jicio de amparo. 

Medida con la que se fortalece ta "congruencia 

sistemática de la Constitución", además determina los criterios de 

temporalidad para los actos de molestia en materia penal. 

58 Oelga~o Moya, op. cit. pp. 41-43 
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La fracción quedó sin materia procediendo su derogación. 

El Dr. Rubén Delgado Moya comenta la derogación de la 

Fracción XVIII del artículo 107 Constitucional, dice que laderogación 

comprendía cuatro párrafos que eran: 

- Los alcaides y carceleros que no reciban copia autorizada 

del auto de formal prisión de un detenido, dentro de las setenta y 

dos horas que señala el artículo 19, contadas desde que aquél esté a 

disposición de su juez, deberán llamar la atención de éste sobre dicho 

particular en el acto mismo de concluir el término, y si no reciben la 

constancia mencionada, dentro de las tres horas siguientes lo 

pondrán en libertad. 

- Los infractores del articulo citado y de ésta disposición 

serán consignados inmediatamente a la autoridad competente. 

- También será consignado a la autoridad o agente de ella, 

el que, realizada una aprehensión, no pusiere al detenido a 

disposición de su juez, dentro de las veinticuatro horas siguientes. 

- Si la detención se verificare fuera del lugar en que reside 

el juez, al término mencionado se agregara el suficiente para recorrer 

la distancia que hubiere entre dicho lugar y en el que se efectuó la 

detención. 59 

59 Delgado Moya, op. cit. pp. 231·232. 
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Artículo 119, con las extradiciones interestatales se ha 

pretendido adecuar el texto con el espíritu del artículo 121. Se prevé 

la obligación de dar fe y crédito a los actos públicos qe emitan las 

autoridades del orden común. 

Se busca agilizar la tramitación de las extradiciones 

interestatales sobre el principio de la economía procesal y de la 

reciprocidad entre entidades soberanas. 

Protegiendo más certeramente las libertades, mediante la 

abreviación de los procesos. 

Como proposición en el primer párrafo del artículo 1 1 9 se 

haga "la indicación que tiene cada Estado y el Distrito Federal de 

entregar, sin demora, a los indiciados o sentenciados de otra entidad, 

atendiendo a la autoridad que lo reclame. 

En el primer párrafo se preve que la extradición 

interestatal en la hipótesis de los trámites de extradición y en los 

casos que haya orden judicial de aprehensión, flagrancia o urgencia, 

se faculta para que a través de los convenio de colaboración y 

coordinación que celebren las entidades federativas, con intervención 

de sus repectivas Procuradurías Generales de Justicia y se 

instrumente a través de éstos, la entrega del indiciado sin demora 

alguna, el aseguramiento y entrega de los objetos, instrumentos o 

productos del delito. Todo esto permitirá una mejor protección y 
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salvaguarda de los derechos humanos y de las garantías del 

indiciado. 

En el segundo párrafo se contemplan tas extradiciones 

internacionales, la reforma que se propuso, faculta directamente al 

Ejecutivo Federal para que se realicen or su medio. Dentro del 

procedimiento se incluyen intervenciones de la autoridad judicial, en 

tos términos de la propia Constitución, de los Tratados 

Internacionales y de tas leyes reglamentarias. 

Diputados y Senadores mencionaron que en materia de 

extradición internacional debe slavaguardarse la soberanía de ta 

República y el principio de "supremacía nacional que preve el articulo 

133". 

Exigencia unánime de todas las integrantes del Poder 

Constituyente. 

Con el propósito final de asegurar a la personade cuya 

extradición se solicita, pero con la salvaguarda de sus derechos 

fundamentales, se ratifica que sólo un mandato judicial podrá 

posibilitar su detención, por ello se reproduce el plazo de dos meses 

que preve el texto vigente. 

El Dr. Rubén Delgado Moya comenta al respecto del 

artículo 119 Contitucional, que la obligación de cada Estado (anidad 

federativa) incluyéndose al Distrito Federal, de entregar a los 
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criminales de otro estado no contiuye sino la aplicación del principio 

de que en materia penal rige la ley del lugar y el traslado de la 

práctica internacional al orden interestatal. 

Este precepto contenía dos párrafos escuetos y 

restringidos y que a la letra decían: 

• Cada Estado tiene obligación de entregar, sin demora, 

los criminales de otro estado o del extrajero a las autoridades que lo 

reclamen. 

• En estos casos el auto del juez que mande cumplir la 

requisitoria de extradición será bastante para motivar la detención 

por un mes, si se tratare de extradición entre los estados, y por dos 

meses cuando se trate de extradición internacional. 

Su contexto dejaba fuera de los actos de extradición a 

que ahl se aludía, al Distrito Federal no obstante que la ciudad de 

México por su propia ubicación, naturaleza e importancia social, 

política, económica y otros resulta ideal como refugio de 

delincuentes, tos que ahora pueden ser extraditados en la forma y 

términos que se hallan previstos para el efecto. 60 

Con las reformas del 3 de septiembre de 1993 este 

artículo quedó de la siguiente manera: 

60 Delgado Moya, op. cit. pp. 264-266. 
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• Cada Estado v el Distrito Federal tienen la obligación de 

entregar sin demora a los indiciados o sentenciados de otra entidad, 

atendiendo a la autoridad que los reclame. 

• Cuando exista orden judicial de aprehensión v en los 

casos de flagrancia o urgencia, los trámites de extradición, así como 

del aseguramiento v entrega de lo objetos, instrumentos o productos 

del delito, se deberán de desahogar sin demora alguna en los 

términos que establezcan los convenios de colaboración o 

coordinación que celebren las entidades federativas, con intervención 

de sus Procuradurias Generales de Justicia. 

• Las extradiciones a requerimientos de Estado extranjero 

serán tramitadas por el Ejecutivo Federal, con la intervención de la 

autoridad judicial en los términos de esta Constitución, los Tratados 

Internacionales que al respecto se suscriban v las leyes 

reglamentarias. En esos casos, el auto del juez que mande cumplir la 

requisitoria será bastante para motivar la detención hasta por dos 

meses. 

Con posterioridad este artículo fué adicionado con un 

primer párrafo, según Decreto publicado en el Diario Oficial de la 

Federación del día 25 de octubre de 1993. 

En la misma fecha al rubro (TITULO QUINTO), en donde 

se encuentra este artículo se le cambió su denominación de la "DE 
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los Estados de la Federación" que tenia por la "De los Estados de la 

Federación y del Distrito Federal" que hoy ostenta. 

Artículos Transitorios, la presente iniciativa guarda como 

finalidad la ampliación del marco de libertades de los habitantes de la 

República, que se plantea su entrada en vigor a partir del día 

siguiente a su publicación. 

- Consecuentemente, actos de molestia como: 

-Detención en casos urgentes. 

- Ampliación del plazo de retención por el Ministerio 

Público, por ser de naturaleza restrictiva, sólo podrán operar cuando 

el legislador ordinario realice las modificaciones legales y 

correspondientes en los términos que ordena la reforma contitucional. 

Artículo segundo Transitorio en el cual, se exceptúa lo 

relativo a la entrada en vigencia del primer párrafo de la fracción 

primera del artículo 20 Constitucional en lo referente a lo caso en 

que procede el beneficio de la libertad cauciona. toda vez, que 

pospone su vigencia hasta por un año contado desde su publicación, 

a fin de dar oportunidad al Congreso de la Unión y a las Legislaturas 

locales a que definan cuáles serán los delitos que impedirán el 

otorgamiento al inculpado del beneficio. Mientras tanto, se aplicarael 

texto actual, sin perjudicar el derecho del legislador ordinario de 

ampliar garantías durante dicho plazo. 
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Lo anterior se crea ante la necesidad de evitar que los 

procesados por delitos graves se acojan a este beneficio, ante la 

ausencia de una regulación que se los impida con lo cual se llegaría a 

poner en grave riesgo la seguridad pública. 

3.9 CRITICA PERSONAL A LOS PRECEPTOS 

CONSTITUCIONALES REFORMADOS. 

1.- Cuando se manifieste en el dictamen de la Comisión de 

Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, en su 

Consideración, "que las iniciativas plantean como parte del Estado de 

reforma en el ámbito de las garantías individuales en material penal, 

con el propósito de establecer disposiciones para que los particulares 

localicen en la norma jurídica tutela y protección con respecto de 

aquéllos actos de las autoridades encargadas de impartir justicia". 

Nosotros encontramos que como un verdadero análisis 

por parte de la Comisión Legislativa no lo hubo, con los 

planteamintos partidistas en algunos casos ( los más ) los diputados 

hicieron uso de un lenguaje apartado de la más elemental lógica de 

los hechos, de los actos, de los objetivos concretos de las reformas y 

adiciones a los preceptos constitucionales, así como de un 

conocimiento y lenguaje técnico jurídico en las exposiciones que 

como oradores sostuvieron. Por otra parte, algunos cuantos 

diputados expusieron (los menos) con técnica jurídica y con el uso de 

un lenguaje técnico jurídico la defensa en su caso y la exposición 
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partidista, pero que parece no quería ser entendida por los demás 

diputados. 

Con ello lo único que se logra es la pérdida objetiva en los 

fines, deformando en su caso la excelsitud normativa que se persigue 

en la reforma a los artículos constitucionales. 

11.· También se dice que el fin de las iniciativas es 

expresar en el texto contitucional. que las autoridades v los 

gobernados puedan contar con un marco jurídico en el que se 

exprese un equilibrio en el goce de las libertades fundamentales del 

hombre con el deber del Estado de procurar v administrar justicia, 

buscando el perfeccionamiento de las garantías individuales, 

salvaguardando los derechos humanos en materia de procedimientos 

penales en los ámbitos legítimos de la actuación de la autoridad en la 

etapa indagatoria y persecutoria de los delitos, asl como en laetapa 

jurisdiccional de todo procedimiento penal. 

Dentro de este contexto, creemos que es más un esfuerzo 

de los diputados (de la mayoría) por salir airosos del trabajo asignado; 

pero sin que represente su actuación un anhelo propio (personal v de 

su posición política como partido político), se repite, el uso 

inadecuado del lenguaje propio v técnico lo alejan de los objetivos 

primordiales, implicltamente la corrección que se busca a través de la 

reforma se queda trunca, a) contamos con una población 

inmensamente analfabeta, parte de ella, es indígena que habla 

dialectos; se traduce en abuso de la autoridad; bl los tribunales 
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encargados de dar y administrar justicia, compuestos por gente 

negligente, abusiva, sin servicio vocacional al público. 

Entonces podemos decir, se cuenta con el marco jurídico 

para que se respeten: la liberad, los derechos humanos y que cuando 

el individuo sea sujeto de un proceso penal los preceptos 

contitucionales se apliquen positivamente en su favor, pero en el 

caso de los delincuentes, ¿qué sucede? Toda esta serie de garantías 

le beneficiarán y se prestará al abuso, como lo fué el abuso anterior y 

que dió margen a las reformas buscando un equilibrio más avanzado, 

entre autoridades y gobernados. En tanto no se cambien las 

men~alidades de los que de una forma u otra tienen que ver con el 

aparato judicial, de la política económica en lo general para el pueblo, 

de educación y cultura, así como de un trabajo en las condiciones 

que sean lo más positivas, dentro de lo que serla propiamente 

derechos humanos, ni el Ejecutivo, ni el Legislativo o el Judicial 

podrán lograr avances significativos en la salvaguarda de los valores 

del hombre, de la obligación del Estado de tutelarlos y defenderlos 

cabalmente como lo dispone la constitución. 

Sin embargo esperamos que en la práctica esto se 

traduzca en avances en beneficio de los individuos (indiciados y 

víctimas) v para el Estado al procurar y administrar justicia en los 

juicios criminales. 

111.- Conforme a las adiciones v reformas a diversos 

artículos constitucionales, creemos que: 
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- Artículo 16, el aglutinar diversas disposiciones que 

conllevan una mejorada técnica jurídica, precisión y claridad al 

precepto, reafirmando los requisitos de competencia, motivación y 

fundamentación. Lo creemos positivo en lo específico, pero al 

referirnos al aglutamiento, creemos que se hizo un "super artículo" y 

que para muchos gobernados es dificil de entender, por más que los 

legisladores digan que usaron un lenguaje entendible. 

- En el segundo párrafo, es positiva la confirmación de la 

orden de aprehensión por la autoridad judicial así como de su 

autonomía; la reafirmación de la regla al requisito de procedencia 

(denuncia, acusación o querella); la limitación del delito y su sanción; 

la precisión de los externos de prueba para afectación de la libertad 

(elementos tipo penal y presunta responsabilidad); se suprimen 

ambiguiedades del texto anterior; la coordinación y precisión procesal 

de los artículos 16 y 19 contitucionales (teoría deldereco penal 

sustantivo actuado en la política penal del Estado Mexicano, no como 

teorlas independientes). 

- En el tercer párrafo, creemos también positiva la 

incorporación del tercero y cuarto párrafo de la fracción XVIII del 

artículo 107, pecisa término disposición del detenido ante el juez; 

aislaba esta fracción lo conducente a la materia de amaparo. 

- Cuarto párrafo, detención en casos de flagrancia, 

creemos que también es positiva la medida. 
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• Quinto párrafo, detención en casos urgentes, lo creemos 

positivo y benéfico para el detenido, limitado al Ministerio Público e 

los demás casos e imponiéndole condición en la excepción. La 

obligación para el legislador ordinario de hacer la relación limitativa 

de los delitos graves que justifiquen la detención en casos urgentes. 

• Sexto párrafo, también creemos positivo que el control 

de legalidad por parte del juez en las detenciones de flagrancia o 

urgencia, la calificación de legalidad o ilegalidad del acto concreto de 

la detención. 

• Séptimo párrafo, la definición del plazo para el Ministerio 

Público en la retención de una persona 148 horas) y la duplicación del 

plazo cuando se trata de delincuencia organizada; creyéndole positivo 

también. 

En tanto se refiere al artículo 19, la reforma por motivos 

coherentes, 1 l precisión del plazo 72 horas para que el juez resuelva 

situación jurídica (momento consignación y disposición); 2) 

compatibilidad de los extremos de prueba en la orden de aprehensión 

con el auto de formal prisión (elementos del tipo penal y presunta 

responsabilidad) para fundar y motivar el juez el auto; 3) términos del 

artículo 20 de la garantía del plazo en beneficio del inculpado. De 

conjuto a nuestro modo de ver, son positivos los beneficios. 
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Artículo 20. fracción 1 se refere a la ampliación de la 

garantía del inculpado para gozar de la libertad cauciona! y su 

solicitud, Ja garantía de reparación del daño y sanciones pecuniarias 

(evitando Ja prisión preventiva). 

Fracción 11, creemos importantísimo que con la reforma se 

halla beneficiado al inculpado, pues no podrá ser obligado a declarar 

en su contra, se desecha el silencio del inculpado como 

autocriminatoria, prohibe la incomunicación, intimidación o tortura , 

define la confesión ante Ja presencia de su defensor o persona de su 

confianza, en caso contrario, carecerán de todo valor probatorio las 

declaraciones y actuaciones judiciales. 

Fracción IV , también creemos positivo la agilización 

procedimental, los careos a solicitud del juez y con el fin de evitar 

dilación en los procedimientos. 

Fracción VIII, los plazos de conclusión de todo porceso 

penal y la forma en que operan los términos en favor y nunca en su 

perjuicio del inculpado para que acredite su inocencia. También los 

creemos positivos, evitan los abusos que se cometían contra los 

procesados por autoridades v defensores, Jo que se contempla en la 

Fracción siguiente. 

Fracción IX, creemos importantísima esta disposición, 

limita, obliga al defensor a proporcionar asesoría adecuada, estar 

presente en todos los actos, aportación oportuna de pruebas, 
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impugnación de los actos de autoridad que afecten los intereses 

legitimes de la defensa, información debida al inculpado y defensor. 
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CAPITULO IV. 

4.- LEY SUSTANTIVA PENAL. 

Para los sujetos a que se refieren las fracciones VI, VII v 
VIII se aplicará la punibilidad dispuesta por el artlculo 64 bis de este 

Código. 

Causas de exclusión del delito. 

Articulo 15.- El delito se excluye cuando. 

1.- El hecho se realice sin intervención de la voluntad del 

agente. 

11.- Falte alguno de los elementos del tipo penal del delito 

de que se trate. 

111.- Se actúe con el consentimiento del titular del bien 

jurldico afectado.siempre que se llenen los siguientes requisitos: 

a) Que el bien jurldico sea disponible; 

b) Que el titular del bien tenga fa capacidad jurldica para 

disponer libremente del mismo; v 
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c) Que el consentimiento sea expreso o tásito y sin que 

medie algún vicio; o bien, que el hecho se realice en circunstancias 

tales que permitan fundadamente presumir que, de haberse 

consultado al titular, éste hubiese otorgado el mismo. 

Artículo 16.· Al que se exceda en los caso de legítima 

defensa, estado de necesdiad, cumplimiento de un deber o ejercicio 

de un derecho a que se refieren las fracciones IV, V, VI del artículo 

1 5, se le impondrá la pena del delito culposo. 

Artículo 17 .• Las Causas de exclusión del delito se 

investigarán y resolverán de oficio o a petición de parte, encuaquier 

estado del procedimiento. 

Artículo 27 .•... El trabajo en favor de la comunidad puede 

ser pena autónoma o sustitutivo de la prisión o de la multa, ... 

Articulo 29 .•... La multa consistente en el pago de una 

cantidad de dinero al Estado, que se fijará por dias y multa, .. 

Articulo 30.- •.. 

l.· ... 

11.· La indemnización del daño material y moral causado, 

incluyendo el pago de los tratamientos curativos que, como 
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consecuencia del delito, sean necesarios para la recuperación de la 

salud de la víctima; y 

111.- El resarcimiento de los perjuicios ocasionados. 

Artículo 31 bis.- En todo proceso penal el Ministerio 

Pllblico estará obligado a solicitar, en su caso, la condena de lo 

relativo a la reparación del daño y el juez a resolver lo conducente ... 

Articulo 32 .- Están obligados a reparar el daño en los 

términos del artículo 29: 

1, 11, 111, IVyV ... 

VI.- El estado, solidariamente, por los delitos dolosos de 

sus servidores pllblicos realizados con motivo del ejercicio de sus 

funciones ... 

Artículo 34.- La reparación del daño proveniente de delito 

que deba ser hecha por el delincuente tiene el carácter de pena 

pllblica y se exigirá de oficio por el Ministerio Pllblico ... 

Artículo 35.- Los depósitos que garanticen la libertad 

cauciona! se aplicarán como pago preventivo a la reparación del daño 

cuando el inculpado se substraiga a la acción de la justicia ... 
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Artículo 37 .· La reparación del daño se mandará hacer 

efectiva, en la misma forma que la multa, ... 

Artículo 52.· El juez fijará las penas v medidas de 

seguridad que estime justas v procedentes dentro de los límites 

señalados para cada delito, con base en la gravedad del ilícito v el 

grado de culpabilidad del agente, teniendo en cuenta: 

1, 11, 111, IV, V, VI, y VII ... 

Artículo 59 bis.· Se deroga. 

Aplicación de las sanciones a los delitos culposos. 

Artículo 60.· En los casos de delitos culposos se impondrá 

hasta una cuarta parte de la pena medidas de seguridad asignadas 

por la ley al tipo básico de delito doloso ... 

Las sanciones por delito culposo sólo se impondrán econ 

relación a los delitos previstos en los siguientes artículos: 150, 167 

fracción VI, 169, 199 bis, 290, 291, 292, 293, 302, 307, 323, 

397, 399 de este Código ... 

Artículo 61.· En los caso a que se refieren la primera pane 

del primer párrafo del artículo anterior se exceptúa la reparación del 

daño .•• 
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Artículo 62.- Cuando por culpa se ocasione un daño en 

propiedad ajena que no sea mayor del equivalente a cien veces el 

salario mínimo se sancionara con multa hasta por el valor del daño 

causado, más la reparación del daño ... 

Artículo 63.· al responsable de tentativa punible se le 

aplicará a juicio del juez y teniendo en consideración las prevenciones 

de los artículos 12 y 52, hasta las dos terceras partes de la sanción 

que se le debiera imponerse de haberse consumado el delito que se 

quiso realizar salvo disposición en contrario, ... 

Aplicación de las sanciones en caso de concurso, delito 

continuado, complicidad, reincidencia y error vencible. 

Artículo 64.- ... 

En caso de concurso real se impondrá las made las penas 

de los delitos cometidos. 

Artículo 64 bis.- En los casos previstos por las fracciones 

VI, VII y VIII del artículo 13 se impondrá como pena hasta las tres 

cuartas partes de la correspondiente al delito de que se trate y, en su 

caso, de acuerdo con la modalidad respectiva. 

Artículo 65.- La reincidencia a que se refiere el artículo 20 

será tomada en cuenta para la individualización judicial de la pena, así 
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como para el otorgamiento o no de los beneficios o de los 

substitutivos penales que la ley prevea ... 

Artículo 66.· En caso de que el error a que se refiere el 

inicio al de la fracción VIII del artículo 15 sea vencible, se impondrá 

la punid ad del delito culposo ... 

Artículo 69 bis.- Si la capacidad del autor, de comprender 

el carácer ilícito del hecho o de determinarse de acuerdo con la 

comprensión ... 

Artículo 70.- ... 

1a111.· ... 

Artículo 71 •• El juez dejará sin efecto la sustitución y 

ordenará que se ejecute la pena de prisión impuesta ... 

Artículo 85.· La libertad preparatoria no se concederá a 

los sentenciados por algunos de los delitos contra la salud en materia 

de narcóticos previstos en los artículos 194 y 196 bis; ... 

Articulo 86.· ... 

l.· ... 
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11.· Si el liberado es condenado por nuevo delito doloso 

mediante sentencia ejecutoriada, en cuyo caso será de oficio de 

revocación; ... 

Articulo 90.· ... 

l.· ... 

al ... 

bl Que el sentenciado no sea reincidente por delito doloso 

y, ... 

cl ... 

el Se deroga. 

11.· a VI.· ... 

VII.· Si durante el término de duración de la pena, desde la 

fecha de la sentencia que cause ejecutoria el condenado no diere 

lugar a nuevo proceso por delito doloso que concluya con sentencia 

condenatoria se considerará extinguida la sanción fijada en aquella, ... 

VIII.· Los hechos que originan el nevo proceso 

interrumpen el término a que se refiere la fracción VII, ... 
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IX a X.- ... 

Artículo 93.- El perdón del ofendido o del legitimado para 

hacerlo u otorgarlo extingue la acción penal respecto de los delitos 

que se persiguen por querella, siempre que se conceda ante el 

Ministerio Público ... 

Artículo 107.- ... 

Pero una vez llenado el requisito de procedibilidad dentro 

del plazo antes mencionado, la prescripción según las reglas para los 

delitos perseguibles de oficio. 

Artículo 11 O.· ... 

La prescripción de las acciones se iterrumpirá también por 

el requerimiento de auxilio en la investigación del delito o del 

delincuente, ... 

Artículo 111 .· Las prevenciones contenidas en los dos 

primeros párrafos v en el primer párrafo del tercer caso del artículo, 

no operarán las actuaciones se practiquen después de que haya 

transcurrido la mitad del lapso necesario para la prescripción ... 

(exceptuando la fracción a que se refiere el articulo 107). 

Artículo 115.- La prescripción de la sanción privativa de 

libertad sólo se interrumpe aprehendiendo al reo ... 
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Artículo 153.- Si la aprehensión del prófugo se lograre por 

gestiones del responsable de la evasión se aplicarán a este ... 

Artículo 158.- Se impondrán de 15 a 90 jornadas de 

trabajo a favor de la comunidad. 

1y11.- ... 

Artículo 164.- ... 

Cuando el miembro de la asociación sea o haya sido 

servidor público de alguna corporación judicial ... 

Artículo 172 bis.- Al que para la realización de actividades 

delictivas utilice o permita el uso de aeródromos, aeropuerto, ... 

Artículo 178.- al que, sin causa legítima, rehuse a prestar 

un servicio de interés público a que la ley lo obligue ... 

Artículo 187 .- al que quebrante los sellos puestos por 

orden de la autoridad pública ... 

Artículo 225.- ... 
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IX.· Abstenerse injustificadamente de hacer la 

consignación que corresponda de una persona que se encuentre 

detenida ... 

Artículo 228.· ... 

1.- Además de las sanciones fijadas para los delitos que 

resulten consumados, ... 

Artículo 231.· Se impondrá de dos a seis años de 

prisión ... 

Artículo 24 7 .• Se impondrá de dos a seis años, ... 

Artículo 248 bis.· Al que con el propósito de inculpar a 

alguien como responsable de un delito ante la autoridad ... 

4. 1 COOIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 

Artículo 1.- ... 

1 a VII.· ... 

Si en cualquiera de esos procedimientos algún menor a 

incapaz se ve relacionado con los hechos objeto de ellos .... 
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Articulo 2.- Compete al Ministerio Público Federal llevar a 

cabo la Averiguación Previa ... 

Artículo 3.- La Policía Judicial Federal actuará bajo la 

autoridad y el mando inmediato del Ministerio Público Federal, ... 

Artículo 4.- Durante estos procedimientos, el Ministerio 

Público y la Policía Judicial bajo el mando de aquél, ... 

Artículo 10.- ... 

En caso de concurso de delitos, el Ministerio Público 

Federal, será competente para conocer, ... 

Artículo 16.· ... 

A las actuaciones de averiguación previa sólo podrán 

tener acceso, ... 

Artículo 38.· Cuando en las actuaciones estén acreditados 

los elementos que integren el tipo de delito de que se trate. 

Articulo 45.· Las diligencias de averiguación previa que 

deba practicarse fuera del lugar en que se está tramitando alguna 

averiguación ... 



202 

Artículo 113.- El Ministerio Público y sus auxiliares de 

acuerdo con las órdenes que reciban de aquéllos, están obligados 

aproceder de oficio, ... 

Artículo 123.- Inmediatamente que el Ministerio Público 

Federal o los funcionarios encargados de practicar en su auxilio 

diligencias de averiguación previa ... 

Artículo 126.- Cuando una autoridad auxiliar del Ministerio 

Público practique con ese carácter diligencia de averiguación 

previa, ... 

Artículo 128.- Cuando el inculpado fuese detenido o se 

presentare voluntariamente ante el Ministerio Público Federal, ... 

Artículo 132.- En la práctica de diligencias de 

averiguación previa se aplicarán en lo conducente las disposiciones 

del Título Sexto de este Código. 

Artículo 134.- En cuanto aparezca de la averiguación 

previa que se han acreditado los elementos del tipo penal del delito y 

la probable responsabilidad del indiciado ... 

Artículo 135 bis.- Se considerará al inculpado la libertad 

sin caución alguna, por el Ministerio Público o por el juez ... 
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Artículo , 38.- También se considerarán los 

procedimientos concernientes a delitos culposos ... 

Artículo 14 1 .- En todo procedimiento penal, la víctima o el 

ofendido por algún delito tendrá derecho a ... 

Artículo 142.- Tratándose de consignaciones sin detenido, 

el tribunal ante el cual se ejercite la acción penal radicará el asunto 

dentro del término de dos días, ... 

Artículo 1 52.- El proceso se tramitará en forma sumaria 

en los siguientes casos, ... 

Artículo 1 55.- La declaración preparatoria se rendirá en 

forma oral o escrita, por el inculpado, quien podrá ser asesorado por 

su defensor, ... 

Artículo 1 5 7 .- En los casos a que se refiere el segundo 

párrafo del artículo 1 35, ... 

Artículo 161 .-..• 

1.-•.. 

11.- Que estén acreditados los elementos del tipo del delito 

que tenga señalada sanción privativa de la libertad ... 
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Comprobación de los elementos del tipo del delito que 

tenga señalada sanción privativa de la libertad ... 

Artículo 168.· El Ministerio Público acreditará los 

elementos del tipo penal del delito de que se trate v la probable 

responsabilidad del inculpado como base del ejercicio de la acción 

penal .•. 

Artículo 180.· Para la comprobación de los elementos del 

tipo penal v de la probable responsabilidad del inculpado, ... 

Artículo 193.- En los caso de delito flagrante, cualquier 

persona puede detener al indiciado poniéndolo sin demora a 

disposición de la autoridad inmediata v ésta, ... 

Artículo 194.- En caso urgentes el Ministerio Público 

podrá, bajo su responsabilidad, ordenar por escrito la detención de 

una persona, fundando v expresando los indicios que acrediten: ... 

Artículo 194 bis.· En los casos de delito flagrante v en los 

urgentes, ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público 

por más de cuarenta y ocho horas, plazo en el que deberá ordenar su 

libertad o ponerlo a disposición de autoridad judicial. .. 

Artículo 1 9 7 .• ... 
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Las personas que se encuentren internadas en centros de 

reclusión de alta seguridad, podrán ser trasladadas a otro centro ... 

Articulo 249.- ... 

El Ministerio Público, el inculpado, el defensor, la víctima 

u ofendidos, tendrán derecho a interrogar al testigo, ... 

Artículo 265.- con excepción delos mencionados en la 

fracción IV del artículo 20 de la Constitución, que sólo se celebrarán 

si el procesado o su defensor lo solicita, ... 

Artículo 287.- ... 

1.- ... 

11.- Que sea hecha ante el Ministerio Público o el tribunal 

de la causa, con asistencia de su defensor o persona de su confianza, 

y que el inculpado este debidamente informado del procedimiento y 

del proceso ... 

Artlculo 306.- En la audiencia podrán interrogar al 

acusado sobre los hechos materia del juicio, el juez, el Miniterio 

Público y la defensa, ... 

Artlculo 367 .- ... 
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lalll.- ... 

111 bis.· Los autos que ratifiquen la constitucionalidad de 

una detención a que se refiere el párrafo sexto del artículo 1 6 

Constitucional; ..• 

Artículo 388.· ... 

1 a VII.· ... 

VII bis~- Por existir omisiones graves de la defensa en 

perjuicio del sentenciado; se reputan como omisiones graves de la 

defensa ..• 

Artículo 399.· Todo inculpado tendrá derecho durane la 

averiguación previa o en el proceso a ser puesto en libertad 

provisional, inmediatamente que lo solicite, si se reúnen los 

siguientes requisitos: ... 

Artículo 412.· cuando el inculpado haya garantizado por si 

mismo su libertad con depósito, prenda, hipoteca o fideicomiso, 

aquella se le revocará en los casos siguientes: ... 

Artículo 413.· Cuando un tercero haya grantizado la 

libertad del inculpado por medio de depósito en efectivo de fianza, 

prenda, hipoteca o fideicomiso ... 
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Artículo 422.· cuando en cualquier estado de la intrucción 

y después de dictado el auto de formal prisión, aparezca plenamente 

desvanecidos los datos que sirvieron para comprobar los elemenos 

del tipo del delito, ... 

4.2 CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 

DISTRITO FEDERAL. 

En la Ley Adjetiva Penal. 

Artículo 3.· Corresponde al Ministerio Público: 

1.- Dirigir a la Policfa Judicial en la investigación que éste 

haga para comprobar los elementos del tipo ordenándole la práctica 

de las diligencias que, ... 

Artículo 4.· Cuando de la averiguación previa no aparezca 

detención de persona alguna, el Miniterio Público practicará todas las 

diligencias necesarias, ... 

Artículo 9.- En todo proceso penal la víctima o el ofendido 

por algún delito tendrán derecho a recibir asesoría jurídica, ... 

Artículo 28.· Todo tribunal o juez cuando estén 

comprobados los elementos del tipo penal, dictarán oportunamente ... 
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Artículo 29.- Si en la secuela de un proceso apareciere 

que se ha cometido un delito distinto del que se persigue, deberá ser 

objeto de averiguación separada, ... 

Artículo 34.- Las fianzas que deban otorgar ante los 

jueces y tribunales penales y Ministerio Público, se sujetarán a las 

reglas del Código Civil y en lo conducente, ... 

Artículo 35.- Cuando haya temor fundado de que el 

obligado a la reparación del daño oculte o enajene los bienes en que 

deba hacerse efectiva dicha reparación, ... 

Artículo 36.- Cuando se haya negado la orden de 

aprehensión o de comparecencia, o dictado el auto de libertad por 

falta de elementos para procesar, ... 

Artículo 37.- Los jueces, tribunales y el Ministerio Público, 

en todo lo que la ley no prohiba o prevenga expresamente, ... 

Artículo 66.- El inculpado, durante la audiencia, sólo podrá 

comunicarse con sus defensores, sin poder dirigir la palabra al 

público, ... 

Artículo 69.- En todas las audiencias el inculpado podra 

defenderse por sí mismo o por las personas que nombre 

libremente, ..• 
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Artículo 72.- Toda resolución judicial expresará la fecha 

en que se pronuncie; ... 

Articulo 82.- Cuando el inculpado autorice a su defensor 

para oir notificaciones, citaciones, emplazamientos o requerimientos, 

practicados con éste, •.. 

Articulo 1 OO.· ... 

11.- Que el indiciado no haya pretendido sustraerse a la 

acción de la justicia abandonando al lesionado, ... 

Artículo 122.- El Ministerio Público acreditará los 

elementos del tipo penal del delito de que se trate y la probable 

responsabilidad del inculpado, ... 

Artículo 124.· Para la comprobación de los elementos del 

tipo penal y la probable o plena responsabilidad del inculpado, ... 

Aprehensión, detención o comparecencia del inculpado. 

Artículo 132.· Para que un juez pueda librar orden de 

aprehensión, se requiere, ... 

Artículo 133.- En los casos a que se refiere el tercer 

párrafo del artículo 271 de este Código, v en todos aquellos en que 

el delito no de lugar a la aprehensión, ... 
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Artículo 1 34.· Siempre que se lleve a cabo una 

aprehensión en virtud de orden judicial, quién la hubiere ejecutado 

deberá poner al aprehendido, ... 

Artículo 134 bis.- ... 

El Ministerio Público evitará que el probable responsale 

sea incomunicado, intimidado o torturado ... 

Confesión Instalación del procedimiento. 

Artículo 262.· Los agentes del Ministerio Público, y sus 

auxiliares, de acuerdo a las órdenes que reciben de aquellos, ... 

Artículo 264.- Cuando para la persecución de los delitos, 

sean necesaria la querella de parte ofendida, bastará que ésta, ... 

Artículo 266.- El Ministerio Público v la Policía Judicial a 

su mando están obligados a detener al responsable, ... 

Artículo 267.- Se entiende que existe delito flagrante no 

sólo cuando la persona es detenida en el momento de estarlo 

cometiendo, si no cuando, depués de ejecutado el hecho 

delictuoso, .•. 

Artículo 268.· Habrá caso urgente cuando: ... 
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Artículo 268 bis.- en los caso de delito flagrante v en los 

casos urgentes, ningún indiciado podrá ser retenido por el Miniserio 

Público por más de cuarenta y ocho horas, ... 

Artículo 269.· Cuando el inculpado fuere detenido o se 

presentare voluntariamente ante el Ministerio Público se procedera de 

inmediato en la siguiente forma: ... 

Artículo 136.- La confesión es la declaración voluntaria 

hecha por persona no menor de dieciocho años, en pleno uno de sus 

facultades mentales, rendida ante el Ministerio Público, ... 

Artfculo 249.· La confesión ante el Ministerio Público y 

ante el juez deberá reunir los siguientes requisitos: ... 

Diligencias de Averiguación Previa. 

Artículo 271.· El Ministerio Público que conozca un hecho 

delictuoso, hará que tanto el ofendido como el probable responsable 

sean examinados inmediatamente por los medicas legistas, ... 

Artfculo 272.- La autoridad que ejecute una orden judicial 

de aprehensión, deberá poner al inculpado adisposición del juez que 

la libró, ... 

Artfculo 274.· ... 
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1.- ... 

11.- Las pruebas que suministren las personas que rindan 

el parte o hagan la denuncia, así como las que se recojan en el lugar 

de los hechos. 

Artículo 285 bis.- En la averiguación previa en contrade 

alguna persona que no hable o no entienda suficiente el idioma 

castellano, se le nombrará un traductor desde el primer día de su 

detención. 

Artículo 286 bis.- cuando aparezca de la averiguación 

previa que existe denuncia o querella, que se han reunido los 

requisitos previos que en su caso exija la ley ... 

Artículo 287 .- Dentro de las cuarenta y ocho horas 

contadas desde que el indiciado ha quedado a la disposición de la 

autoridad judicial encargada de practicar la instrucción, ... 

Artículo 288.- Esta diligencia se practicará en un local en 

que el público pueda tener libre acceso, ... 

Artículo 289.- En ningún caso, y por ningún motivo, podrá 

la autoridad emplear la incomunicación, ... 
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Artículo 290.- La declaración preparatoria comenzara por 

los generales del iniciado, ... 

Artículo 292.- El agente del Ministerio Público v la 

defensa tendrán el derecho de interrogar al procesado, ... 

Artículo 293.- El inculpado podrá redactar sus 

contestaciones; •.. 

Artículo 294.- Terminada la declaración u obtenida la 

manifestación del indiciado de que no desea declarar, ... 

Artículo 295.- El juez interrogará al inculpado sobre su 

participación en los hechos imputados, y practicará careos entre el 

inculpado y los testigos que hayan declarad'o en su contra v 
estuvieren en el lugar del juicio, ... 

Artículo 296.- Si el inculpado tuviere varios de tensores .... 

Auto de Formal Prisión o de Sujeción a Proceso y Libertad 

por Falta de Elementos para Porcesar. 

Artículo 297 .- Todo auto de formal prisión deberá reunir 

los siguientes requisitos: ... 
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Articulo 299.- El auto de formal prisión se notificará 

inmediatamente que se dicte, al procesado, si estuviere detenido, y al 

establecimiento de detención, ... 

Articulo 302.- El auto de libertad por falta de elementos· 

para procesar se fundará en la falta de pruebas relativas a la 

existencia de los elementos del tipo de la probable responsabilidad 

del consignado; ... 

Anículo 303.- Cuando el juez deba dictar auto de 

libenad, ... 

Anlculo 304 bis.- El auto de formal prisión o el auto de 

sujeción a proceso se dictará por el delito que realmente aparezca 

comprobado, .. 

Anlculo 305.· Se seguirá procedimiento sumario cuando 

se trate de delito flagrante, ... 

Anlculo 306.- Reunidos los requisitos a que serefiere e! 

articulo anterior, ... 

Articulo 307.- Abierto el procedimiento sumario, las 

partes dispondrán de tres dlas comunes, contados dede el siguiente 

de la notificación del auto de forma, ... 
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Artículo 420.- al notificarse la sentencia definitiva, se 

hará saber al procesado el plazo que la ley concede para interponer el 

recurso de aplelación, ... 

Artículo 431 .-... 

1 a VI.-... 

VI bis.- Por existir omisiones graves de la defensa en 

perjuicio del sentenciado, ... 

Artículo 546.- En cualquier estado del proceso en donde 

aparezca que se han desvanecido los fundamentos que hayan servido 

para decretar la formal prisión, ... 

Artículo 550.- Cuando en opinión del Ministerio Público se 

hayan, ... 

Artículo 5 51 .- En elcaso de la fracción 11 del artículo 54 7 

deeste Código, ... 

Artículo 552.- ... 

I, 11.- ... 

111.- Que al juicio del juez, no haya temor de que sustraiga 

a la acción de la justicia, ... 
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Artículo 555.· La libertad bajo protesta, procede sin los 

requisitos anteriores, en los siguientes casos: ... 

Artículo 556.· Todo inculpado tendrá derecho durante la 

averiguación previa y en el proceso judicial, a ser puesto en libertad 

provisional bajo caución, ... 
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CONCLUSIONES. 

1 .- Las reformas constitucionales del dla 3 de septiembre 

de 1993, vienen a renovar en materia penal aspectos contemplados 

hace casi ochenta años que se hablan convertido en anacrónicos y 

obsoletos, perjudicando a los indiciados y procesados. 

2.- Con las reformas y adiciones a los artículos 16, 19, 

20 y 119 fracción XVIII de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos se pretende hacer una adecuación legal, que 

conlleve la precisión de las garantías indiviudales del gobernado, asl 

como la observación de los derechos humanos en los actos de la 

autoridad en la persecución y sanción delos delitos, guardando el 

equilibrio entre el Estado, indiciado y victima. 

3.- También se trata de garantizar en las leyes 

secundarias una mejor impartición de justicia , limitando delitos y 

sujetos persiguiendo a la delincuencia organizada con mayores penas 

y las modalidades que implican las reformas constitucionales. 

4.- Con las reformas el Código Penal se precisan, limitan y 

actualizan las normas contenidas de conformidad a los cambios 

sociales, políticos y económicos que se han generado desde 1917 

hasta nuestros días. Haciéndose a un lado los apectos ambiguos que 

entorpecían la aplicación de la ley. 
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5.· Por lo que hace a las reformas procesales, fuero 

común y fuero federal, vienen a simplificar cualitativamente los 

procedimientos sumarios y los ordinarios con beneficios siempre en 

favor del inculpado. 

6.· Todos los gobernados estamos obligados a pugnar por 

que las leyes que se apliquen a los gobernados sean menores, más 

justas y equitativas. 
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